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INTRODUCCIÓN 
 
Identificada la problemática de mayor ocurrencia en los edificios y conjuntos 
sometidos al régimen de propiedad horizontal, se estableció que la arista principal 
se funda en el tipo de responsabilidad que recae sobre el representante legal de la 
propiedad horizontal (administrador) y la forma de proceder para conminar su 
actuar, es decir, que medios de control existen legalmente para obligarlo a 
responder por aquellas actuaciones que causan perjuicio o se constituyen en 
delito. 
 
Inquietud que conforme al trascurrir de la realización de la investigación se 
evidencio que tiene su surgimiento en dos factores, el primero que no se abarca 
en mayor grado por el ente rector de la materia, ni por los tratadistas, una línea, 
directriz u orientación específica sobre el tipo de responsabilidad que le cabe a los 
administradores y las acciones que se pueden adelantar contra estos, y en 
segundo lugar y no menos importante en el vacío normativo que existe en el 
régimen de propiedad horizontal, al establecer únicamente el grado de culpa por la 
cual responden los administradores (por dolo, culpa grave y leve) y quienes 
pueden ser los perjudicados. Lo que ha llevado a que no se tenga información 
clara sobre el tipo de responsabilidad en la cual se pueden ver incursos, ni las 
acciones que bien podrían adelantar los posibles afectados, por el actuar indebido 
o irregular del administrador. 
 
Es por ello, que ante el clamor generalizado de las personas que consultan al 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (Oficina Asesora Jurídica), y el vacío 
normativo, institucional y doctrinario sobre las posibles soluciones que existen a la 
mayor problemática presentada al interior de los edificios o conjuntos sometidos al 
régimen de propiedad horizontal, de los cuales ellos hacen parte, bien como 
residentes, propietarios o la persona jurídica constitutiva de la copropiedad, se 
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hizo necesario determinar cuáles son los tipos de responsabilidad que recaen 
sobre los administradores de propiedad horizontal en Colombia y los mecanismos 
de control existentes en el marco jurídico colombiano para obligarlos a responder. 
 
Es así que a través del presente trabajo se presenta una investigación socio 
jurídica, que implicó la revisión y análisis de datos cuantitativos, como lo fue la 
determinación del problema de mayor ocurrencia en la propiedad horizontal y su 
porcentaje de recurrencia; y la revisión y análisis cualitativo del marco regulatorio 
del sector vivienda en Colombia, así como de la normativa y doctrina que 
fundamenta los tipos de responsabilidad que recae sobre los administradores y los 
mecanismos jurídicos de control. 
 
De manera que una vez se determinaron los tipos de responsabilidad que recaen 
sobre los administradores de propiedad horizontal en Colombia y los mecanismos 
de control existentes en el marco jurídico colombiano, se pudo establecer que 
existe suficiente información al respecto, sin embargo hace faltan mecanismos 
para que sea difundida a la comunidad en general, para lo cual se presentan unas 
opciones de divulgación del presente trabajo, dentro de las cuales está la 
elaboración de un proyecto de Circular Externa para darlo a conocer a la entidad 
rectora de la materia, es decir, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, de 
manera tal que sirva para realizar la divulgación de cómo pueden proceder los 
afectados con el actuar de los administradores de copropiedades para resarcir los 
perjuicios que por dolo, culpa grave o leve estos generen o los delitos que 
cometan. 
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OBJETIVOS 
 
1. OBGETIVO GENERAL 
 
Identificar los aspectos relevantes de la responsabilidad de los administradores de 
edificios y conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal en Colombia, 
para evitar la impunidad y lograr el resarcimiento o mitigación de los perjuicios 
ocasionados a los afectados. 
 
2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
a. Determinar el marco jurídico que sustenta los diferentes tipos de 
responsabilidad de los administradores de los edificios o conjuntos sometidos 
al régimen de propiedad horizontal colombiano. 
b. Establecer los mecanismos jurídicos de control existentes en el marco legal 
colombiano para que las personas afectadas por el actuar de los 
administradores de propiedad horizontal puedan evitar la impunidad y resarcir 
o mitigar los perjuicios causados. 
c. Proponer instrumentos efectivos de divulgación de los tipos de responsabilidad 
derivados de los perjuicios causados por los administradores de edificios o 
conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal colombiano, así como 
de sus mecanismos jurídicos de control. 
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JUSTIFICACIÓN 
 
Este trabajo jurídico investigativo pretende identificar claramente los tipos de 
responsabilidad a los que se pueden ver enfrentados los administradores de las 
copropiedades colombianas, así como los mecanismos para que los afectados 
puedan ver solucionados los conflictos derivados de los perjuicios causados por el 
representante legal de los edificios o conjuntos regidos por la ley de propiedad 
horizontal, de manera que puedan tener una convivencia pacífica, dentro del 
ámbito del respeto a la dignidad humana y al debido proceso, como principios 
rectores del régimen de propiedad horizontal colombiano1, y lograr que las 
autoridades competentes impartan justicia para no dejar impune, sin castigo o 
resarcidos los daños causados. 
 
Es así que la población beneficiada sería aquellos afectados con los perjuicios 
causados por los administradores, es decir, la persona jurídica de la propiedad 
horizontal, los propietarios y terceros, dentro de los cuales bien podrían 
catalogarse a los tenedores de bienes privados y personas ajenas a la 
copropiedad; debido a que el resultado de la investigación sería insumo para 
generar propuestas que conlleven a orientar en debida forma sobre los tipos de 
responsabilidad y mecanismos de control existentes en el marco jurídico 
colombiano, a utilizar frente al actuar de los administradores. 
 
De manera tal que se pueda socializar el trabajo realizado con la entidad rectora 
de la materia, es decir, con el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (Oficina 
Asesora Jurídica), para contribuir con un mejor argumento a la solución que 
actualmente se está planteando desde el punto de vista institucional, que como se 
1 Principios orientadores contemplados por el artículo 2° de la Ley 675 de 2001 <Por la cual se establece el Régimen de 
Propiedad Horizontal> 
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dejó planteado en el estado arte se está brindando información muy etérea y poco 
precisa. 
 
En este orden de ideas, el pretendido fundamental de esta investigación es brindar 
a la ciudadanía en general que está siendo irrigada por los efectos del régimen de 
propiedad horizontal, la manera como puede solventar una solución efectiva frente 
a los conflictos que se presenten por el actuar irresponsable de los 
administradores de las copropiedades, bien sea por acción u omisión, dentro de 
las diferentes modalidades de responsabilidad que puedan recaer sobre éste y los 
mecanismos de acción con que cuentan para hacer que respondan por los 
perjuicios causados. 
 
Como elemento adicional para la aplicación de los resultados de la investigación, 
tenemos la fortuna que el maestrante se encuentra laborando en el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, de forma que esto contribuye en gran medida a que 
las propuesta emergentes del trabajo investigativo, de antemano tengan la 
garantía de ser difundidas a quienes pudieran llegar a beneficiar, por cualquiera de 
los medios con que cuenta el Ministerio, audiovisuales, actos administrativos 
blandos (circulares), publicaciones, página web, etc. 
 
Así mismo, al brindarle un panorama más preciso sobre la responsabilidad y 
medios de control a la entidad rectora de la propiedad horizontal, se lograría la 
descongestión administrativa de ésta, en razón a que se estaría evitando poner en 
marcha todo el aparato institucional para ocuparse puntualmente de cada caso 
concreto consultado sobre dicha temática, ya que se trataría de brindarle 
elementos para que construya una solución para una divulgación masiva, a través 
de los medios anteriormente enunciados. 
 
Además, otro de los elementos y no menos importantes de relevancia de esta 
investigación, es que estaríamos llenando el vacío normativo existente en el 
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régimen de propiedad horizontal (Ley 675 de 2001), en razón a que con las 
propuestas que se logren construir en este trabajo, podría explorarse una senda 
dirigida a que los afectados por los perjuicios ocasionados por los administradores 
de propiedades horizontales en Colombia, vean que es posible que el rayo de la 
justicia los cobije, no permitiendo que los actos indebidos de los administradores 
queden impunes o sin resarcir, siempre bajo el amparo del marco jurídico 
existente. 
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 CAPÍTULO 1 
INSTITUCIÓN DE LA PROPIEDAD HORIZONTAL EN COLOMBIA 
 
1. Reseña normativa del sector vivienda en Colombia 
 
Teniendo en cuenta que Colombia es un Estado Social de Derecho, en el que la 
formulación y adopción de las políticas, planes generales, programas y proyectos 
está en cabeza de los ministerios o departamentos administrativos, los cuales 
hacen parte del sector central de la rama ejecutiva (L. 489/98, art. 59), es 
razonable efectuar una revisión de cuales han sido los ministerios que dentro del 
ordenamiento jurídico han tenido bajo su responsabilidad los aspectos relativos al 
sector administrativo de la vivienda, bajo el que se pueda aseverar que el gobierno 
nacional ha venido trabajando todo aquello que se relaciona con la forma especial 
de dominio que es la propiedad horizontal, debido a que es un aspecto 
estrechamente ligado con el referido sector administrativo. 
 
Para lo cual, se tomará como punto departida la entidad del gobierno que estuvo 
directamente vinculada con la vivienda a partir del momento en que el legislador 
positivisó el régimen normativo de la propiedad horizontal en Colombia, de manera 
que se determine cuáles fueron y cuál es la actual entidad ministerial encargada 
del sector administrativo en el cual está inmersa esta forma especial de dominio. 
 
Como primera medida se infiere que para finales de la década de los años 40, el 
Ministerio que más relacionado estaba con la temática de vivienda era el de 
Economía Nacional, debido a que la exposición de motivos del proyecto de ley 
“sobre régimen de propiedad por pisos y departamentos de un mismo edificio” que 
fue presentada en el año de 1946 por el Gobierno Nacional al Congreso de la 
República, la suscribieron los Ministros de Gobierno y de Economía Nacional 
(Congreso de la República, 1946, p. 1659), lo cual se corrobora en razón a que en 
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1946 el Ministerio de Economía Nacional expidió la regulación de los alquileres de 
los inmuebles urbanos (D. 2768/1946). Asuntos que están estrechamente 
relacionados con el sector de la vivienda. Posteriormente, para el año de 1947 el 
Ministerio de Economía Nacional pasó a denominarse Ministerio de Industrias y 
Comercio (L. 0075/1947, art. 1). Así mismo, cabe indicar que dentro de las 
funciones otorgadas al Ministerio de Comercio e Industrias no existe alguna 
específica para el sector de vivienda o dependencia asignada al desarrollo de las 
políticas de este sector (DL. 1094/1948). 
 
Es así que al momento que se contempló por primera vez en el ordenamiento 
jurídico colombiano la figura de la propiedad horizontal en nuestro país, es decir, 
cuando se expidió el régimen de la propiedad de pisos y departamentos de un 
mismo edificio (DL. 1286/1948), no existía una entidad ministerial encargada 
funcionalmente de la formulación de políticas en materia de vivienda. Sin 
embargo, este sector no estaba acéfalo, sino que estaba siendo dirigido por el 
presidente del momento, a través de su ministro de comercio e industrias. 
 
La anterior afirmación, se efectúa en razón a que para el 21 de marzo de 1948 se 
nombraron como ministros del despacho ejecutivo al de gobierno, relaciones 
exteriores, justicia, hacienda y crédito público, guerra, agricultura y ganadería, 
trabajo, higiene, comercio e industrias, minas y petróleos, educación nacional, 
correos y telégrafos, y obras públicas, (D.1072/1948, art. 1), quienes igualmente 
suscribieron el decreto ley del régimen de la propiedad de pisos y departamentos 
de un mismo edificio, infiriendo por tanto que el Ministerio de Comercio e 
Industrias era el encargado de los asuntos relativos a la industria de la 
construcción, estrechamente vinculada con el sector vivienda. 
 
En el año de 1951 el gobierno suprimió el Ministerio de Comercio e Industrias y 
creó el Ministerio de Fomento (DL. 0464/1951, art. 1), perfilándolo como entidad 
acompañante para la toma de decisiones en materia de vivienda. 
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 Para el año de 1967 el legislador facultó al presidente de la República para 
suprimir, fusionar y crear dependencias y empleos en la rama ejecutiva del poder 
público (L. 65/1967, art. 1-i), de manera tal que con sustento en dicha facultad el 
presidente cambió la denominación del Ministerio de Fomento a Ministerio de 
Desarrollo Económico, al cual se le asignó expresamente la función de formular la 
política del gobierno en los ramos de industria, turismo, comercio interno, vivienda 
y desarrollo urbano (DL. 2974/1968, art. 1-c). 
 
Dentro del programa de renovación de la administración pública que se llevó a 
cabo en el año 2002, el legislador fusionó el Ministerio de Comercio Exterior y el 
Ministerio de Desarrollo Económico asignando las funciones de éste último 
relacionadas con la formulación de políticas relativas al uso del suelo y 
ordenamiento urbano, agua potable y saneamiento básico, desarrollo territorial y 
urbano, así como la política habitacional integral necesaria para dar cumplimiento 
al artículo 51 de la Constitución Política al Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial (L. 790/2002, art. 4); posteriormente, para el año 2003 se 
determinaron los objetivos, la estructura orgánica del Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, teniendo como objeto, entre otros aspectos, 
contribuir y promover el desarrollo sostenible a través de la formulación y adopción 
de las políticas, planes, programas, proyectos y regulación en materia habitacional 
integral (DL. 0216/2003, art. 1). 
 
En la última reforma a la administración pública acaecida en el año 2011, el 
Congreso de la República, escindió unos ministerios y otorgó precisas facultades 
al presidente de la república para modificar la estructura de la administración 
pública. Es así que el legislador directamente, entre otros asuntos, escindió del 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial los objetivos y funciones 
asignados por las normas vigentes a los Despachos del Viceministro de Vivienda y 
Desarrollo Territorial y al Despacho del Viceministro de Agua y Saneamiento 
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Básico creando el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (L. 1444/2011, art. 
11,14).  
 
En desarrollo de las facultades extraordinarias que se otorgaron al presidente de 
la república, éste estableció los objetivos, estructura y funciones del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, cuyo objetivo primordial es formular, adoptar, dirigir, 
coordinar y ejecutar la política pública, planes y proyectos en materia de desarrollo 
territorial urbano del país, la consolidación del sistema de ciudades, teniendo en 
cuenta las condiciones de acceso y financiación de vivienda y la prestación de 
servicios públicos de agua potable y saneamiento básico (DL. 3571/2011, art. 1). 
 
Del análisis sistemático efectuado del trasegar legislativo del sector administrativo 
de la vivienda, se puede deducir que la entidad del gobierno nacional encargada 
de la formulación, implementación, coordinación o desarrollo de políticas, 
proyectos o programas en materia de propiedad horizontal es el respectivo 
Ministerio que en su momento histórico estuvo manejando los asuntos 
relacionados con la temática de vivienda, ya que con la propiedad horizontal se 
pretende el acceso a la propiedad. 
 
A pesar de no existir inicialmente dicha facultad legalmente en cabeza de los 
ministerios existentes en su oportunidad, es claro afirmar que la entidad ministerial 
encargada de lo atinente a la propiedad horizontal actualmente es el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio. Concluido lo anterior, es momento de adentrarnos a 
revisar que normativa ha regido dicha forma especial de dominio, como se verá a 
continuación. 
 
2. Reseña normativa de la propiedad horizontal en Colombia 
 
A continuación se presentará un recorrido cronológico de la figura de la propiedad 
horizontal, desde las primeras iniciativas legislativas hasta lo que actualmente se 
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conoce en Colombia como el régimen legal que regula los edificios y conjuntos 
constituidos en propiedad horizontal. 
 
La propiedad horizontal es una institución jurídica que mundialmente ha sido 
acogida, que sus inicios han sido basados en la costumbre y posteriormente se ha 
materializado normativamente por las circunstancias y necesidades de cada país y 
su momento histórico, debido a que se requiere albergar a gran cantidad de 
personas en espacios reducidos, lo que lleva a construir edificios de varios pisos 
para destinarlos a la vivienda, convirtiéndose en una política social para lograr el 
acceso a la vivienda del mayor número de personas en el menor espacio posible.  
 
De tal forma, que cuando se reduce el expansionismo de las ciudades con este 
tipo de construcciones se contribuye a la prestación óptima de los servicios 
públicos domiciliarios, toda vez que la población y las construcciones están 
concentradas sin abarcar grandes superficies de tierra, que día a día está siendo 
más costosa en los grandes centros urbanos, y que contribuye a que se reduzcan 
los costos en que deben incurrir las empresas prestadoras de los servicio públicos 
para extender sus perímetros de servicio. Así mismo, se permite un mejor 
desarrollo urbano del territorio, al lograr una optimización de los espacios con la 
construcción de este tipo de edificaciones.  
 
En nuestro país como lo señala Roa en su trabajo de grado para optar el título de 
abogado, el Código Civil colombiano no contempla el tema de la propiedad 
horizontal puesto que Andrés Bello omitió esta figura al no hacer ninguna 
referencia al artículo 664 del Código Francés (1996, p. 46). 
 
Sobre el particular Reyes (1950) ha manifestado que: 
Por consideración a la poca importancia que el sistema podría tener entre 
nosotros, y por guardar también la integridad de sus sistemas – de que tan 
celoso se muestra- don Andrés Bello, al elaborar el proyecto de Código Civil 
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para la República de Chile, que luego también fue adoptado en Colombia, 
no se ocupó en ninguna forma de la propiedad horizontal. Y sea por esa 
razón, o por mera inadvertencia, lo cierto es que en ninguna de las obras de 
Bello se hace alusión, si quiera pasajera, a este tema; en ninguno de los 
cuatro Proyectos que elaboró trató el punto, ni mencionó para nada el 
artículo 664 del Código Francés, que debía conocer necesariamente. La 
propiedad horizontal, pues, ni quedó consagrada entre nosotros, a ejemplo 
de la mayoría de los países, ni fue prohibida expresamente, como se hizo 
en otras legislaciones (p. 34). 
 
Ahora bien, sobre los intentos de consagración legal de la propiedad horizontal en 
Colombia durante el siglo XIX, el historiador Hernandez dice que: 
De acuerdo con los rigurosos estudios asumidos por la Corte Constitucional 
colombiana en muchas de sus sentencias, se puede rastrear cómo este tipo 
de propiedad hunde sus raíces o intentos de regulación normativa en la 
última década del siglo XIX, específicamente en el año de 1890, cuando en 
el debate del proyecto de ley que se convertiría en la Ley 95 de 1890 se 
incluyeron dos artículos tomados de la legislación española, pero sin que se 
hubiese podido convertir en ley de la República. Estos esfuerzos legislativos 
decimonónicos ya daban cuenta de la necesidad de regulación en esta 
materia, y de paso avizoraron la gran complejidad que llegaría a tener en el 
futuro (2013, p. 149). 
 
El citado proyecto de ley versaba sobre reformas civiles, presentado al Congreso 
de 1890 por Dionisio Arango y Florentino Goenaga, e incluía los artículos 23 y 24, 
consagrados al problema de la propiedad horizontal, con reformas más adjetivas 
que sustanciales (Reyes, 1950, p. 35), es decir, que la mencionada iniciativa 
instauró las bases de la propiedad horizontal, sin que llegara a feliz término. 
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A partir de 1940, tanto la capital del país, Bogotá, como otras importantes 
ciudades de provincia, registraron un vertiginoso progreso urbanístico, y por ello 
se hizo patente la necesidad de acudir al sistema de propiedad horizontal, para no 
solo coadyuvar el movimiento circulatorio de la riqueza inmobiliaria, sino también 
para procurar dar acceso a su propio hogar, a las clases menos favorecidas 
(Pabón, 1975, p. 50). 
 
En 1946 se volvió a intentar legislar sobre la propiedad horizontal, como lo afirma 
Correa: 
El 20 de Noviembre de 1946 el señor Ministro de Gobierno doctor Manuel 
Barrera Parra presentó a consideración del Honorable Senado de la 
República un proyecto de ley “sobre régimen de propiedad de pisos y 
departamentos de un mismo edificio”. Este proyecto fue acompañado en su 
presentación de la correspondiente exposición de motivos, la que a más 
dela firma del Ministro de Gobierno, lleva la del Ministro de Economía 
Nacional don Antonio Ma Pradilla. (…) 
El proyecto que nos ocupa fue tomado en su caso totalidad de la Ley 6071 
de 1937 de la República de Chile. Los doctores Alfonso Araujo, Carlos 
Lleras Restrepo y Humberto Gómez Naranjo le agregaron algunos artículos 
tendientes a facilitar la implantación entre nosotros de la institución jurídica 
conocida con el nombre de propiedad horizontal (1947, p. 29). 
 
Sobre la referida iniciativa legislativa Pabón manifiesta que: 
Este nuevo proyecto comprendía 30 artículos, 24 de los cuales estaban 
calcados, casi en su totalidad, de la ley chilena núm. 6071 de 1937, y seis 
de la brasileña núm. 5481 de 1928. Dichos artículos, pese a no ser 
originales, tenían el mérito de que hacían las indispensables concordancias 
con las instituciones legales autóctonas (1975, p. 50). 
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Así mismo, manifiesta que clausurado el cuerpo legislativo en 1947, por motivos 
de orden público, el proyecto no pudo convertirse en ley de la república (Pabón, 
2003, p. 41).  
 
A pesar de aún no existir en el ordenamiento jurídico normativa que regulara la 
propiedad en diferentes pisos o departamentos de un mismo inmueble, y como 
precedente a su aparición se tienen el hecho histórico del asesinato del caudillo 
liberal Jorge Eliecer Gaitán y las migraciones de campesinos a los grandes 
centros poblados, como se evidencia en pronunciamientos de jurisconsultos e 
incluso de la Corte Constitucional. Sobre este asunto Marulanda (1952) señala 
que: 
Un año más tarde, los desgraciados y ominosos sucesos acaecidos el 9 de 
abril en el país, suscitados a raíz del asesinato de un ilustre colombiano, 
trajeron consigo calamidades sin cuento para la República. Miles de 
ciudadanos pagaron con sus vidas los efectos de la colectiva locura, y en 
una hora de barbarie los espectros del incendio y el saqueo, como furias 
apocalípticas, pasearon sus símbolos de destrucción por las principales 
ciudades del país; y fue así como casas, edificios públicos y privados, 
fábricas, almacenes comerciales, templos, planteles de educación, etc., 
desaparecieron al paso de las hordas desenfrenadas. 
El gobierno, investido de las facultades extraordinarias que le confiere el 
artículo 121 de la Constitución, entró entonces a estudiar una fórmula que 
permitiera fomentar las edificaciones para la consiguiente reconstrucción de 
las ciudades destruidas en aquellos días. El 21 de abril de 1948, el 
Presidente expidió el Decreto Legislativo número 1286 “Sobre régimen de 
propiedad de pisos y departamentos de un mismo edificio”. 
 
Así mismo, lo anteriormente mencionado lo reafirma Pabón cuando al hacer la 
reseña sobre el origen de la propiedad horizontal indica lo siguiente: 
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En el año de 1948, después de los luctuosos sucesos del 9 de abril, como 
consecuencia de los cuales la capital de Colombia quedó casi destruida, el 
gobierno del doctor Mariano Ospina Pérez, investido a la sazón de poderes 
extraordinarios, en virtud del artículo 121 de la Constitución Nacional, 
acometió la empresa de estudiar las fórmulas que permitieran ayudar más 
adecuada y rápidamente a la reconstrucción de la ciudad de Bogotá. 
El poder ejecutivo, en efecto, aprovechó el trabajo realizado en el proyecto 
de 1946, y basándose en él dictó, el 21 de abril, el decreto 1286 de 1948, 
que en virtud de dispuesto en su artículo 27, empezó a regir a partir de su 
promulgación. Este decreto extraordinario se convirtió luego en la Ley 182, 
que, sin duda alguna, favoreció grandemente al comercio inmobiliario y 
abrió amplios campos al desenvolvimiento de la propiedad de casas 
divididas por pisos o departamentos, en nuestra patria. Se puede decir que, 
además de significar un importante cambio en la estructura del derecho de 
dominio clásico imperante en el país, el nuevo estatuto marcó un hito muy 
importante para la solución del problema de la vivienda urbana, que, desde 
1918, había sido una de las más sobresalientes preocupaciones de todos 
los gobiernos colombianos (1975, p. 51). 
 
También este tema ha sido revisado por la Corte Constitucional al efectuar una 
breve referencia histórica sobre el origen de la ley que regula el régimen de 
propiedad horizontal, donde manifestó que: 
3.2 La necesidad inmediata de establecer reglas sobre la propiedad 
horizontal, los estudiosos la ubican en los hechos sucedidos el día 9 de abril 
de 1948, cuando, a raíz de la destrucción de inmuebles, que se produjo ese 
día, hizo que este asunto que ya estaba en desarrollo en otros países, con 
la experiencia vivida en las 2 guerras mundiales, que se padecieron en el 
siglo pasado, dejara de ser un problema teórico y se convirtiera en una 
realidad de inaplazable regulación, en nuestro país. 
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En efecto: había que solucionar, en forma rápida, el problema de vivienda 
de quienes se habían quedado sin ella, lo que, aunado al momento social 
por el que estaba pasando Colombia, que se traducía en la llegada a las 
ciudades de inmensos números de personas que vivían en el campo, fueron 
factores que contribuyeron a generar una gran presión por la tierra urbana, 
y buscar la manera de que con la menor utilización de la misma, se 
beneficiara el mayor número de personas. Además, aprovechando la 
reducción de costos de construcción que se deriva de esta clase de 
soluciones de vivienda, en comparación con las individuales y aisladas. 
Los hechos del 9 de abril, pues, dieron como resultado que con la 
declaración del Estado de Sitio (Decreto 1239 de 10 de abril de 1948), se 
expidiera el Decreto 1286 de 1948, de fecha 21 de abril de 1948 "sobre el 
régimen de la propiedad de pisos y departamentos de un mismo edificio." 
En los considerandos 2 y 3 de este Decreto, se lee: 
"2º. Que para facilitar la reconstrucción de los sectores afectados por los 
pasados sucesos, es necesario dictar normas encaminadas al fomento de 
la construcción de todo género de edificios; 
"3º. Que por falta de una legislación al respecto, en Colombia no se ha 
desarrollado el régimen de propiedad por pisos y departamentos de un 
mismo edificio, el cual en otros países ha permitido resolver en forma 
satisfactoria el problema de habitación de la clase media." 
Este decreto fue convertido, en el mes de diciembre de 1948, en la Ley 182 
de 1948 (CConst, C-318/2002, A. Beltrán). 
 
Es así, como debido a ese nefasto momento histórico que Colombia vivió a finales 
de los años 40, a raíz de los enfrentamientos partidistas, aparece por primera vez 
la regulación sobre propiedad horizontal como una de las medidas adoptadas para 
menguar los desmanes y daños causados por la población a la infraestructura de 
la capital del país, con lo cual se incentivó la construcción de vivienda por pisos o 
departamentos, que igualmente fue una alternativa para dotar de una solución 
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habitacional a los afectados con los hechos del 9 de abril de 1948 y a las personas 
que estaban migrando del campo a buscar refugio en la capital, e incluso la 
necesidad del estado de la organización del territorio y generar un mejor 
urbanismo en las ciudades del país.  
 
Haciendo un paréntesis de la disertación histórico legislativa de formación de la 
propiedad horizontal, vale la pena traer a colación el análisis legal que hizo la 
arquitecta Ceballos en su libro “Vivienda Social en Colombia una mirada desde su 
legislación 1918-2005”, donde hace una división de la política de vivienda en 
Colombia en 5 fases: 
 
1. El inicio de la acción estatal frente al problema de la vivienda. El énfasis en 
el higienismo (1918-1942) 
2. La institucionalización de la acción estatal frente al problema de la vivienda 
(1942-1965). 
3. La transición en el manejo institucional del problema de la vivienda (1965-
1972) 
4. La creación de las Corporaciones de Ahorro y Vivienda (1972-1990) 
5. El sistema nacional de vivienda de interés social (1990-2007) 
 
Estando ubicado el inicio legal del régimen objeto de análisis en el periodo de la 
institucionalización durante el gobierno presidencial de Mariano Ospina Pérez; 
quien en su plan de gobierno fue enfático en reconocer, como única alternativa 
para alcanzar en el país la necesidad de atender los problemas de la población 
más pobre. Igualmente, reconocía que la construcción viviendas baratas para 
empleados se trataba sin duda, de un problema que requería la atención prioritaria 
del Estado. De manera consecuente con esta preocupación, este gobierno fue 
muy prolijo en la expedición de leyes y decretos para el manejo institucional del 
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tema. Para lo cual asumió a través del Instituto de Crédito Territorial2, la atención 
del déficit habitacional (Ceballos, 2008, p. 62). 
 
Retomando el hilo conductor de este análisis histórico-legal de la propiedad 
horizontal y teniendo claro, que la primera norma que trató la materia data de 1948 
y fue un decreto ley que reguló “Sobre régimen de la propiedad de pisos y 
departamentos en un mismo edificio” (DL. 1286/1948), el cual por tratarse de un 
decreto ley expedido en estado de sitio debió ser ratificado por el legislador en el 
mes de diciembre de aquella anualidad, con la Ley 182. 
 
Es así; que con el referente del hito legislativo de la propiedad horizontal, es decir, 
la Ley 182 de 1948, se efectuará una descripción de las necesidades que tuvo el 
legislador para expedir dicho régimen así como el de sus modificaciones y la 
actual norma regulatoria. 
 
Para destacar la importancia de la Ley 182 de 1948 y las bondades que traía 
consigo, se enunciará un aparte relevante de la exposición de motivos del 
proyecto de ley “sobre régimen de la propiedad de pisos y departamentos en un 
mismo edificio” presentado en 1946, a saber: 
El proyecto de ley que tenemos el honor de someter a vuestra 
consideración tiene por objeto llenar un vacío de orden jurídico y salvar una 
necesidad de carácter económico y social. 
En efecto, nuestra legislación civil no ofrece una sola solución a los 
problemas que presenta la concurrencia de varios propietarios, no 
condueños, en un mismo edificio y, por otra parte, la crisis de vivienda 
obliga a fomentar la construcción de habitaciones en lugares centrales, en 
condiciones que guarden relación con los medios de fortuna, relativamente 
reducidos, de una gran masa de la población que tiene problemas distintos 
a los de las clases obreras, y que, por otra parte, de no procurarse un 
2 Creado mediante el Decreto Ley 200 de 1939. 
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sistema de vivienda adecuado, tiene que edificar una casa en barrios cada 
día más apartados, con el grave inconveniente que en la sola movilización 
consume parte importante de sus horas libres o de reposo, además de los 
desembolsos que esto implica, sin contar, de otro lado, los problemas 
municipales inherentes a la ampliación del perímetro urbano. 
La construcción de grandes edificios colectivos en los cuales el dueño de 
cada departamento tenga sobre éste todos los atributos de la propiedad y 
disfrute de las instalaciones comunes con ciertas limitaciones, es la solución 
que se propone a los problemas de orden jurídico, económico y social, a 
que antes aludimos (Congreso de la República, 1946, p. 1658). 
 
Lo cual esta complementado con lo dicho por el representante Miguel Vásquez, en 
la ponencia del proyecto de ley presentada en la Comisión Primera en 1948, 
cuando manifiesta que: 
(…) La reconstrucción de Bogotá, y la modernización de otras ciudades 
importantes, no puede realizarse sin la inmediata aprobación de este 
proyecto, pues, si bien es verdad que el Órgano Ejecutivo, con un criterio 
realista y global de todos los fenómenos que inciden en el retorno a la 
normalidad social y económica, dio especial preferencia a esta nueva 
institución jurídica, y dicto el decreto-ley número 1286 del año en curso, es 
lo cierto que el Congreso debe expedir la ley que dé estabilidad al estatuto, 
como quiera que aquél solo rige durante el estado de emergencia. 
(…) Las conveniencias económicas. Sociales y de urbanismo que se 
derivan de la aprobación del proyecto no escapan de vuestro ilustrado 
criterio: viviendas centrales y modernas para las clases de mediano capital; 
descongestión en los trasportes y economía de tiempo; inversiones 
inmediatas y seguras de capitales; intensificación de las construcciones y 
empleo de gran número de obreros; economía en las edificaciones y 
modernización de las ciudades. 
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El presente proyecto me ha llevado a meditar sobre el grave problema 
general que confrontan algunas capitales, especialmente la ciudad de 
Bogotá, de escasez de vivienda, y lo elevado de sus cánones, sobre las 
tablas nominales de Control, que en este ramo ha sido inoperante. Fuera de 
las dificultades inherentes a la actual situación anormal que han paralizado 
la importación de materiales de construcción, existe una reglamentación 
aberrante en el señalamiento del perímetro urbanizable, que incide en las 
clases trabajadoras y en los pequeños propietarios de lotes aislados, 
carentes de los medios necesarios para lograr la amplificación de las zonas 
indispensables para sus viviendas. Este hecho injusto está creando un 
profundo malestar social, de imprevisibles consecuencias (Congreso de la 
República, 1948, p. 941). 
 
Respecto al contenido de la Ley 182 de 1948, ha de tomarse en cuenta lo 
contemplado en la exposición de motivos al proyecto de Ley 136 de 1999, 
presentado por el gobierno nacional a través de su Ministro de Desarrollo 
Económico, Jaime Alberto Cabal S., donde acertadamente se sintetizo lo 
siguiente: 
La ley no consagra una definición de propiedad horizontal, limitándose a 
autorizar que los pisos o departamentos de un edificio, pertenezcan a 
diferentes propietarios, siempre y cuando sean independientes y tengan 
salida a la vía pública, directamente o por un pasaje común. Indica que se 
es propietario de un piso o departamento, y comunero de los bines de uso y 
servicio común. 
Se señala que los bienes de uso o servicio común, que son los necesarios 
para la existencia, seguridad y conservación de edificio y permiten el uso y 
goce de los pisos o departamentos, son inalienables e indivisibles. 
A pesar de su carácter de indivisibles, se estable como mecanismo para 
tasar los derechos de cada copropietario sobre ellos, la proporción directa 
respecto del valor de los bienes privados; valor éste que condiciona la 
29 
 
cuantía de las expensas necesarias a la administración, construcción, 
reparación y seguros. Esta proporción determina los derechos a la 
indemnización del seguro, en los casos que el edificio no pudiere ser 
reconstruido (artículo 18) y las obligaciones de los propietarios en los 
eventos de división de hipotecas (artículo 23). 
Como limitación al uso y goce de los bienes de uso o servicio común, se 
consagra el deber de usarlos según su destino ordinario, sin que sea dado 
perturbar el uso legítimo concedido a los demás propietarios. 
La regla general en cuanto al manejo de la copropiedad, supone que el 
administrador tendrá el carácter de mandatario de la comunidad de 
propietarios3. Sin embargo, se contempla la posibilidad de que se 
constituya una sociedad que tenga a su cargo la administración del edificio 
(Congreso de la República, 1999, p. 21). 
 
De otra parte, sin perder de vista el marco legal que se ha venido analizando, ha 
de decirse que la Ley 182 de 1948, fue reglamentada por los Decretos 1335 de 
1959, 144 de 1968 y 107 de 1983. 
 
Treintaisiete años después de haberse expedido la Ley 182, el legislador vio la 
necesidad de ajustar el régimen legal existente sobre propiedad horizontal. Lo cual 
es evidenciado en la exposición de motivos que sustentó la expedición de la Ley 
16 de 1985, presentada al Congreso por el Senador Hernán Echeverri Coronado, 
a saber: 
(…) Para señalar la finalidad general del proyecto, quiero remplazar mis 
palabras en anteriores exposiciones de motivos, por la trascripción de las 
razones con que el H. Senador Jaime Castro, como ponente, recomendó su 
aprobación para primero y segundo debate en el Senado, durante la 
legislatura precedente. 
3 Ley 95 de 1890. 
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“La iniciativa de nuestro distinguido colega, el H. Senador Hernán Echeverri 
Conrado, reviste importancia grande. Busca regular en términos que se 
acomodan a la realidad actual, situaciones que son cada día de ocurrencia 
mayor en la vida comunitaria. En efecto, la llamada propiedad horizontal se 
ha generalizado. A su régimen se acoge buena parte de los propietarios y 
habitantes de nuestras ciudades, sean estas grandes, medianas o 
pequeñas. El fenómeno de la desruralización que ha vivido el país durante 
los últimos años y que continúa viviendo, hace que solo quienes residen en 
muy pequeños centros urbanos y en el campo no tengan que ver, de una u 
otra manera, como propietarios o como inquilinos, con las particulares 
regulaciones de esta generalizada forma de propiedad moderna. Esta la 
primera razón de importancia del proyecto”. 
“En Colombia la primera y única previsión legislativa sobre la materia está 
contenida en la Ley 182 de 1948, desarrollada por los Decretos 1335 de 
1959, 144 de 1968 y 107 de 1983. Treinta y cinco años de vigencia y 
aplicación de la citada ley ha mostrado sus enormes ventajas y también, 
sus inevitables, aunque afortunadamente pequeñas, limitaciones. Así lo han 
señalado claramente la jurisprudencia y la doctrina. Por eso vale la pena 
conservar la Ley 182 de 1948 en sus grandes lineamientos, principios y 
prescripciones, complementándola con desarrollos novedosos en aquellos 
aspectos en que la práctica haya mostrado vacíos y deficiencias, como son 
los relacionados, principalmente, con la necesidad de otorgar personería 
jurídica a la asociación que necesariamente se forma entre los propietarios 
para la administración y el manejo de los bienes de uso común, de 
encontrar un instrumento judicial, expedito y ágil, para la solución de las 
controversias y conflictos que inevitablemente se presentan entre 
propietarios y entre éstos y la asociación y de actualizar algunas 
disposiciones, como las atinentes al monto de las sanciones económicas, 
que por el simple paso del tiempo se ven superados por los hechos. Es ello 
lo que persigue, fundamentalmente, la propuesta del H. Senador Echeverri 
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Coronado, especialista en esta delicada rama del derecho, tal como 
detalladamente y con propiedad lo dice en la exposición de motivos. Es esta 
la segunda razón de importancia del proyecto” (Portilla, 1987, p. 217-218). 
 
Sobre el contenido de la Ley 16 de 1985, es pertinente traer a colación la 
exposición de motivos al proyecto de Ley 136 de 1999, donde se resume los 
elementos esenciales de ésta así: 
Define la propiedad horizontal como una forma de dominio que hace objeto 
de propiedad exclusiva a determinadas partes de un inmueble y objeto de 
propiedad de una persona jurídica a las áreas de uso o servicio común, que 
nace, ipso iure, de conformidad con las prescripciones de esa ley. 
Aunque conserva el principio según el cual los bienes de uso o servicio 
común son indivisibles e inenajenables, consagra como excepción a la regla 
el evento en el cual los bienes no sean necesarios para el disfrute y servicio 
común y la decisión haya sido votada, al menos, por las 4/5 partes de los 
votos de la asamblea general. 
El voto en la asamblea general de la persona jurídica es proporcional al 
derecho de dominio sobre los bienes de dominio exclusivo o particular. 
La persona jurídica es obligatoria cuando el inmueble se sujeta a las 
disposiciones de esta ley. 
Por último, en su artículo 10, establece la posibilidad de someter la 
propiedad horizontal a la Ley 182 de 1948 o a la Ley 16 de 1985 (Congreso 
de la República, 1999, p. 21). 
 
No obstante haberse expedido la Ley 16 del 08 de enero de 1985, permaneció 
vigente la Ley 182 del 29 de diciembre de 1948, las cuales fueron reglamentadas 
en el año de 1986 regulándose ampliamente los aspectos más relevantes para 
guiar a edificios o conjuntos sometidos a las leyes enunciadas, mediante el 
Decreto 1365. 
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Posteriormente, con la Ley 428 del 16 de enero de 1998, el congreso en su intento 
de establecer un marco normativo para la figura de facto que se había creado y a 
la cual popularmente se le denominaba unidades inmobiliarias cerradas adicionó 
el régimen existente y reglamentó lo relacionado con las unidades inmobiliarias 
cerradas sometidas al régimen de propiedad horizontal; como lo dejo saber en la 
exposición de motivos del proyecto de ley 031 de 1995 Cámara, “Por la cual se 
modifica el régimen de las Unidades Inmobiliarias Cerradas”, el representante 
William Vélez Mesa. 
La vida urbana contemporánea ha generado formas de convivencia, en otro 
tiempo desconocidas, que estrechan los vínculos de las comunidades de 
familias, comerciantes o industriales, al interior de las Unidades 
Inmobiliarias Cerradas, las cuales se han venido rigiendo por la Leyes y 
Decretos Reglamentarios sobre propiedad horizontal -que de este modo 
han ganado una aplicación extensiva- y por las reglamentaciones 
municipales, distritales o metropolitanas de planeación y urbanismo que en 
algunas ciudades han alcanzado interesante desarrollo. 
Sin embargo, es notoria la ausencia de preceptos que resuelvan el 
problema básico de las relaciones de convivencia y vecindad entre 
condueños, moradores y terceros; y que estructuren adecuadamente la 
organización jurídica de la comunidad de propietarios, de suyo dinámica, 
que demanda instrumentos flexibles, aptos para resolver los múltiples 
conflictos de diversa índole, pero sin desconocer los derechos de los 
vecinos (Congreso de la República, 1995, p. 14). 
 
Cabe señalar que la Ley 428 de 1998 fue una norma con una corta vida, ya que en 
el año 2001 se expidió la Ley 675 donde se recogió esta institución jurídica. Así 
mismo, que esta no contó con decreto reglamentario alguno. 
 
Ahora bien, en lo que respecta al actual régimen de propiedad horizontal, es decir, 
la Ley 675 de 2001, es menester hacer relación al proyecto de ley 305 de 2000 
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Cámara, 136 de 1999 Senado, “Por medio de la cual se expide el régimen de 
propiedad horizontal”, presentado a primer debate en la Cámara de 
Representantes cuando hace referencia a la importancia de la iniciativa legislativa 
al mencionar que: 
La expedición de la Ley 182 de 1948 y posteriormente la Ley 16 de 1985, 
sobre propiedad horizontal, demuestran su gran utilidad en la regulación de 
las relaciones entre los copropietarios sometidos a ese régimen. Esta forma 
especial de propiedad ha contribuido durante largo tiempo al desarrollo de 
la construcción y a nuevas formas de urbanismo impulsadas por la realidad 
social.  
No obstante, transcurrido el tiempo, se ha puesto de manifiesto el 
antagonismo de la vigencia de dos leyes sobre el mismo tema, así como 
nuevas aspiraciones de la sociedad en materia de regulación de la 
propiedad horizontal, como la unanimidad en las decisiones que se 
considera exagerada y que obstaculiza la administración y la realización de 
acciones en beneficio de la comunidad de copropietarios; la propiedad de 
los bienes de uso común tratados en la Ley 182 del 48 como propiedad en 
común de los propietarios de la construcción sometida al régimen de 
propiedad horizontal, y en la Ley 16 del 85 como propiedad de una persona 
jurídica diferente a los propietarios de la construcción sometida al régimen; 
la representación judicial y extrajudicial en una persona jurídica especial; la 
propiedad de los bienes comunes para los copropietarios; contribuciones 
mayores para propietarios que se beneficien más de los bienes comunes 
creando sectores y módulos de contribución, previsión de soluciones de 
conflictos entre los copropietarios mediante la creación de un comité para 
tal propósito; establecimiento de sanciones por incumplimiento de 
obligaciones no pecuniarias, son materias tratadas en el proyecto de ley, 
que le dan importancia al mismo y que benefician a gran porcentaje de la 
sociedad (Velásquez, 2012). 
 
34 
 
Así mismo, otra de las razones que explican la expedición de la Ley 675 de 2001 
está en la exposición de motivos del proyecto de ley 136 de 1999 Senado, donde 
se sostiene cuáles son las tres grandes razones que dieron pie a la reforma a la 
legislación sobre propiedad horizontal, a saber: 
- Nueva concepción de urbanismo 
Con el paso del tiempo, se evidenció la necesidad de dar respuesta, 
desde el derecho, a las complejas relaciones socioeconómicas surgidas 
como consecuencia de los avances de la concepción de agrupaciones 
arquitectónicas colectivas. 
Los legisladores de 1985 y 1948, no pudieron prever el inusitado 
desarrollo de los centros comerciales, los centros de negocios y los 
conjuntos residenciales y campestres. Los inmuebles sometidos 
actualmente al régimen de propiedad horizontal distan mucho de ser los 
pequeños edificios que no requerían mayores previsiones legales. 
Los nuevos desarrollos urbanísticos que integran usos mixtos dan lugar 
a intrincadas relaciones entre los propietarios de los inmuebles privados, 
que hacen, ya no necesario, sino indispensable, contar con reglas de 
juego claras que permitan prevenir y solucionar los eventuales conflictos 
que se presenten. 
En un mundo en proceso de urbanización, la institución de la propiedad 
horizontal se ha mostrado como uno de los instrumentos más eficaces 
para racionalizar el crecimiento de las ciudades. 
El proyecto de ley prevé estas situaciones y consagra normas que 
permitirían la construcción de grandes proyectos (edificios o conjuntos) 
dentro de un marco indiscutible seguridad jurídica para propietarios, 
tenedores y constructores. 
- Disyuntiva entre la confusa representación de la copropiedad en la Ley 
182 de 1948 y la titularidad de bienes de uso común en cabeza de la 
persona jurídica que nace por ministerio de la Ley 16 de 1985. 
 
35 
 
Es conocido el inconveniente planteado por el régimen de la Ley 182 de 
1948, en cuya vigencia, si no se crea la persona jurídica prevista en el 
artículo 11, para que los propietarios ejerzan derechos subjetivos “como 
el de instaurar las acciones pertinentes con motivo de cualesquiera 
situación”4, se dificulta la actuación por cuanto quien tendría la 
personería jurídica es el administrador, actuando como un mandatario 
en los términos del Código Civil. 
Ante un régimen confuso como el anterior, la Ley 16 de 1985, dispuso la 
creación de una persona jurídica que, además de ejercer la 
representación legal para efectos de los bienes de uso o servicio común, 
será la titular del derecho de dominio sobre ellos. 
(…) El proyecto ha pretendido conciliar las dos necesidades: aclarar la 
representación de la copropiedad y evitar el traslado del derecho de 
propiedad de los bienes comunes, a una persona jurídica. 
- La “insólita” dualidad de regímenes 
Como se expresó arriba, el legislador colombiano ha permitido que los 
inmuebles que cumplan los requisitos señalados en la ley, se sometan, 
según lo indique su propia voluntad, al régimen de la ley 182 de 1948 o 
al de la ley 16 de 1985. 
Esta dualidad pugna con la concepción tradicional de sistema jurídico, 
dando lugar a una creciente inseguridad jurídica para los propietarios o 
tenedores de inmuebles que deban someterse a la propiedad horizontal. 
Un régimen unificado, organizado y estructurado de propiedad horizontal 
disminuye el conflicto de intereses propio de las relaciones de 
interdependencia que nace como resultado de la vida en edificios o 
conjuntos (Congreso de la República, 1999, p. 23). 
 
Ante esa necesidad de reestructurar y consolidar la normativa que regía en ese 
entonces, es que el legislador expidió la Ley 675 del 03 de agosto de 2001, en la 
4 Ver Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Febrero 19 de 1985. 
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que se regulan aspectos como la definición de la propiedad horizontal, 
constitución, extinción, reconstrucción, bienes privados, bienes comunes, 
coeficientes de copropiedad, expensas comunes, personería jurídica, fondo de 
imprevistos, asamblea general, administrador, consejo de administración, revisor 
fiscal, la solución de conflictos y las sanciones por incumplimiento de obligaciones 
no pecuniarias. Adicionalmente, trató en su parte final lo relacionado con las 
unidades inmobiliarias cerradas. 
 
La referida norma contempla a la propiedad horizontal como la forma especial de 
dominio, en la que concurren derechos de propiedad exclusiva sobre bienes 
privados y derechos de copropiedad sobre el terreno y los demás bienes 
comunes, con el fin de garantizar la seguridad y la convivencia pacífica en los 
inmuebles sometidos a ella, así como la función social de la propiedad (L. 
675/2001, art. 1). 
 
En consecuencia, ha de concluirse que el actual régimen sobre propiedad 
horizontal está contemplado en la Ley 675 del 03 de agosto de 2001, la cual 
deroga las Leyes 182 de 1948, 16 de 1985 y 428 de 1998, así como los decretos 
que se expidieron para reglamentarlas. Así mismo, se puede decir que el régimen 
jurídico colombiano sobre la propiedad horizontal ha sufrido algunos cambios 
desde su creación en 1948, siempre tendientes a adecuar la normatividad a la 
realidad social, económica y jurídica para lograr una adecuada aplicación de dicho 
régimen legal. 
 
Igualmente, se debe decir que “el régimen de propiedad horizontal se encuentra 
estrechamente relacionado con la construcción de inmuebles, con la función 
ambiental, comunitaria, social y de libre iniciativa empresarial, refiere a 
regulaciones para la vivienda y la vida digna, la cohabitación respetuosa, los 
deberes y derechos constitucionales fundamentales, y siendo su objeto el dotar de 
seguridad jurídica a todas las relaciones derivadas de su construcción, tenencia, 
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explotación y transferencia, es una obligación del Estado regular estas relaciones, 
obligaciones y derechos” (Baena, et al, 2010, p. 12). Obligación que está en 
cabeza del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio como ya se dejó anotado. 
 
3. Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y la responsabilidad de los 
administradores de propiedad horizontal en Colombia 
 
Recapitulando lo referido sobre la normativa que ha regulado la propiedad 
horizontal, se tiene que la primera norma que trató sobre propiedad horizontal en 
Colombia fue el Decreto 1286 de 1948, la cual fue ratificada por la Ley 182 de 
1948, ésta modificada por la Ley 16 de 1985 y complementada con la Ley 428 de 
1998, siendo el actual régimen de propiedad horizontal el establecido por el 
legislador a través de la Ley 675 de 2001, el cual sistematiza de manera integral 
las situaciones que pueden acaecer al interior de un edificio o conjunto sometido al 
referido régimen. Así mismo, que en este momento la entidad gubernamental 
encargada de la regulación de esta forma especial de dominio es el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio. 
 
Entidad a la que llega un alto volumen de “CONSULTAS” en materia de propiedad 
horizontal donde se esboza por parte de los peticionarios una serie de 
inconformidades al interior de los edificios o conjuntos sometidos al régimen de 
propiedad horizontal, abarcando problemáticas desde la constitución y existencia 
de las mismas, pasando por el desborde de las facultades de los órganos de 
dirección (asamblea de propietarios, consejo de administración, administrador) y 
entes externos (revisor fiscal y contador), hasta la sanción de las conductas no 
pecuniarias de los copropietarios y residentes, lo que conlleva a que se consulten 
igualmente sobre cuál es el ente de control y vigilancia de la propiedad horizontal 
e incluso a solicitar al Gobierno Nacional la creación de una Superintendencia de 
Propiedad Horizontal. 
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Para entender el término de “CONSULTA”, se partirá de la definición que se ha 
adoptado en los procedimientos aprobados a la Oficina Asesora Jurídica (OAJ) por 
el Sistema Integrado de Gestión del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio 
(MVCT), dentro del procedimiento “CJ-P-01 Atención de consultas internas y 
externas” cuyo objeto es el de “Atender de manera oportuna y con calidad las 
consultas internas y externas presentadas por los Procesos del Sistema Integrado 
de Gestión del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y por personas naturales 
y/o jurídicas (públicas o privadas), con la finalidad de brindar asesoría a través del 
concepto jurídico que se emita”, donde se tiene que la “CONSULTA” es la 
“Solicitud de concepto jurídico que se efectúa a través de derechos de petición, 
consultas, proyectos de ley, actos administrativos (decreto, resolución, convenio, 
contrato, etc.) y consultas a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 
Estado, según sea el caso” (MVCT, 2015). 
 
Para entender cada uno de los elementos que componen una “CONSULTA” bajo 
el entendido antes citado, se hará alusión al Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)5, en lo que respecta a 
derechos de petición y consultas que son ejercidos en función a la consagración 
constitucional contemplada por el artículo 23 superior, como aquellas peticiones 
mediante las cuales se puede solicitar el reconocimiento de un derecho o que se 
resuelva una situación jurídica, que se le preste un servicio, pedir información, 
consultar, examinar y requerir copias de documentos, e interponer recursos, que 
deben ser resueltas por parte de la autoridad administrativa (L. 1437/2011, art. 
13), para el caso el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (OAJ) del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio (MVCT). A manera de síntesis se tiene los siguientes 
tipos de petición: 
 
 
5 Cabe señalar que la Ley 1755 de 2015, es la actual Ley Estatutaria del Derecho de Petición, la cual sustituyó la parte 
respectiva al Derecho de Petición dentro del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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Tabla 1. Tipo de peticiones según el CPACA 
No. Petición Pretensión 
Término para 
resolver 
1 
Derecho de Petición en 
interés particular 
Pretende el reconocimiento de un derecho o que se resuelva una 
situación jurídica, que se preste un servicio. 
15 días 
2 
Petición de 
Información 
Examinar y requerir copias de documentos. 
10 días 
3 Consulta 
Peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades 
en relación con las materias a su cargo. 
30 días 
4 
Peticiones entre 
autoridades 
Petición de información entre autoridades. 
10 días 
5 
Recursos (Reposición, 
Apelación o Queja) 
Solicitud ante quien expidió el acto administrativo para que lo aclare, 
modifique, adicione o revoque. 
2 meses 
6 
Solicitud de 
Revocatoria Directa 
Solicitud ante la autoridad que expidió el acto administrativo o ante su 
inmediato superior jerárquico o funcional, para que se revoque fundado 
en una de las causales contempladas en el artículo 93 del CPACA.  
2 meses 
Fuente: Elaboración propia con base en la Ley 1437 de 2011 – Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (CPACA) 
 
Los proyectos de ley son las propuestas de ley que están en trámite ante el 
legislativo, que siendo de competencia del sector administrativo que dirige el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio debe hacerse algún pronunciamiento 
por parte de este, a lo cual el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica debe compilar o 
elaborar el respectivo concepto sobre el proyecto de iniciativa legislativa. 
 
Siendo también, competencia de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del 
Ministerio conceptuar sobre la constitucionalidad y legalidad de los actos 
administrativos (decreto, resolución, convenio, contrato, etc.) que expida el 
Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio solo o en conjunto con otras entidades 
que hacen parte del gobierno nacional (Ministerios o Departamentos 
Administrativos). 
 
Ante esta descripción, el objeto de análisis de esta investigación recaerá sobre las 
consultas que llegan a la OAJ, bajo la modalidad de derecho de petición y consulta 
(descritas en la tabla anterior) que versen sobre propiedad horizontal. 
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 Es así, que revisadas las consultas que se elevaron durante los años 2013 y 2014 
a la Oficina Asesora Jurídica (OAJ) del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
(MVCT), para lo cual se analizó el “CJ-F-03 - Cuadro control de consultas internas 
y externas” a través del cual la oficina lleva el registro de las consultas que 
ingresan a la citada entidad, se obtuvo el siguiente resultado: 
 
Gráfica 1. Consultas OAJ – MVCT 2013 y 2014 
 
Fuente: Elaboración propia con base en el “CJ-F-03 – Cuadro control de consultas internas y externas” del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio 
 
De manera que se logró identificar que del amplio número de consultas elevadas a 
la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio (1585), en materia de propiedad 
horizontal se presentaron 300 consultas en el bienio objeto de revisión, las cuales 
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una vez analizadas reflejaron que el número de inquietudes por parte de los 
peticionarios en asuntos relacionados con el régimen de propiedad horizontal 
asciende a 239 para el año 2013 y 341 para 2014, ya que cada consulta en 
ocasiones presentaba varias inquietudes sobre la materia. 
 
Una vez determinado este gran total, se identificaron como temáticas relevantes 
cerca de 686 asuntos para 2013 y 727 para 2014, es oportuno indicar que de la 
6 Las 68 temáticas identificadas para el año 2013 fueron las siguientes: Actas de asamblea - Entrega por proceso policivo, 
Actas de asamblea – Firma, Administrador – Elección, Administrador – Funciones, Administrador – Provisional, 
Administrador - Representante legal, Administrador – Responsabilidad, Administrador – Suplente, Asamblea general – 
Extraordinaria, Bienes comunes Definición, Bienes comunes – Entrega, Bienes comunes - Explotación económica, Bienes 
comunes – Mantenimiento, Bienes comunes – Modificación, Bienes comunes – Restitución, Bienes privados - Propiedad, 
uso y destinación, Coeficiente de copropiedad – Determinación, Coeficiente de copropiedad – Modificación, Coeficiente de 
copropiedad - Obligatoriedad y efectos, Competencia del MVCT en la propiedad horizontal, Consejo de administración – 
Conformación, Consejo de administración – Funciones, Consejo de administración – Quorum, Consejo de administración – 
Renuncia, Consejo de administración – Responsabilidad, Consejo de administración – Suplente, Constitución propiedad 
horizontal, Decisiones de mayoría calificada (70%), Definición y persona jurídica de la propiedad horizontal, Derecho de 
inspección, Derecho de petición, Existencia y representación legal, Expensas comunes - Acuerdos de pago, Expensas 
comunes – Cobro, Expensas comunes – Determinación, Expensas comunes - Intereses de mora en el pago, Expensas 
comunes – Obligatoriedad, Expensas comunes - Pago por el constructor y/o propietario inicial, Expensas comunes - 
Servicios comunes, pago recolección de residuos, Extinción de la propiedad horizontal (Extinción, División y Liquidación), 
Fondo de imprevistos, Impugnación de decisiones, Integración por etapas, Ley 1607 de 2012 - Explotación bienes comunes 
e IVA en parqueaderos, Mascotas, No aplica - Consulta repetida o atendida con otra consulta, No aplica - Garantía legal o 
vigilancia y control actividad de enajenación y construcción de vivienda, No aplica - Remisión concepto, No aplica - 
Remisión por competencia, No aplica - Requerimiento Procuraduría, No aplica - Solicitud de aclaración de la petición, 
Normativa propiedad horizontal, Órganos de dirección y administración, Parqueadero - Propiedad, uso y destinación, 
Reglamentación Ley 675 de 2001 - Vigilancia y control de la propiedad horizontal, Reglamentación Ley 675 de 2001 - 
Expensas comunes, Reglamento de propiedad horizontal, Reglamentos internos, Revisor Fiscal – Actuación, Revisor Fiscal 
– Elección, Revisor fiscal – Funciones, Revisor Fiscal – Responsabilidad, Sanciones por obligaciones no pecuniarias, 
Solución de conflictos, Superintendencia de propiedad horizontal, Unidades Inmobiliarias Cerradas – UIC, Vigilancia y 
control de la propiedad horizontal, Vigilancia y seguridad privada. 
 
7 Las 72 temáticas identificadas para el año 2014 fueron las siguientes: Administrador – Responsabilidad, Accesibilidad 
discapacitados, Actas de asamblea - Contenido, verificación, publicación, Actas de asamblea - Entrega por proceso policivo, 
Actas de asamblea – Firma, Administrador – Elección, Administrador – Funciones, Administrador – Idoneidad, Administrador 
– Provisional, Asamblea general – Conformación, Asamblea general - Decisiones, votación, Asamblea general – Funciones, 
Asamblea general - Ordinaria o extraordinaria, Asociación de copropietarios, Bienes comunes Definición, Bienes comunes – 
Entrega, Bienes comunes - Explotación económica, Bienes comunes – Mantenimiento, Bienes comunes – Modificación, 
Bienes comunes - Uso exclusivo, Bienes privados - Propiedad, uso y destinación, Coeficiente de copropiedad – 
Determinación, Coeficiente de copropiedad – Modificación, Coeficiente de copropiedad - Obligatoriedad y efectos, 
Competencia del MVCT en la propiedad horizontal, Consejo de administración – Conformación, Consejo de administración 
– Funciones, Consejo de administración - Nombramiento, remoción, renuncia, Consejo de administración – 
Responsabilidad, Constitución propiedad horizontal, Decisiones de mayoría calificada (70%), Definición y persona jurídica 
de la propiedad horizontal, Derecho de inspección, Derecho de petición, Existencia y representación legal, Expensas 
comunes - Acuerdos de pago, Expensas comunes – Cobro, Expensas comunes – Determinación, Expensas comunes - 
Intereses de mora en el pago, Expensas comunes – Obligatoriedad, Expensas comunes - Pago por el constructor y/o 
propietario inicial, Expensas comunes - Servicios comunes, pago recolección de residuos, Extinción de la propiedad 
horizontal (Extinción, División y Liquidación), Impugnación de decisiones, Integración por etapas, No aplica - Consulta 
repetida o atendida con otra consulta, No aplica - Garantía legal o vigilancia y control actividad de enajenación y 
construcción de vivienda, No aplica - Remisión concepto, No aplica - Remisión por competencia, No aplica - Requerimiento 
Procuraduría, No aplica - Solicitud de aclaración de la petición, Normativa propiedad horizontal, Obras y licencias - Bienes 
comunes y privados, Órganos de dirección y administración, Parqueadero - Propiedad, uso y destinación, Pólizas de 
seguros, Propietarios - Obligaciones, deberes, derechos, Reglamentación Ley 675 de 2001 - Vigilancia y control de la 
propiedad horizontal, Reglamento de propiedad horizontal, Reglamentos internos, Responsabilidad de la propiedad 
horizontal (Contractual, extracontractual, etc.), Revisor Fiscal – Elección, Revisor fiscal – Funciones, Revisor Fiscal – 
Responsabilidad, Sanciones por obligaciones no pecuniarias, Solución de conflictos, Superintendencia de propiedad 
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unificación de las temáticas revisadas en la vigencia 2013 y 2014 se observa que 
se atendieron 85 asuntos, sobre los cuales la OAJ brindó información a los 
peticionarios, como se indica en las siguientes gráficas: 
 
Gráfica 2. Consultas Propiedad Horizontal OAJ – MVCT 2013 
 
Fuente: Elaboración propia con base en el “CJ-F-03 – Cuadro control de consultas internas y externas” del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio 
 
De acuerdo al análisis efectuado, se puede establecer que la inquietud sobre la 
responsabilidad de los administradores de propiedad horizontal durante el año 
2013 se presentó en 19 ocasiones, lo cual representa un 8% del total de las 
peticiones presentadas (239). 
 
 
 
 
horizontal, Terceros - Tenedores, usufructuarios, particulares, Unidades Inmobiliarias Cerradas – UIC, Vigilancia y control 
de la propiedad horizontal, Vigilancia y seguridad privada, Vivienda turística en propiedad horizontal. 
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Gráfica 3. Consultas Propiedad Horizontal OAJ – MVCT 2014 
 
Fuente: Elaboración propia con base en el “CJ-F-03 – Cuadro control de consultas internas y externas” del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio 
 
De acuerdo al análisis efectuado, se puede establecer que la inquietud sobre la 
responsabilidad de los administradores de propiedad horizontal durante el año 
2014 se presentó en 32 ocasiones, lo cual representa un 9% del total de las 
peticiones presentadas (341). 
 
En ese orden de ideas, del análisis efectuado a la recurrencia de las peticiones 
presentadas en materia de propiedad horizontal a la Oficina Asesora Jurídica del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, se puede establecer que de las 580 
inquietudes presentadas en materia de propiedad horizontal durante los años 2013 
y 2014, 51 de ellas corresponde a la responsabilidad que recae sobre el 
administrador de la propiedad horizontal, cifra que nos muestra que, promediados 
los dos años con un 8,5%, el referido conflicto es el de mayor ocurrencia al interior 
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de los edificios y conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal en 
Colombia. 
 
Respecto a este tema, la arista principal se funda en el tipo de responsabilidad 
que recae sobre el representante legal de la propiedad horizontal (administrador) y 
la forma de proceder para conminar su actuar, es decir, que medios de control 
existen legalmente para obligarlo a responder por aquellas actuaciones que 
causan perjuicio o se constituyen en delito. 
 
De manera que conforme a lo observado de las consultas elevadas al Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, como ente encargado de la regulación en materia 
de propiedad horizontal y por ende la interpretación de dicho régimen, es de la 
esencia adentrarnos en lo que legal, institucional y doctrinariamente se está 
consagrando respecto a la responsabilidad del administrador de los edificios y 
conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal en Colombia. 
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 CAPÍTULO 2 
 
CRITERIOS SOBRE LA RESPONSABILIDAD DE LOS ADMINISTRADORES DE 
PROPIEDAD HORIZONTAL EN COLOMBIA 
 
El objetivo primordial que se pretende abarcar en este acápite se centra en 
realizar una revisión de las diferentes posturas que sobre la responsabilidad de los 
administradores de propiedad horizontal colombiana actualmente se contemplan, 
para lo cual es obligatorio que el punto de partida sea el marco legal, para 
posteriormente centrarnos en lo que han dicho los doctrinantes, tanto el sector 
institucional revisando lo esbozado por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio como ente rector del sector vivienda, así como el punto de vista que han 
sostenido los jurisconsultos que manejan esta forma especial de dominio. 
 
1. Criterio legal 
 
Para dar inicio a la estructura conceptual que se abordará en el presente capítulo, 
se hace necesario echar un vistazo somero de la consagración normativa de la 
responsabilidad del administrador de las copropiedades, ya que éste es el faro de 
la empresa que se está adelantando, revisando lo que contemplaba el anterior 
régimen de propiedad de pisos y departamentos de un mismo edificio (Ley 182 del 
29 de diciembre de 1948 y Ley 16 del 08 de enero 1985) y lo que se ha 
contemplado por el legislador en el actual régimen de propiedad horizontal (Ley 
675 del 03 de agosto de 2001). 
 
Sin entrar a profundizar sobre lo que expresaba el anterior régimen de propiedad 
horizontal, ya que no es nuestro objeto de análisis, cabe indicar que aunque no se 
positiviso la responsabilidad del administrador legalmente, cuando se reglamentó 
el régimen de propiedad horizontal en el año de 1986 se señaló que: 
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Para todos los efectos de responsabilidad, al administrador se le aplicarán 
en el desempeño de su cargo, las normas del libro 4 del título XXVIII del 
Código Civil en cuanto no pugnen con la naturaleza misma del régimen de 
la propiedad horizontal (D. 1335/1986, art. 34). 
 
Responsabilidad que se manejaba de acuerdo al Código Civil, ya que para ese 
entonces el administrador venia obrando como un auténtico mandatario de esa 
entidad (Reyes, 1950, p. 170); como bien lo afirma Morales al hablar del 
administrador precisando que “su gestión se asimila al mandato, contrato en que 
una persona confía la gestión de uno o más negocios a otra que se hace cargo de 
ellos por cuenta y riesgo de la primera” (1997, p. 44). 
 
De manera tal, que sobre la responsabilidad del mandatario se disponía que: 
El mandatario responde hasta de la culpa leve en el cumplimiento de su 
encargo. 
Esta responsabilidad recae más estrictamente sobre el mandatario 
remunerado. 
Por el contrario, si el mandatario ha manifestado repugnancia al encargo, y 
se ha visto en cierto modo forzado a aceptarlo, cediendo a las instancias del 
mandante, será menos estricta la responsabilidad que sobre él recaiga. 
(CC, art. 2155) 
 
Lo que muestra que el tema de la responsabilidad del administrador de la 
copropiedad ha alcanzado su referencia expresa dentro del régimen legal 
colombiano desde hace muy poco tiempo, es decir, desde hace apenas 29 años, 
con la inclusión del artículo 34 del Decreto 1365 de 1986, donde la 
responsabilidad de los administradores se asimiló a la que recae sobre los 
mandatarios, debido a que el Libro 4 del Título XXVIII del Código Civil hace 
alusión a la figura jurídica del mandato; sin desconocer que antes del citado 
decreto el tema fuera manejado de similar forma o bajo la teoría general de la 
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responsabilidad de las culpas y los delitos traída por el Código Civil, ya que la 
normatividad sobre responsabilidad contractual y extracontractual es la plasmada 
en el citado código. 
 
Habiendo descrito el momento legal de consagración de la responsabilidad del 
administrador en el desempeño de su cargo, nuestro actual régimen que data del 
año 2001 sobre la responsabilidad del administrador consagra que: 
Los administradores responderán por los perjuicios que por dolo, culpa leve 
o grave, ocasionen a la persona jurídica, a los propietarios o a terceros. Se 
presumirá la culpa leve del administrador en los casos de incumplimiento o 
extralimitación de sus funciones, violación de la ley o del reglamento de 
propiedad horizontal (L. 675/2001, Art.50). 
 
A primera vista el citado inciso bien puede dividirse en tres partes, las cuales se 
desglosan así: 
 
a) La graduación del tipo de culpa por la cual ha de responder el administrador 
ante los perjuicios causados (dolo, culpa grave y leve), 
b) Quienes son los sujetos pasivos de las conductas desplegadas por el 
administrador que en primera instancia sería la persona jurídica constitutiva de 
la copropiedad, en segundo lugar los propietarios en su calidad de 
ostentadores de los bienes privados que la conforman, y por último los terceros 
que bien podrían ser los tenedores de los bienes privados o demás afectados 
con el proceder del administrador que no tengan relación directa con la 
propiedad horizontal,  
c) La presunción legal ante la culpa leve del administrador, que constituye un 
principio de inversión de la prueba a favor de los afectados con el actuar del 
administrador. 
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Teniendo claro los tres aspectos traídos por la citada norma, se puede afirmar que 
el régimen de la propiedad horizontal contempla el tipo de culpa que puede 
endilgársele al administrador y quiénes son los sujetos pasivos de su actuar, sin 
embargo, no es lo suficientemente ilustrativos en relación con el tipo de 
responsabilidad y las acciones a iniciar por el indebido, irregular o delictuoso 
actuar de los administradores de propiedades horizontales.  
 
La situación descrita, permite identificar el vacío legal existente en el régimen de 
propiedad horizontal, lo cual justifica los diversos interrogantes que surgen por 
parte de las personas afectadas con el mal proceder del administrador donde 
solicitan a la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio se les indique como enfrentar ese actuar de los administradores, si 
existe una entidad de vigilancia y control de los administradores de propiedad 
horizontal y tal es su desesperación con el desempeño del cargo de los 
administradores que solicitan les instruyan como pueden acceder a la 
superintendencia de propiedad horizontal, institución que dentro del marco jurídico 
colombiano no ha existido, ni sea ha creado. 
 
Teniendo de presente la regulación sobre responsabilidad de los administradores 
de propiedad horizontal existente, es indiscutible afirmar que el régimen actual (L. 
675/2001) contempla de forma clara para una persona del común los tipos de 
responsabilidad (civil, penal, o administrativa) que podría recaer al administrador, 
ni mucho menos los medios jurídicos pertinentes para que los afectados actúen 
frente al deficiente desempeño de los administradores de las copropiedades 
existentes en el territorio colombiano. 
 
2. Criterio del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
 
De acuerdo con la revisión efectuada de las consultas que llegan a la Oficina 
Asesora Jurídica sobre propiedad horizontal, es preciso señalar que las 
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respuestas que brinda la entidad regente de la propiedad horizontal en Colombia, 
es decir, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio a través de su Oficina 
Asesora Jurídica, a los peticionarios que le consultan sobre la responsabilidad que 
recae sobre los administradores, ha tenido las siguientes etapas, a saber: 
 
En la primera de ellas se centran en trascribir el aparte traído sobre la 
responsabilidad por el inciso 2° del artículo 50 de la Ley 675 de 2001, rematando 
su enunciado con una sencilla afirmación de que dichas situaciones deben ser 
dirimidas ante la autoridad judicial competente. 
 
En la segunda se identificó que adicionalmente a lo traído por el inciso 2° del 
artículo 50 de la Ley 675 de 2001, manifiestan que deben ejercerse las acciones 
legales correspondientes por parte de quien se sienta afectado ante la jurisdicción 
ordinaria (civil o penal). 
 
Teniendo una última etapa, donde se adicionaba a lo anteriormente enunciado que 
el Código Civil Colombiano al tratar el tema de la responsabilidad común por los 
delitos y las culpas, hace referencia a la responsabilidad extracontractual, la cual 
establece que “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, 
es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley 
imponga por la culpa o el delito cometido” (CC, art. 2341). 
 
De lo cual se puede evidenciar que el Ministerio ha tenido una posición progresiva, 
ya que inicialmente orientaba sus concepto a hacer referencia a lo que trae la Ley 
675 de 2001 sobre la responsabilidad de los administradores y remitir a los 
peticionarios a la autoridad competente, sin indicar cuál era dicha autoridad; 
posteriormente, informándoles que podían acudir a la jurisdicción ordinaria (civil o 
penal), sin indicar las acciones procedentes; y por último, haciendo una 
complementación desde la parte civil sobre la responsabilidad común por los 
delitos y las culpas. 
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 Sin lugar a duda, esto lleva a concluir que aunque el criterio institucional da 
algunas luces sobre los tipos de responsabilidad, no es muy generoso en 
establecerlos, ni mucho menos en distinguir cuales son los mecanismos de acción 
ante la jurisdicción ordinaria o en sede administrativa, que por cierto sobre esta 
última no menciona nada al respecto. Circunstancia que no permite que los 
peticionarios tengan los elementos suficientes para establecer cómo proceder 
frente a las conductas lesivas del administrador, es decir, que se mantiene ese 
estado en el que no logran aclarar eficazmente como deben proceder ante la 
vulneración de sus derechos, tanto en el ámbito patrimonial como moral, según 
sea el caso. 
 
3. Criterio de los doctrinantes 
 
La última instancia que inexorablemente se debe tener en cuenta para determinar 
cuál es el estado de orientación a la comunidad en general sobre la situación 
existente respecto a los tipos de responsabilidad y las acciones a iniciar por el 
indebido, irregular o delictuoso actuar de los administradores de una propiedad 
horizontal es desde el punto de vista de los tratadistas, para lo cual se procederá a 
hacer una trascripción de la temática tratada por algunos juristas. Es importante 
aclarar que la citación de los autores se realiza de forma aleatoria, y no tiene 
ningún nivel de prelación frente a las apreciaciones que fueron tomadas en cuenta 
para realizar este decantamiento doctrinal, ya que los aportes brindados no 
reflejan en gran medida los aspectos que se pretenden abordar en los capítulos 
posteriores. 
 
Para iniciar se tomará lo referido por Pabón, quien manifiesta sobre el 
administrador lo siguiente: 
(…) es responsable ante los propietarios por negligencia, omisión o 
desacierto en sus funciones. El alcance de esta responsabilidad, o sea, el 
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grado hasta el cual se extienda, es igual al que cabe a los gerentes o 
administradores de la sociedad, y debe determinarse en el reglamento, sin 
menoscabo de que el decreto reglamentario expresamente remita al libro 4° 
del Título XVII8 del Código Civil (2003, p. 322). 
 
Al respecto cabe expresar que el tratadista está haciendo relación a un decreto 
que fue derogado tácitamente por el artículo 87 de la Ley 675 de 2001. Sin 
embargo, cuando hace relación al Código Civil (Libro Cuarto, Título XXVIII), nos 
está haciendo remisión a la teoría general sobre el mandato, la cual no es 
aplicable en razón a que el actual régimen de propiedad horizontal contempla en 
gran parte la relación jurídica existente entre el administrador y la copropiedad, así 
como sus funciones. Por último, en cuanto a lo plasmado sobre la igualdad entre 
la responsabilidad de los administradores de una copropiedad y la de los gerentes 
o administradores de sociedades, es una analogía que legalmente no sería 
pertinente toda vez que en el régimen de propiedad horizontal expresamente el 
legislador dejó contemplados de forma general los aspectos inherentes a este tipo 
de responsabilidad, como se deduce del artículo 50 de la Ley 675 de 2001. 
 
Es así, que de lo expresado por Pabón, no se logra observar claridad alguna sobre 
los tipos de responsabilidad y sus mecanismos de control ante la jurisdicción o en 
sede administrativa, para atacar desde el régimen legal actual el actuar indebido 
de los administradores de las copropiedades. 
 
Para Velásquez la responsabilidad del administrador es tratada así: 
La ley presume la culpa leve del administrador en los casos de 
incumplimiento o extralimitación de sus funciones, violación de la ley o del 
reglamento de propiedad horizontal (Inciso 2°. del artículo 50 de la Ley 675 
8 De acuerdo a la anterior normatividad sobre propiedad horizontal (art. 34 del Decreto 1365 de 1986) se 
hace referencia al Título XXVIII del Código Civil, y no al Título XVII como lo afirma en su texto el tratadista 
Pabón. 
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de 2001). Esta presunción tiene carácter legal y por tanto admite prueba en 
contrario demostrando que actuó con diligencia y cuidado. El artículo 63 del 
Código Civil preceptúa que culpa leve o descuido leve o ligero, “es la falta 
de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en 
sus negocios propios.” La nueva Ley exige a los administradores actuar con 
la diligencia propia de un buen hombre de negocios, es decir, con aquella 
que pondría un comerciante normal en sus propios asuntos, lo que implica 
un esfuerzo mayo y una más alta exigencia en la dirección de los asuntos 
de la persona jurídica. 
Esta diligencia y cuidado exigida por la ley al administrador implica asumir 
posiciones claras frente al manejo de los asuntos encomendados, de tal 
forma que en su recorrido debe dejar constancia de sus actuaciones y las 
razones que la soportan, especialmente cuando trata de imponerle criterios 
arbitrarios a los Consejos de Administración y con los cuales no se está de 
acuerdo. La presunción de culpa en el administrador se traduce en que el 
afectado no tiene la carga de la prueba en el proceso y sólo a aquel le 
corresponde contradecir y desvirtuar la presunción legal, lo que no exime 
claro está al demandante de probar la violación de la ley o el reglamento. 
Si en el reglamento se establecen cláusulas que limiten o eximan la 
responsabilidad del administrador, dichas cláusulas se entienden 
inexistentes, porque la fijación de la responsabilidad es un concepto de 
orden público o de derecho necesario. 
Si el administrador actúa con dolo, culpa grave o leve, responde por los 
perjuicios que cause a la persona jurídica, a los propietarios, a los terceros. 
Para deducir esa responsabilidad habrá que recurrir a los cauces del 
proceso ordinario (2012, p. 566-567). 
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Cabe indicar que en la parte final del texto, a pie de página, se hace la trascripción 
de una circular9 de la Superintendencia de Sociedades que habla de la 
responsabilidad de los administradores de sociedades mercantiles, que según al 
decir del autor puede servir como pauta para entender mejor el campo de la 
responsabilidad de los administradores, que en lo pertinente puede aplicarse a la 
propiedad horizontal. 
 
Si bien, este autor hace algunas referencias superfluas a la culpa, la presunción 
legal cuando hay culpa leve del administrador, la inexistencia de limitantes o 
eximentes de la responsabilidad en el reglamento de la copropiedad y los sujetos 
pasivos, no abarca los tipos de responsabilidad dejando una breve enunciación a 
que cualquier acción para determinar la responsabilidad del administrador se debe 
acudir al proceso ordinario, lo cual nos lleva a afirmar que está viendo la 
responsabilidad del administrador desde una mirada civilista dejando de lado lo 
relativo al ámbito penal o administrativo, sin establecer claramente los 
mecanismos para iniciar las acciones correspondientes ante la autoridad 
jurisdiccional, ni mucho menos el título de responsabilidad bajo el cual pueden ser 
enjuiciados los administradores. En lo que respecta al seguimiento de la circular 
de la superintendencia de sociedades, no es viable asimilar la responsabilidad de 
los administradores de la propiedad horizontal a la de los de sociedades 
mercantiles ya que el régimen de propiedad horizontal contempla este tipo de 
responsabilidad, lo cual ante la existencia de norma especial en la materia no es 
dado hacer ninguna analogía o asimilación, y antes de ir al derecho mercantil 
habría que revisar lo que se contempla sobre la responsabilidad en el marco del 
Código Civil. 
 
En resumen sobre lo expuesto por Velásquez, se puede decir que hace un intento 
por direccionar a los afectados a los causes del proceso ordinario, sin que 
9 Hace referencia a la Circular Externa 100-006 del 25/03/2008 de la Superintendencia de Sociedades, Publicada en el 
Diario Oficial 46941 del 26/03/2008. 
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expresamente se hable de los tipos de responsabilidad y sus mecanismos de 
control ante la jurisdicción o en sede administrativa, a efectos de establecer la 
responsabilidad del administrador. 
 
El tratadista Martínez (2008, p. 199-205) al abordar el tema de la responsabilidad 
del administrador lo hace desde un marco religioso hablando de responsabilidad 
moral y ética, sin determinar la forma aplicable al administrador, para luego entrar 
en la responsabilidad civil abordándola desde el contrato que se suscribe con el 
administrador y haciendo una enunciación de la culpa (dolo, culpa y culpa leve) y 
la presunción legal en casos de culpa leve tratados por el inciso 2° del artículo 50 
ibídem, para posteriormente abordar más ampliamente lo que atañe a la 
responsabilidad penal, haciendo una descripción de los tipos de culpabilidad (dolo, 
culpa y preterintención), las acciones para restablecer la responsabilidad (acción 
penal y acción civil) las clases de conductas punibles (contravención y delito). 
 
Sobre la responsabilidad civil, cabe resaltar lo siguiente: 
En comienzo digamos como expone el Dr. OSPINA en su libro de 
RÉGIMEN DE LAS OBLIGACIONES, que esta nace de los contratos, del 
acuerdo de voluntades, pero que también puede nacer de otro tipo de 
situaciones que no son actos sino hechos, cuasicontratos o cuasidelitos. 
(…) Tanto el Decreto 1365 de 1986 en su artículo 34 como la hoy Ley de 
Propiedad Horizontal 675 de 2001, en su artículo 50 predica la 
responsabilidad del administrador hasta por la culpa leve, lo que incluye la 
culpa grave y el dolo que ocasionen a la persona jurídica, a los propietarios 
y a terceros. 
Viene en el mismo artículo citado una presunción de tipo legal al predicar 
que se presume la culpa leve del administrador en los casos incumplimiento 
o extralimitación de sus funciones, violación de la ley o del reglamento de 
propiedad horizontal. 
55 
 
Con sentimiento tenemos que decir que lo contradictorio a lo previsto se ha 
venido constituyendo en la práctica en una constante en muchos conjuntos, 
por los excesos de los administradores, consejos y aún hasta asambleas, 
que llegan sus decisiones a desconocer derechos fundamentales (Martínez, 
2008, p. 202). 
 
En cuanto a la responsabilidad penal cabe señalar hace una referencia a las 
acciones para establecer la responsabilidad, así: 
La comisión de una conducta punible engendra una doble acción a saber: 
Acción Penal, que persigue el castigo al infractor de la ley, que se le aplique 
una sanción. 
Acción civil, encaminada a resarcir los perjuicios ocasionados con la 
conducta punible a la víctima o a sus dolientes, a sus herederos 
perjudicados, en el caso de la Propiedad Horizontal, a la comunidad 
perjudicada. 
El Código de Procedimiento Penal regula la forma como debe seguirse en 
el mismo proceso penal que investiga y sanciona la conducta punible. 
No obstante la indemnización civil o acción civil, se puede ejercer por aparte 
en la jurisdicción civil, ante los jueces civiles, y a través del procedimiento 
civil. 
Cuando las infracciones son cometidas por menores de edad los aplica el 
Código del Menor y el resarcimiento de los perjuicios ha de iniciarse contra 
sus progenitores y/o representante legal, por vía civil exclusivamente. 
Caso similar opera en las contravenciones especiales (Martínez, 2008, p. 
205). 
 
En cuanto a los elementos filosóficos o metafísicos de la moral y la ética son 
aspectos que se apartan de lo jurídico pero que afectan a la propiedad horizontal, 
lo cual no quiere decir que no deban ser tenidos en cuenta dentro de la 
organización y administración de ésta, ya que como lo afirma el autor son una 
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amalgama inseparable, son un matrimonio que llevan el progreso y orden en un 
conjunto, tanto que redundan en su valorización (Martínez, 2008, p. 201), es así, 
que se convierten en principios rectores de la función administradora.  
 
Ahora bien, este es uno de los pocos tratadistas que pone de manifiesto la 
responsabilidad civil y responsabilidad penal del administrador, haciendo 
referencia a que en la última existen la acción penal y la civil frente a la comisión 
de una conducta punible, las cuales, según sea el caso, buscan el castigo al 
infractor de la ley o el resarcimiento de los perjuicios ocasionados con una 
conducta punible a la víctima, en el caso de la propiedad horizontal a la 
comunidad perjudicada. 
 
A pesar de esta aproximación a los tipos de responsabilidad civil derivada del 
contrato y penal tanto en su ámbito de castigo punible como resarcitorio; el jurista 
no incluye lo relacionado con la responsabilidad civil extracontractual, ni mucho 
menos hace relación a la responsabilidad administrativa. De igual manera, está 
ausente de su disertación los mecanismos a través de los cuales los afectados 
pueden acudir ante las autoridades judiciales o administrativas. 
 
A su vez, se encuentra el jurista Beltrán quien hace un análisis de la 
responsabilidad del administrador a partir de una consulta sobre los daños 
causados por unos torrenciales aguaceros en la ciudad de Bogotá, haciendo una 
breve referencia al artículo 63 del Código Civil sobre la culpa, la conducta punible 
en materia penal, los hechos generadores de la culpa que dan lugar a la 
indemnización de perjuicios (descuido, falta de diligencia, cuidado, omisiones, 
imprudencia, negligencia, impericia) y de las causales de exclusión de la culpa 
(caso fortuito, fuerza mayor, culpa de la víctima, hechos de terceros, imprevistos); 
así mismo hace una remisión al artículo 2341 y siguientes del Código Civil para 
abordar la temática de la responsabilidad de las culpas y delitos (2009, p. 280-
283). 
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 Para el efecto de nuestro análisis es relevante hacer referencia a lo que 
específicamente habla sobre la responsabilidad, a saber: 
Por otra parte dentro del régimen especial y legal de la propiedad horizontal 
el legislador estableció la responsabilidad por los daños y perjuicios que se 
causen a la persona jurídica, a los propietarios y a terceros, en cabeza del 
administrador, lógico que dentro del ejercicio de su gestión por las culpas, 
leve, grave y dolo, pero más aún estableció que se presume la culpa leve 
por incumplimiento de funciones, extralimitación y violación de la Ley o el 
reglamento. 
Esta disposición eleva a carácter legal la presunción al establecerla por Ley, 
nuestro código civil artículo 63 establece las culpas leve, levísima, grave y 
dolo y a la vez define cada una (Beltrán, 2009, p. 280-281). 
 
Conforme a lo descrito frente a las temáticas que se han venido analizando, el 
doctrinante Beltrán dentro de su concepto hace referencia a la responsabilidad 
civil extracontractual al hacer la remisión al artículo 2341 del Código Civil que 
dispone la obligación de indemnización de quien ha cometido un delito o culpa 
infiriendo un daño o perjuicio a otro (Beltrán, 2009, p. 282). 
 
Adicionalmente, se tiene que en la parte final del libro, cuando elabora el 
flujograma de las responsabilidades de los diferentes órganos de la persona 
jurídica en propiedad horizontal, por los actos, acciones y omisiones, hace relación 
al ejercicio de la profesión desde la parte ética, así: 
Todo profesional debe ser ético en su ejercicio profesional o de los (sic) 
contrario debe responder por sus actos el Abogado, el Ingeniero, el 
Arquitecto, el Contador, el Administrador de Empresas, el administrador de 
la propiedad horizontal, revisor fiscal, el contador (sic), los integrantes de 
los consejos de administración y los comités que se conformen con fines 
específicos etc., de los (sic) contrario lo debe sancionar Disciplinariamente 
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las respectivas Entidades que los agremian, y las autoridades de acuerdo a 
su competencia, por ejemplo: 
Al Abogado lo sanciona el Consejo Superior De La Judicatura, le retira su 
tarjeta profesional para ejercer su profesión. 
Al Ingeniero y Arquitecto el Consejo Profesional de la Ingeniería y 
profesiones auxiliares. 
Al Contador, la Junta Central de Contadores le impone sanciones que van 
desde amonestaciones hasta la cancelación de la tarjeta profesional. 
Así consecutivamente a todos los profesionales según su respectiva 
Agremiación debe ser sancionado Disciplinariamente, pero de todas formas 
si sus actuaciones son contravencionales o delictivas, también les imponen 
las autoridades respectivas los correctivos del caso y las penas que 
permitan las leyes civiles, penales, etc. (Beltrán, 2009, p. 563). 
 
En ese contexto, el citado jurista hace un esbozo, aunque no es muy claro, de los 
tipos de responsabilidad que se puede endilgar a los administradores por los 
perjuicios que estos causen a la copropiedad, sus propietarios y a terceros, 
hablando de responsabilidad civil (contractual y extracontractual), penal y 
disciplinaria. Sin embargo, se trata de una explicación que carece de la 
descripción de los mecanismos de control jurisdiccional o en sede administrativa 
con que cuentan los afectados con el actuar del administrador. 
 
Sobre los aspectos disciplinarios que trata Beltrán, desde ya ha de dejarse 
sentado un distanciamiento conceptual al respecto, al que no se hará referencia 
en este momento ya que es el punto central del acápite de responsabilidad 
administrativa desde el punto de vista de la responsabilidad administrativa, dentro 
del ámbito disciplinario, que será tratado más adelante. 
 
Sobre la responsabilidad del administrador Montejo afirma lo siguiente: 
59 
 
En la actualidad, la Ley 675 de 2001 hace responsable al administrador por 
los perjuicios que por dolo, culpa leve o grave, ocasione a la persona 
jurídica, a los propietarios o a terceros, y contienen como novedad una 
presunción tomada del derecho societario (Ley 222 de 1995, art. 24), 
consistente en que se presumirá la culpa leve del administrador en los 
casos de incumplimiento o extralimitación de sus funciones, violación de la 
ley o del reglamento de propiedad horizontal. 
Consagra el artículo la presunción de culpa consistente en que en los casos 
de violación de la ley o del reglamento de copropiedad, se invierte la carga 
de la prueba en el sentido de que el perjudicado no necesita demostrar que 
el administrador actuó con culpa, porque es a éste último el quien le 
corresponde desvirtuar la presunción legal que lo afecta. Lo anterior no 
obsta para que el demandante deba comprobar la violación de la ley o del 
reglamento. 
Cuando la administración corresponda a una persona jurídica, su 
responsabilidad patrimonial estará limitada conforme al tipo societario bajo 
el cual se haya constituida dicha persona jurídica, no así en el ámbito penal, 
ya que las consecuencias de una determinada gestión se puedan derivar, 
por fuerza han de recaer en la persona natural que efectivamente 
desempeñe la mencionada representación, es decir, quien ha sido 
encomendado por la persona jurídica para ejercer la gestión administradora 
del edificio o conjunto (2002, p. 103). 
 
Al respecto se puede decir que Montejo empieza haciendo una trascripción del 
parágrafo 2 del artículo 50 de la Ley 675 de 2001, precisando que la presunción 
legal traída por la referida norma fue tomada del derecho societario (artículo 24 de 
la Ley 222 de 1995). Posteriormente, manifiesta que cuando administración 
corresponde a una persona jurídica, la responsabilidad patrimonial estará limitada 
al tipo societario bajo el cual se constituyó, pero no así en el ámbito penal que la 
responsabilidad recae sobre la persona natural que desempeñe la representación, 
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es decir, por la persona encomendada por la persona jurídica para para 
desempeñar la gestión de administrador. 
 
De este autor es destacable que habla sobre la responsabilidad en el ámbito civil 
cuando se causa un perjuicio patrimonial sin hacer distinción si es una 
responsabilidad contractual o extracontractual; así mismo, que trata la 
responsabilidad en el campo penal, específicamente en cuanto al responsable 
cuando se está frente a una persona jurídica que ejerce la administración de las 
copropiedades. Esto nos lleva a concluir que efectivamente ha de recaer algún 
grado de responsabilidad en matera civil o penal a los administradores de las 
propiedades horizontales. 
 
Sin embargo, en lo manifestado por el jurisconsulto Montejo es evidente que en su 
disertación no hace referencia a los medios para acudir a las autoridades 
competentes para determinar el grado de responsabilidad, su sanción o el 
resarcimiento de los perjuicios ocasionados por el administrador. 
 
La tratadista Escobar (2012, p. 220) empieza haciendo una reflexión respecto a 
que el tema de la responsabilidad de los administradores como se contempla en la 
Ley 675 de 2001, fue tomado del artículo 200 del Código de Comercio, modificado 
por la Ley 222 de 1995, que trata la responsabilidad de los administradores de 
sociedades comerciales, manifestando que no aporta nada y que de todas 
maneras la culpa de los administradores debe probarse y que escasamente se 
recurre a los tribunales por abusos de los administradores. Dentro de las 
conclusiones esbozadas por la autora se encuentra la de que la propiedad 
horizontal requiere de un ente que las vigile y controle. 
 
El único y mayor aporte de la tratadista es que se debe crear un ente de vigilancia 
y control de los edificios y conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal, 
conclusión de la cual se discrepa ya que desde la óptica que se viene abordando 
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este trabajo se infiere que si existen medios para controlar y sancionar el proceder 
abusivo de los administradores, bien sea desde el ámbito jurisdiccional o 
administrativo, endilgándoles responsabilidad civil, penal o administrativa según 
sea el caso, lo que no permite adherirnos a lo concluido por la jurista teniendo de 
presente que sí existen medios para combatir el incorrecto desempeño del 
administrador en su cargo, los cuales pueden ser empleados sin necesidad de 
tener un ente de vigilancia y control, ya que se puede acudir a las autoridades 
judiciales o administrativas para dirimir las controversias y/o conflictos presentados 
al interior de las copropiedades.  
 
En la disertación efectuada por esta doctrinante se observa una total ausencia de 
pronunciamiento sobre los tipos de responsabilidad que recae a los 
administradores (civil, penal o administrativa) y los mecanismos de acceso a las 
autoridades competentes para determinar el grado de responsabilidad y su 
sanción. 
 
Uno de los autores que trata con mayor versatilidad el tema de la responsabilidad 
del administrador es Berdejo, que al respecto expresa: 
Lo anterior hace que la responsabilidad del administrador cuando actúa 
indebidamente, puede causarle daño a la misma persona jurídica de la cual 
él es el representante, a los propietarios de las unidades privadas o a 
terceras personas. 
Al precisar el art. 50 precitado que los perjuicios causados por el 
Administrador pueden ser la consecuencia de haber actuado con dolo, 
culpa grave o culpa leve, hace prever que su responsabilidad sea de 
carácter contractual o extracontractual. 
No obstante, para comprometer con énfasis al Administrador en su tarea, 
habida cuenta además que es un funcionario de confianza y de manejo por 
tener bajo su custodia y disposición los bienes patrimoniales de esa 
persona jurídica, cuando causa perjuicios por incumplir o extralimitarse en 
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el ejercicio de sus funciones, violando así la ley o el reglamento, se 
presume su culpa leve en tales actuaciones. 
Esta presunción legal de culpabilidad expresamente consagrada en la 
norma comentada, permite al Administrador probar lo contrario, bastándole 
al querellante que ha sido perjudicado demostrar el perjuicio sufrido y la 
relación de causalidad entre este y su autor. 
Si los perjuicios causados son el directo resultado de un hecho punible, la 
actuación dolosa o culposa del Administrador desembocará a demás en 
una investigación y en posible sanción de tipo penal en su contra, con las 
consecuencias indemnizatorias correspondientes. 
Si el Administrador de la Propiedad Horizontal es una persona jurídica como 
lo permite el Parágrafo 2° del artículo 50 de la Ley 675 de 2001, que ha 
actuado mediante un delegado, la responsabilidad civil se radica solamente 
en ella. Y si además los perjuicios se derivan de una actuación delictuosa 
de ese delegado, este responderá como persona natural por su delito, pero 
su mandante, o sea, la persona jurídica que lo contrató debe responder 
civilmente por los perjuicios causados. 
La responsabilidad del administrador también puede ser comprometida 
cuando adelante procesos de ejecución con fundamento en certificaciones 
que él mismo está autorizado para expedir, según el artículo 48 de la Ley 
675 de 2001, que señalen sumas de dinero no adeudadas en realidad por 
los demandados, pudiendo derivarse de tales certificados contrarios a la 
verdad, delitos de falsedad ideológica, y un posible abuso del derecho. 
También podrá incurrir el Administrador en retención indebida de personas 
o de bienes, al impedir la desocupación o el abandono de las unidades 
privadas por quienes las han tenido físicamente en su poder, bajo el 
pretexto que sus propietarios o sus usuarios tienen deudas pendientes por 
concepto de expensas comunes, ya de carácter ordinario o extraordinario, u 
obligaciones de otro tipo. 
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Al proceder el Administrador en tal sentido y causar perjuicios a terceros, 
también quedará comprometida la responsabilidad civil de la persona 
jurídica de la Propiedad Horizontal de la cual es su representante legal, y 
además, un órgano administrativa de la misma conforme a lo que señala el 
art. 36 de la Ley 675 de 2001 (Bermejo, 2008, p. 170-171) 
 
A pesar de no ser tan expreso en el planteamiento de una responsabilidad civil o 
penal, la disertación es muy elocuente para el lector ya que superfluamente lo 
lleva a comprender que existen dichos tipos de responsabilidad endilgables al 
administrador, bien sea como persona natural o jurídica. Además, es lo bastante 
explícito al graficar la responsabilidad con una casuística sencilla tanto en el 
ámbito penal como civil, comprendiendo que es un esfuerzo mayúsculo por lograr 
hacer entendible la temática. 
 
Sin embargo, se queda corto en su alocución ya que no explica los mecanismos 
que se deben utilizar para acceder ante las autoridades competentes (civil, penal, 
administrativa) para sancionar y/o lograr una indemnización por parte de los 
afectados con el actuar del administrador. Igualmente, no se evidencia que haga 
referencia alguna a la responsabilidad administrativa a la cual se puede ver 
enfrentado el administrador. 
 
En resumen de lo anteriormente enunciado, es pertinente afirmar que a pesar de 
que existe consagración legal, inciso 2 del artículo 50 de la Ley 675 de 2001, 
sobre la responsabilidad de los administradores de copropiedades por los 
perjuicios causados con dolo, culpa grave o leve, no se logra identificar con 
facilidad de lo dispuesto por la normatividad vigente, el ente rector de la materia, ni 
de los tratadistas, el tipo de responsabilidad que puede recaer sobre los 
administradores, hablando de responsabilidad civil tanto en el ámbito contractual 
como extracontractual, penal o administrativa, y las acciones que se pueden 
adelantar contra estos ante las autoridades jurisdiccionales o administrativas. 
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 Circunstancia que en mayor medida tiene origen en el vacío normativo que existe 
en el régimen de propiedad horizontal, al establecer únicamente el grado de culpa 
por la cual responden los administradores (por dolo, culpa grave y leve) y quienes 
pueden ser los perjudicados, sin hacer mayor alusión al tipo de responsabilidad en 
la cual se pueden ver incursos, ni las acciones que bien podrían adelantar los 
posibles afectados, por el actuar indebido, irregular o delictuoso del administrador. 
 
Lo que nos lleva a inferir que la comunidad afectada al interior de las 
copropiedades solicitan un mayor apoyo Estatal ante la problemática social que 
circunda la temática objeto de análisis, toda vez que sienten que no se les está 
garantizando su derecho a vivir en un entorno pacífico, restringiéndoseles una 
sana convivencia, con lo que ven truncado su derecho a la propiedad, al venir 
siendo asaltados en su buena fe por los administradores y no encontrar fácilmente 
el camino idóneo, dentro del ámbito jurídico, para actuar en contra de los 
perjuicios, abusos, contravenciones, actos de corrupción y demás cometidos por 
los administradores. 
 
A lo que hay que decir que el origen de este problema radicar en la falta de 
información jurídica adecuada o el difícil acceso a esta, toda vez que no hay unos 
parámetros claros para atender contundentemente las inquietudes presentadas 
por la comunidad en general a cerca de quién es la autoridad competente para 
dirimir los conflictos presentados por las actuaciones desbordadas de los 
administradores de las copropiedades, y en sí el trámite que debe seguir para la 
imposición de una sanción o el resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 
 
Es por ello, que ante el vacío normativo, institucional y doctrinario sobre las 
posibles soluciones que existen a la mayor problemática presentada al interior de 
los edificios o conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal, donde 
existen personas afectadas con el desempeño del cargo de los administradores de 
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las copropiedades, donde ellas hacen parte, bien como residentes, propietarios o 
la persona jurídica constitutiva de la copropiedad, se tratará de demostrar y 
desarrollar en los siguientes capítulos la existencia del marco jurídico de los tipos 
de responsabilidad que ha de recaer sobre los administradores de las propiedades 
horizontales en Colombia y los mecanismos judiciales y administrativos que se 
pueden emplear en contra de los administradores. 
 
Por último, y sin menospreciar el trabajo que realizan los académicos dedicados al 
tema de la propiedad horizontal, es menester indicar que a pesar de existir 
infinidad de juristas que han venido trabajando dicha materia, al abordar la 
problemática concreta de la responsabilidad de los administradores de propiedad 
horizontal los tratadistas revisados, en su mayoría, se dedican a hacer una 
trascripción del inciso 2° del artículo 50 de la Ley 675 de 2001 para tratar la 
problemática objeto de análisis o un parafraseo de la misma, como bien se puede 
observar en los apartes trascritos; pero a lo más que llegan es a hacer una 
revisión de la culpa desde el ámbito del artículo 63 del Código Civil y algunos 
apuntes aislados que no contribuyen a que, sus lectores o personas interesados 
en conocer sobre esta problemática, entiendan la importancia con la cual se debe 
tomar la actuación de los administradores y los riesgos que implica para ellos, 
desde la perspectiva del tipo de responsabilidad que se les puede endilgar (civil, 
penal o administrativa) y la forma de actuar ante la jurisdicción o en sede 
administrativa, según sea el caso. 
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 CAPÍTULO 3 
 
MARCO JURÍDICO DE LA REPONSABILIDAD DE LOS ADMINISTRADORES 
DE PROPIEDAD HORIZONTAL EN COLOMBIA 
 
En el ámbito jurídico colombiano se puede encontrar que una persona (natural o 
jurídica) debe responder por los daños o perjuicios causados a otro, bien sea a 
través de la indemnización de los perjuicios ocasionados o siendo sancionado por 
los hechos constitutivos del daño acaecido, lo cual es abordado desde tres ópticas 
diferentes como lo son la responsabilidad civil, penal y/o administrativa, de manera 
tal que esto hace que la labor investigativa que se ha venido desarrollando aborde 
estos tipos de responsabilidad haciendo una descripción normativa respecto a cuál 
de ellas puede ser atribuida a los administradores de propiedad horizontal. 
 
A lo cual cabe reiterar que la relevancia de este acápite no es el análisis de los 
elementos fundamentales de cada tipo de responsabilidad enunciados, sino lograr 
determinar si bajo los supuestos estructurales de estos, es posible endilgarle 
responsabilidad a las personas (naturales o jurídicas) que desempeñan la labor de 
administradores de propiedad horizontal, la cual no debe confundirse con la que 
puede recaer sobre la persona jurídica que surge del sometimiento de un edificio o 
conjunto al régimen de propiedad horizontal. 
 
1. Responsabilidad civil 
 
En cuanto a lo que respecta a la responsabilidad civil, ha de iniciarse diciendo que 
no es fácil poder determinar con claridad los aspectos que la integran debido a sus 
dualidad en lo que atañe a lo contractual y a lo extracontractual, sin embargo, 
cabe tomar como referente uno de los conceptos traídos por la doctrina como lo es 
que: 
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La responsabilidad civil engloba todos los comportamientos ilícitos que por 
generar daño a terceros hace recaer en cabeza de quien lo causó, la 
obligación de indemnizar. Podemos decir entonces que la responsabilidad 
civil es la consecuencia jurídica en virtud de la cual, quien se ha 
comportado en forma ilícita debe indemnizar los daños, producidos a 
terceros. Como se ha dicho, ese comportamiento ilícito consiste en el 
incumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato, el 
incumplimiento de las obligaciones legales o cuasicontractuales, el delito el 
cuasidelito, o la violación al deber general de prudencia” (Tamayo, 2011, p. 
8). 
 
Definición que puede ser complementada con la traída por el tratadista Parra 
quien afirma que: “la Responsabilidad Civil es la obligación originada en el 
incumplimiento del contrato o en la ejecución de un hecho, ya sea con dolo o con 
culpa, generador de daño y cuyo resarcimiento es tutelado por la ley” (2010, p. 6). 
 
Es así que a partir de la citada definición, se debe aclarar lo que ha de entenderse 
por dolo o culpa en materia civil; para lo cual, se revisara la concepción traída por 
el Código Civil; donde se establece que el dolo consiste en la intención positiva de 
inferir injuria a la persona o propiedad de otro (CC, art. 63). Al igual que, concibe 
tres especies de culpa catalogándola como grave, leve y levísima (CC, art. 63), a 
saber: 
Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar 
los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o 
de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en 
materias civiles equivale al dolo.  
Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y 
cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. 
Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta 
especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. El 
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que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es 
responsable de esta especie de culpa.  
Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un 
hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. 
Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado.  
 
Teniendo de presente lo que es el dolo y la culpa, en sus diferentes especies, el 
siguiente paso es revisar cuál es la fuente de las obligaciones; es así que éstas 
nacen, “ya del concurso real de las voluntades de dos o más personas, como en 
los contratos o convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona que se 
obliga, como en la aceptación de una herencia o legado y en todos los 
cuasicontratos; ya a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a 
otra persona, como en los delitos; ya por disposición de la ley, como entre los 
padres y los hijos de familia” (CC, art. 1494). 
 
Lo anterior nos permite inferir que pueden surgir dos tipos de responsabilidad la 
que emerge del incumplimiento o cumplimiento deficiente de las obligaciones 
contractuales, la llamada responsabilidad civil contractual que se trata a partir del 
artículo 1602, Título XII, Libro 4 del Código Civil, y aquella que emerge de los 
delitos o las culpas, la denominada responsabilidad civil extracontractual traída por 
el artículo 2341 y siguientes del Código Civil, Libro 4, Título XXXIV. 
 
Sin perjuicio de lo enunciado, cabe retomar lo advertido por Parra cuando trata el 
tema de la unificación de la responsabilidad civil, donde manifiesta que: 
La Responsabilidad Civil es una; cuando la determinamos como contractual 
contiene elementos tales como el daño, el nexo causal y el hecho 
generador, genéricamente, culpa o dolo. En igual sentido si nos referimos a 
la responsabilidad extracontractual, aquella en la cual no existe ningún 
vínculo anterior, entiéndase bien ninguno, también tenemos que identificar 
los mismos elementos, es decir, la ocurrencia de un daño que alteró un 
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estado de normalidad, una relación de causalidad entre ese daño y el hecho 
generador, así como el hecho generador propiamente dicho (2010, p. 25). 
 
Elementos de los cuales no se puede prescindir cuando se está hablando de 
responsabilidad civil, para lo cual se tendrá en cuenta lo que manifiesta Tamayo 
sobre cada uno de ellos, a saber: 
El Daño: 
Por daño civilmente indemnizable entendemos el menoscabo de las 
facultades jurídicas que tiene una persona para disfrutar un bien patrimonial 
o extrapatrimonial. Ese daño es indemnizable cuando en forma ilícita es 
causado por alguien diferente de la víctima. 
Los daños pueden ser patrimoniales o extrapatrimoniales. Los primeros son 
el atentado al patrimonio económico de la víctima, mientras que los 
segundos está referidos a la lesión de bienes protegidos por el orden 
jurídico, pero que no tiene valor pecuniario alguno (Tamayo, 2011, p. 247) 
 
El nexo causal: 
Puede suceder que una persona se haya comportado en forma ilícita y en 
forma paralela o simultánea un tercero haya sufrido un perjuicio. En tales 
circunstancias, no existirá responsabilidad civil de quien se comportó en 
forma ilícita mientras dicha persona no haya sido la causante del perjuicio 
sufrido por la víctima (Tamayo, 2011, p. 248). 
 
El concepto de causalidad jurídica no siempre concuerda con el de 
causalidad física. Eso explica las dificultades que la causalidad plantea en 
materia jurídica. 
En efecto, causalidad jurídica significa que el hecho le es imputable 
jurídicamente al demandado. Ahora bien, en no pocas oportunidades la 
causalidad física constituye al mismo tiempo causalidad jurídica. Es lo que 
ocurre, por ejemplo, cuando una persona causa una lesión a otra en forma 
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dolosa. En tales circunstancias, existe tanto causalidad jurídica como 
causalidad física. 
Puede suceder que aunque haya causalidad física no haya, sin embargo, 
causalidad jurídica. En efecto, el derecho de la responsabilidad civil tiene 
establecido que cuando el agente causa el daño físicamente, pero su 
conducta está determinada por una causa extraña, estaremos frente a la 
ruptura del nexo causal y, por tanto, se considera que jurídicamente el daño 
no ha sido causado por el agente. Así, por ejemplo, si una persona lesiona 
a otra porque un tercero en forma imprevisible e irresistible lo ha lanzado 
contra la víctima, es claro que la causa física última de la lesión es el 
cuerpo de quien fue empujado. Sin embargo, para efectos jurídicos se 
acepta que el único causante del daño fue quien lanzó a esta persona 
contra la víctima. 
Finalmente, puede haber causalidad jurídica o moral aunque no haya 
causalidad física. En efecto, hay casos en que el agente omite realizar una 
conducta a la que estaba obligado legal o contractualmente y precisamente 
por haber omitido ese comportamiento, no interrumpe la cadena causal de 
fenómenos que finalmente desemboca en la producción de un daño. O 
mejor dicho: se produce el daño justamente por la ausencia total de 
participación causal física por parte del agente. Ocurre generalmente este 
tipo de causalidad jurídica cuando el deudor contractual se abstiene 
totalmente de cumplir lo pactado. En este caso, el agente no participa 
físicamente en la producción del daño, pero su omisión ilícita hace que una 
cadena de fenómenos termine con la realización del perjuicio del acreedor 
contractual. Ocurre lo mismo en materia de responsabilidad extracontractual 
cuando una persona se abstiene de realizar ciertos comportamientos a que 
estaba obligado en virtud de disposición legal. Tal sería el caso de la madre 
que omite alimentar a su hijo recién nacido, razón por la cual este fallece. 
En todos estos casos el reproche que el legislador le hace al agente es 
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justamente no haber evitado el daño con un comportamiento al que estaba 
obligado, rompiendo así el nexo causal” (Tamayo, 2011, p. 248-249). 
 
El hecho, genéricamente, culpa o dolo: 
En la responsabilidad civil es esencial que haya un comportamiento mediato 
o inmediato del responsable. Ello es válido tanto en la responsabilidad 
contractual como en la extracontractual. El hecho ilícito siempre está 
precedido, desde el punto de vista psicológico o filosófico, de un acto 
humano que está dirigido a otra finalidad distinta de la de producir efectos 
jurídicos. Dicho de otra manera, el acto lícito supone un acto jurídico, es 
decir, un acto encaminado a producir efectos jurídicos. En cambio, la 
responsabilidad civil supone un acto humano que no pretende crear efectos 
jurídicos, pero que de hecho los crea porque se produce un daño en forma 
ilícita. Así, por ejemplo, quien mata intencionalmente a otro está realizando 
un acto humano, pero como ese acto humano no tiene la finalidad de 
producir efectos jurídicos, aunque de hecho los produzca, decimos que la 
realización de ese daño intencional constituye un hecho ilícito. 
Bien vistas las cosas, sin que haya una conducta activa u omisiva de por 
medio, la responsabilidad civil es impensable. Incluso, toda responsabilidad 
normativa, bien sea jurídica, moral o religiosa, supone siempre un 
comportamiento activo u omisivo del obligado. 
En la responsabilidad contractual, por ejemplo, la conducta del responsable 
será activa en tratándose de cumplimiento imperfecto o defectuoso, como 
ocurre en caso de que el trasportador dañe a las personas o cosas 
trasportadas o cuando el vendedor, a sabiendas, entregue la cosa vendida 
con un vicio oculto. En cambio, en el incumplimiento absoluto, la conducta 
del responsable se reprocha por su omisión en el cumplimiento de lo 
pactado. En tales condiciones, la única conducta permitida al deudor es la 
de cumplir la obligación establecida y, por no haberla realizado, su 
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comportamiento se torna ilícito y ese comportamiento ilícito lo hace 
responsable. 
De igual modo, en la responsabilidad extracontractual, todas las 
instituciones están fundamentadas en una conducta del agente. El tema no 
ofrece mayor discusión o dificultad tratándose de la responsabilidad 
personal o directa, pues en tales circunstancias es claro que se juzga la 
conducta inmediata, activa u omisiva del agente. Pero aun en la 
responsabilidad civil por hecho de las cosas, por el ejercicio de actividades 
peligrosas o por el hecho ajeno, siempre estará la conducta del responsable 
como elemento fundamental de su responsabilidad. Así, por ejemplo, en la 
responsabilidad por un tercero (C.C., art. 2347), la ley presume que el 
comportamiento descuidado o imprudente del civilmente responsable fue la 
causa determinante para que el directamente responsable se hubiera 
comportado en forma impropia. Lo mismo puede decirse de la 
responsabilidad por actividades peligrosas, pues también en ésta se hace 
responsable a quien tiene el poder de dirección y control de la actividad 
peligrosa, poco importa que en el momento de ocurrir el daño, el agente no 
tenga contacto físico con la actividad causante del daño. La ley presume 
que la actividad peligrosa o la cosa causaron el daño porque el guardián 
con su acción u omisión (lejana o cercana en el espacio y en el tiempo) 
puso la cosa o la actividad en capacidad causal de producir daño. Si un 
vehículo que se encuentra estacionado sin conductor a bordo, 
repentinamente comienza a rodar causando un daño, la ley presume que el 
automotor rodó porque su guardián lo estacionó allí y posteriormente omitió 
controlar los riesgos que así generaba. No es pues el hecho de la cosa lo 
que genera la responsabilidad civil sino el comportamiento del guardián 
frete a ella. 
Lo mismo cabe predicarse de la responsabilidad por la ruina de los edificios 
o por los daños causados por los animales fieros. En efecto, responde el 
propietario de un inmueble al que no se le da un mantenimiento adecuado 
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(C.C., art. 2350). También responde quien se sirve de un animal que causa 
un daño a terceros (C.C., arts. 2353 y 2354). 
En conclusión, siempre será necesaria una conducta en la producción del 
daño por parte del demandado para que éste pueda ser responsable 
(Tamayo, 2011, p. 188-190). 
 
Es así, que para configurarse la responsabilidad civil, se hace necesario que por 
parte del agente exista una conducta mediata o inmediata, ejecutada por acción u 
omisión, que cause un daño, con culpa o dolo, de manera que se pueda 
establecer que ha existido nexo de causalidad entre el daño y la conducta o hecho 
ilícito; para así lograr el resarcimiento de los perjuicios ocasionados por el daño 
sufrido por parte de la víctima. 
 
Teniendo claridad sobre los elementos esenciales de la responsabilidad civil, es 
momento de entrar a estudiar cada uno de los ámbitos que componen la 
responsabilidad civil, para poder tener un mejor panorama respecto a lo que debe 
entenderse y lo que caracteriza la responsabilidad contractual de la 
extracontractual. 
 
1.1. Responsabilidad civil contractual 
 
Dentro de las definiciones de los tratadistas para la responsabilidad contractual 
cabe rescatar la que trae Parra, por su simplicidad y fácil comprensión, donde 
establece que “se entiende la responsabilidad contractual como aquella que nace 
del incumplimiento de un contrato. Se concibe como una obligación no originada 
en el contrato sino como una nueva obligación a partir del incumplimiento de lo 
que las partes han estipulado de manera libre” (2010, p. 24). 
 
Lo cual lleva a estudiar la responsabilidad contractual en el marco del Código Civil, 
el cual dispone que “el deudor no es responsable sino de la culpa grave en los 
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contratos que por su naturaleza solo son útiles al acreedor; es responsable de la 
leve en los contratos que se hacen para beneficio recíproco de las partes; y de la 
levísima en los contratos en que el deudor es el único que reporta beneficio” (CC, 
art. 1604). 
 
De manera tal, que si se causa un daño o perjuicio que se derive de un vínculo 
contractual, bajo el supuesto que se está frente a una obligación de hacer, ha de 
entenderse que el deudor debe indemnizar los perjuicios resultantes de la 
infracción del contrato (CC, art. 1610-3), para este fin se debe la indemnización de 
perjuicios desde que el deudor se ha constituido en mora, o, si la obligación es de 
no hacer, desde el momento de la contravención.(CC, art. 1615), de manera que 
el deudor está en mora cuando no ha cumplido la obligación dentro del término 
estipulado (CC, art. 1608-1).  
 
Al respecto de la constitución en mora, es oportuno mencionar que la notificación 
del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo produce el efecto 
del requerimiento judicial para constituir en mora al deudor, cuando la ley lo exija 
para tal fin (CGP, art. 94). 
 
Tratándose de contratos bilaterales, como lo es el celebrado con los 
administradores de las copropiedades, ninguno de los contratantes está en mora 
dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se 
allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos (CC, art. 1609). 
 
Ahora bien, la indemnización de perjuicios comprende el daño emergente y lucro 
cesante, ya provenga de no haberse cumplido la obligación, o de haberse 
cumplido imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento (CC, art. 
1613). Entendiéndose por daño emergente el perjuicio o la pérdida que proviene 
de no haberse cumplido la obligación o de haberse cumplido imperfectamente, o 
de haberse retardado su cumplimiento; y por lucro cesante, la ganancia o 
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provecho que deja de reportarse a consecuencia de no haberse cumplido la 
obligación, o cumplido imperfectamente, o retardado su cumplimiento (CC, art. 
1614). 
 
Aspecto importante, en la causación de los perjuicios es que si no se puede 
imputar dolo al deudor, solo es responsable de los perjuicios que se previeron o 
pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si hay dolo, es responsable de 
todos los perjuicios que fueron consecuencia inmediata o directa de no haberse 
cumplido la obligación o de haberse demorado su cumplimiento (CC, art. 1616). 
 
La forma que se tiene para extinguir las acciones judiciales que se llegaren a 
iniciar para el resarcimiento de los perjuicios derivados de un contrato ha de ser la 
prescripción ordinaria de 10 años (CC, art. 2536), toda vez que en el acápite de 
las obligaciones contractuales que se ha examinado no se trae término alguno 
para la prescripción de la acción, circunstancia que no lleva a tomar la regla 
general que opera para la prescripción extintiva. 
 
Ahora bien, en lo que respecta a la vinculación del administrador de la propiedad 
horizontal para la prestación de sus servicios a la copropiedad, el marco 
regulatorio de este régimen especial de propiedad dispone que “para efectos de 
suscribir el contrato respectivo de vinculación con el administrador, actuará como 
representante legal de la persona jurídica el presidente del consejo de 
administración o, cuando este no exista, el presidente de la asamblea general” (L. 
675/2001, art. 50-p1), lo cual lleva inequívocamente a aseverar que existe una 
relación contractual de éste para con la persona jurídica constituida en propiedad 
horizontal. 
 
De conformidad con lo enunciado, es dable afirmar que como la responsabilidad 
civil contractual emerge a partir del incumplimiento total, parcial, tardío o 
defectuoso de las obligaciones derivadas de un contrato, es perfectamente viable 
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e indiscutible que a los administradores de una propiedad horizontal se les pueda 
endilgar este tipo de responsabilidad, ya que el régimen de propiedad horizontal 
establece que para la vinculación del administrador se debe suscribir un contrato. 
 
1.2. Responsabilidad extracontractual 
 
En lo que atañe a una definición doctrinaria de la responsabilidad extracontractual, 
se tomará lo que expone Parra al afirmar que “Consiste en aquella responsabilidad 
que nace sin la existencia previa de un vínculo entre el causante del daño y la 
víctima. Su existencia se define a partir del daño, el nexo de causalidad y la culpa” 
(2010, 24), lo cual se complementa cuando asevera que “La responsabilidad civil 
extracontractual es aquella que involucra la obligación de indemnizar los daños 
ocasionados sin que haya mediado un contrato. Responde al principio alterum non 
laedere, según el cual, nadie está obligado a soportar daño” (2010, p. 89). 
 
Respecto a la responsabilidad civil extracontractual, el Código Civil dispone que el 
que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o 
el delito cometido (CC, art. 2341), este tipo de responsabilidad se deriva de todo 
daño que no esté ligado a un vínculo contractual. Siendo el obligado a la 
indemnización el que hizo el daño y sus herederos (CC, art. 2343). 
 
En la responsabilidad civil extracontractual, no hay lugar a la constitución en mora, 
toda vez que “la obligación de indemnizar aparece para el causante del daño 
desde el momento mismo de la ocurrencia del hecho sin necesidad de que la 
víctima haga requerimiento o reconvención alguna” (Parra, 2010, p. 48). 
 
A diferencia de la responsabilidad civil contractual, en este tipo de responsabilidad 
se cuenta con el principio de solidaridad, ya que si un delito o culpa ha sido 
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cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente 
responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa (CC, art. 2344). 
 
Cabe resaltar que toda persona es responsable de sus propias acciones para el 
efecto de indemnizar el daño causado por su actuar delictuoso o culposo (CC, art. 
2347); así mismo, todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra 
persona, debe ser reparado por ésta (CC, art. 2356). 
 
En lo que atañe a la indemnización del daño esta puede reducirse, en el evento en 
que si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente (CC, art. 2357), lo que 
indica que si existe culpa de la víctima en la causación del daño el responsable de 
éste podrá verse beneficiado de una reducción en el monto de la indemnización o 
incluso hasta ser exculpado de responsabilidad. 
 
Respecto a la prescripción del término para iniciar las acciones judiciales 
correspondientes para el resarcimiento del perjuicio, bien cabe la regla establecida 
para la responsabilidad civil contractual, es decir, 10 años. Sin embargo, cuando 
se está frente al régimen penal, las acciones para la reparación del daño 
proveniente de delito o culpa que puedan ejercitarse contra los que sean punibles 
por el delito o la culpa, se prescriben dentro de los términos señalados en el 
Código Penal para la prescripción de la pena principal (CC, art. 2358). 
 
Sobre este tipo de responsabilidad ha de tenerse muy pendiente que las personas 
obligadas a la reparación de los daños causados por las que de ellas dependen, 
tendrán derecho para ser indemnizadas sobre los bienes de éstas, si los hubiere, y 
si el que causó el daño lo hizo sin orden de la persona a quien debía obediencia, y 
era capaz de cometer delito o culpa (CC, art. 2352), debido a que cuando se está 
frente a este tipo de responsabilidad bien puede confundirse con la 
responsabilidad extracontractual de la que es objeto la propiedad horizontal por el 
actuar de sus dependientes. 
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 En este momento es cuando se debe prestar especial atención a la 
responsabilidad extracontractual de las personas jurídicas, ya que al existir vínculo 
laboral entre el administrador y la copropiedad, se estaría frente a una 
responsabilidad extracontractual de la persona jurídica –copropiedad- y no de la 
persona en sí del administrador, ya que toda persona (natural o jurídica) es 
responsable de indemnizar el daño de quienes estén bajo su cuidado (CC, art. 
2347), es decir, que estén actuando bajo la dependencia de quien los contrató o 
en ocasión a las funciones que se le han encomendado. 
 
Lo mencionado, se reafirma por Tamayo cuando manifiesta “que todo aquel que 
utiliza los servicios de una persona en virtud de una relación legal o contractual es 
presunto culpable de los daños causados en forma ilícita por la persona que 
presta sus servicios al empleador”, además de que “es importante recordar que 
cuando el dependiente que causa el daño está al servicio de una persona jurídica 
no se aplica la responsabilidad extracontractual por el hecho ajeno, sino la 
responsabilidad por el hecho propio” (2011, p. 749) 
 
Es así, que si el administrador ha actuado por fuera de sus funciones o 
independientemente a lo que le ha sido encargado, se estaría frente a una 
responsabilidad extracontractual por el hecho propio de que trata el artículo 2341 
del Código Civil. Esta responsabilidad es la que sería la que es relevante para el 
presente análisis ya que se está estudiando si la persona que ejerce la 
administración de la copropiedad es objeto de responsabilidad, descartando la 
responsabilidad de la que pueda ser la persona jurídica que representa, sin querer 
decir que no es importante saber que contra la copropiedad también se pueden 
ejercer acciones, pero esta puede exonerarse al no haberse causado el daño con 
ocasión de la dependencia o funciones que ha asignado en su administrador. 
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Conforme a las apreciaciones normativas enunciadas, perfectamente ha de 
concluirse que tanto para la responsabilidad civil contractual como 
extracontractual, el régimen legal existente en Colombia se enmarca 
perfectamente a los incumplimientos, delitos o culpas que se deriven del actuar 
indebido de los administradores de los edificios o conjuntos sometidos al régimen 
de propiedad horizontal, lo cual se fundamenta en que el comportamiento 
inadecuado y/o ilícito de un administrador puede enmarcarse en cualquiera de los 
tipos de responsabilidad civil, siempre y cuando se encaje dicho actuar con los 
elementos constitutivos de las mismas, y esencialmente se pueda demostrar el 
daño, el nexo causal y el hecho generador, que permitan la indemnización por el 
acto u hecho dañino; esto sin perjuicio de la aclaración que se efectuó frente a la 
responsabilidad extracontractual de las personas jurídica. 
 
Igualmente, sirve de soporte que conforme al Código Civil tanto para el 
incumplimiento de los contratos, acción inicial que incumbe al administrador en el 
sentido que las copropiedades suscriben un contrato de prestación de servicios 
con éstos (vínculo contractual), como para los casos de daños derivados de los 
delitos y las culpas, acciones de los administradores de las copropiedades no 
derivados del vínculo contractual, se establece la obligación del pago de los 
perjuicios causados bien sea a su contratante que para el caso sería la persona 
jurídica constitutiva de la propiedad horizontal, que por regla general le está dado 
iniciar acciones por responsabilidad civil contractual, o a los afectados con los 
cuales no exista vínculo contractual directo con el administrador, que a voces del 
artículo 50 de la Ley 675 de 2001 habrá de ser los propietarios y terceros, que 
bien tendrían que actuar a través de la acción de responsabilidad civil 
extracontractual. 
 
2. Responsabilidad penal 
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Para estudiar la responsabilidad en materia penal debe comenzarse por decir que 
esta surge a partir de la conducta punible desplegada por el actor, requiriéndose 
que para que la conducta sea punible esta debe ser típica, antijurídica y culpable 
(CP, art. 9). Donde la tipicidad consiste en que la ley penal defina de manera 
inequívoca, expresa y clara las características básicas estructurales del tipo penal 
(CP, art. 10), lo que implica la primacía del principio de legalidad, es decir, toda 
conducta punible debe estar previamente consagrada en la ley; en lo que atañe a 
la antijuricidad para que una conducta típica sea punible se requiere que lesione o 
ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por 
la ley (CP, art. 11); adentrándonos en la culpabilidad solo se podrá imponer penas 
por conductas realizadas con culpabilidad (CP, art. 12), donde esta se clasifica en 
dolo, culpa y preterintención. 
 
La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la 
infracción penal y quiere su realización. También será dolosa la conducta cuando 
la realización de la infracción penal ha sido prevista como probable y su no 
producción se deja librada al azar (CP, art. 22). Es culposa cuando el resultado 
típico es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el agente debió 
haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo 
(CP, art. 23). Es preterintencional cuando su resultado, siendo previsible, excede 
la intención del agente. Es importante tener claro que la conducta punible puede 
ser realizada por acción o por omisión (CP, art. 24) 
 
La conducta punible se considera realizada territorialmente: 1) En el lugar donde 
se desarrolló total o parcialmente la acción, 2) en el lugar donde debió realizarse la 
acción omitida, y 3) en el lugar donde se produjo o debió producirse el resultado 
(CP, art. 14); y temporalmente en el tiempo de la ejecución de la acción o en aquél 
en que debió tener lugar la acción omitida, aun cuando sea otro el del resultado 
(CP, art. 26). Con la particularidad que en la realización de la conducta punible 
concurren los autores y partícipes (CP, art. 28). 
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 Es autor quien realice la conducta punible por sí mismo o utilizando a otro como 
instrumento. Son coautores los que, mediando un acuerdo común, actúan con 
división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte. También es autor 
quien actúa como miembro u órgano de representación autorizado o de hecho de 
una persona jurídica, de un ente colectivo sin tal atributo, o de una persona natural 
cuya representación voluntaria se detente, y realiza la conducta punible, aunque 
los elementos especiales que fundamentan la penalidad de la figura punible 
respectiva no concurran en él, pero sí en la persona o ente colectivo representado 
(CP, art. 29). Sobre la autoría en materia penal, bien puede decirse que los 
administradores de las copropiedades pueden ostentar dos de estas categorías, 
cuando la conducta punitiva se realiza por el mismo, o cuando los elementos de la 
penalidad concurren en la persona jurídica, ya que él es el representante legal. De 
otro lado, son partícipes el determinador y el cómplice, siendo el primero el que 
determina a otro a realizar la conducta antijurídica y el segundo el que contribuye 
a la realización de la conducta antijurídica o preste una ayuda posterior (CP, art. 
30). 
 
En materia penal se da la figura de la concurrencia de las conductas punibles, en 
los casos en los cuales con una sola acción u omisión o con varias acciones u 
omisiones infrinja varias disposiciones de la ley penal o varias veces la misma 
disposición (CP, art. 31). 
 
Uno de los aspectos relevantes de la responsabilidad penal es que existen 
causales de ausencia de responsabilidad, las cuales son: 
 
1. En los eventos de caso fortuito y fuerza mayor,  
2. Se actúe con el consentimiento válidamente emitido por parte del titular 
del bien jurídico, en los casos en que se puede disponer del mismo,  
3. Se obre en estricto cumplimiento de un deber legal,  
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4. Se obre en cumplimiento de orden legítima de autoridad competente 
emitida con las formalidades legales,  
5. Se obre en legítimo ejercicio de un derecho, de una actividad lícita o de 
un cargo público,  
6. Se obre por la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra 
injusta agresión actual o inminente, siempre que la defensa sea 
proporcionada a la agresión. Se presume la legítima defensa en quien 
rechaza al extraño que, indebidamente, intente penetrar o haya 
penetrado a su habitación o dependencias inmediatas,  
7. Se obre por la necesidad de proteger un derecho propio o ajeno de un 
peligro actual o inminente, inevitable de otra manera, que el agente no 
haya causado intencionalmente o por imprudencia y que no tenga el 
deber jurídico de afrontar,  
8. Se obre bajo insuperable coacción ajena,  
9. Se obre impulsado por miedo insuperable,  
10. Se obre con error invencible de que no concurre en su conducta un 
hecho constitutivo de la descripción típica o de que concurren los 
presupuestos objetivos de una causal que excluya la responsabilidad. Si 
el error fuere vencible la conducta será punible cuando la ley la hubiere 
previsto como culposa. Cuando el agente obre en un error sobre los 
elementos que posibilitarían un tipo penal más benigno, responderá por 
la realización del supuesto de hecho privilegiado,  
11. Se obre con error invencible de la licitud de su conducta. Si el error fuere 
vencible la pena se rebajará en la mitad. Para estimar cumplida la 
conciencia de la antijuridicidad basta que la persona haya tenido la 
oportunidad, en términos razonables, de actualizar el conocimiento de lo 
injusto de su conducta, y  
12. El error invencible sobre una circunstancia que diere lugar a la 
atenuación de la punibilidad dará lugar a la aplicación de la diminuente 
(CP, art. 32).  
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 De manera tal que un administrador de la copropiedad incurso en responsabilidad 
penal bien podría exculparse de su responsabilidad alegando una de las causas 
antes citadas; sin embargo, el deber del perjudicado es poner en conocimiento de 
la autoridad la infracción a la ley penal y el juez es el que determinará la 
concurrencia de la causal de ausencia de responsabilidad alegada. 
 
Respecto a la capacidad para cometer una conducta punible, ha de decirse que es 
inimputable quien en el momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica no 
tuviere la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con 
esa comprensión, por inmadurez sicológica, trastorno mental, diversidad 
sociocultural o estados similares. En esta circunstancia vale precisar que no será 
inimputable el agente que hubiere preordenado su trastorno mental (CP, art. 33). A 
lo que cabe afirmar que en el caso de administradores de propiedad horizontal, 
bien podría decirse, que es complicado que se utilice esta figura de la 
inimputabilidad, debido a que la selección del administrador se efectúa 
precisamente por esas calidades y condiciones excepcionales que tiene la 
persona para la administración de bienes, lo que no quiere decir que pueda existir 
alguien que pueda aducir la citada figura jurídica para relevar su capacidad en la 
ejecución de la conducta punible. 
 
Así mismo, es oportuno precisar que existen circunstancias de menor (CP, art. 55) 
o mayor (CP, art. 58) punibilidad, pero para el interés de este estudio se procederá 
a referir las de mayor punibilidad y que están directamente relacionadas con el 
actuar de los administradores, a saber: 
1. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a 
actividades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas 
de una colectividad,  
2. Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, 
recompensa o promesa remuneratoria, 
84 
 
3. Que la ejecución de la conducta punible esté inspirada en móviles de 
intolerancia y discriminación referidos a la raza, la etnia, la ideología, la 
religión, o las creencias, sexo u orientación sexual, o alguna enfermedad 
o minusvalía de la víctima,  
4. Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso 
pueda resultar peligro común,  
5. Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la 
condición de superioridad sobre la víctima, o aprovechando 
circunstancias de tiempo, modo, lugar que dificulten la defensa del 
ofendido o la identificación del autor o partícipe,  
6. Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible,  
7. Ejecutar la conducta punible con quebrantamiento de los deberes que 
las relaciones sociales o de parentesco impongan al sentenciado 
respecto de la víctima,  
8. Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, 
causando a ésta padecimientos innecesarios para la ejecución del delito,  
9. La posición distinguida que el sentenciado ocupe en la sociedad, por su 
cargo, posición económica, ilustración, poder, oficio o ministerio,  
10. Obrar en coparticipación criminal,  
11. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable,  
12. Cuando la conducta punible fuere cometida contra servidor público por 
razón del ejercicio de sus funciones o de su cargo, salvo que tal calidad 
haya sido prevista como elemento o circunstancia del tipo penal,  
13. Cuando se produjere un daño grave o una irreversible modificación del 
equilibrio ecológico de los ecosistemas naturales,  
14. Cuando la conducta punible se realice sobre áreas de especial 
importancia ecológica o en ecosistemas estratégicos definidos por la ley 
o los reglamentos, y 
15. Cuando para la realización de las conductas punibles se utilicen medios 
informáticos, electrónicos o telemáticos. 
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 De otro lado, el régimen punitivo contempla como causales de la extinción de la 
acción penal: 
1. La muerte del procesado,  
2. El desistimiento,  
3. La amnistía propia,  
4. La prescripción,  
5. La oblación,  
6. El pago en los casos previstos en la ley,  
7. La indemnización integral en los casos previstos en la ley, y 
8. La retractación en los casos previstos en la ley (CP, art. 82). 
 
Teniendo en cuenta la relevancia para el presente análisis de la causal de la 
prescripción de la acción, se efectuará una revisar de ésta ya que la acción penal 
es la puerta de ingreso a la administración de justicia a efectos de no dejar impune 
las conductas punibles, es así que se tiene que la acción penal prescribe en un 
tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, si fuere privativa de la libertad, 
pero en ningún caso será inferior a cinco (5) años, ni excederá de veinte (20), 
salvo en las conductas punibles que tengan señalada pena no privativa de la 
libertad, la acción penal prescribirá en cinco (5) años (CP, art. 83). 
 
En cuanto al inicio del término de prescripción esta ha de contarse de la siguiente 
manera: 
1. En las conductas punibles de ejecución instantánea el término de 
prescripción de la acción comenzará a correr desde el día de su 
consumación,  
2. En las conductas punibles de ejecución permanente o en las que solo 
alcancen el grado de tentativa, el término comenzará a correr desde la 
perpetración del último acto, y  
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3. En las conductas punibles omisivas el término comenzará a correr 
cuando haya cesado el deber de actuar. Cuando fueren varias las 
conductas punibles investigadas y juzgadas en un mismo proceso, el 
término de prescripción correrá independientemente para cada una de 
ellas (CP, art. 84). 
 
El procesado podrá renunciar a la prescripción de la acción penal. En todo caso, si 
transcurridos dos (2) años contados a partir de la prescripción no se ha proferido 
decisión definitiva, se decretará la prescripción (CP, art. 85). 
 
Otros de los fenómenos que pueden acaecer con la acción penal es la interrupción 
y suspensión del término prescriptivo, lo que se da con la resolución acusatoria o 
su equivalente debidamente ejecutoriada (CP, art. 86). 
 
A esta altura de la disertación, vale recordar que dentro de la acción penal la 
conducta punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales 
causados con ocasión de aquella (CP, art. 94), es decir, que se puede ejercer la 
acción civil, siendo titulares de ésta las personas naturales, o sus sucesores, las 
jurídicas perjudicadas directamente por la conducta punible tienen derecho a la 
acción indemnizatoria correspondiente, la cual se ejercerá en la forma señalada 
por el Código de Procedimiento Penal (CP, art. 95). Teniéndose que los daños 
causados con la infracción deben ser reparados por los penalmente responsables, 
en forma solidaria, y por los que, conforme a la ley sustancial, están obligados a 
responder (CP, art. 96). 
 
En relación con el daño derivado de la conducta punible el juez podrá señalar 
como indemnización, una suma equivalente, en moneda nacional, hasta mil (1000) 
salarios mínimos legales mensuales. Esta tasación se hará teniendo en cuenta 
factores como la naturaleza de la conducta y la magnitud del daño causado. Los 
daños materiales deben probarse en el proceso (CP, art. 97). 
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 La acción civil proveniente de la conducta punible, cuando se ejercita dentro del 
proceso penal, prescribe, en relación con los penalmente responsables, en tiempo 
igual al de la prescripción de la respectiva acción penal. En los demás casos, se 
aplicarán las normas pertinentes de la legislación civil (CP, art. 98). 
 
La acción civil derivada de la conducta punible se extingue por cualquiera de los 
modos consagrados en el Código Civil. La muerte del procesado, el indulto, la 
amnistía impropia, y, en general las causales de extinción de la punibilidad que no 
impliquen disposición del contenido económico de la obligación, no extinguen la 
acción civil (CP, art. 99). 
 
Una vez analizados los elementos constitutivos y características de la 
responsabilidad penal, a todas luces es dable inferir con claridad que los 
administradores de los edificio o conjuntos sometidos al régimen de propiedad 
horizontal, que hayan cometido una conducta punible debidamente tipificada en la 
ley penal, antijurídica y que haya sido efectuada con dolo o culpa, al tenor del 
artículo 50 de la Ley 675 de 2001, excluyendo la preterintención, bien puede ser 
hallado responsable penalmente por dicha conducta. 
 
Pero si bien es cierto que los administradores de las copropiedades pueden ser 
responsables penalmente por sus acciones o las que se deriven de la persona 
jurídica, el régimen penal contempla ciertas causales de ausencia de 
responsabilidad, menor o mayor punibilidad que la víctima (la copropiedad, los 
propietarios o terceros) debe tener en cuenta al dar inicio a la acción penal, a 
efectos de garantizar que la conducta punible cometida no quede impune. 
 
Adicionalmente, dentro del marco jurídico penal existe una gran ventaja para la 
víctima, ya que ésta puede resarcir el daño causado con la conducta punible 
dentro del mismo trámite de la acción penal, lo cual permite un resarcimiento 
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mucho más rápido, pero con el limitante de que la indemnización no puede 
superar los mil (1000) salarios mínimos legales mensuales, que bien podría ser 
una restricción cuando se trate de la indemnización de perjuicios de gran 
magnitud. 
 
Adicionalmente, es de resaltar que cuando se trata de personas jurídicas que 
administran propiedades horizontales, estas no son objeto de responsabilidad 
penal, sino que esta recae sobre la persona natural que ejerce la representación 
legal de dicha entidad administradora. 
 
3. Responsabilidad administrativa 
 
Para los efectos del presente trabajo se tomará la responsabilidad administrativa 
como aquella que surge a raíz del perjuicio o daño causado por un tercero y que 
debe ser sancionado por una autoridad administrativa. 
 
Es así, que frente al proceder del administrador de propiedad horizontal, se 
abordará el análisis de este tipo de responsabilidad desde tres puntos de vista, 
como lo es aquella parte ética que debe juzgarse en los administradores, así como 
la negligencia de sus deberes frente al fisco, y el incumplimiento de sus 
obligaciones en materia de turismo; asuntos que en esencia son dirimidos ante 
autoridades administrativas. En razón a ello, a continuación se revisarán los 
aspectos inherentes a la responsabilidad disciplinaria, tributaria y en materia de 
vivienda turística. 
 
3.1. Responsabilidad disciplinaria 
 
Como bien lo afirma Beltrán, la responsabilidad disciplinaria se deriva del ejercicio 
de la profesión desde la parte ética, a lo cual manifiesta que: 
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Todo profesional debe ser ético en su ejercicio profesional o de los (sic) 
contrario debe responder por sus actos el Abogado, el Ingeniero, el 
Arquitecto, el Contador, el Administrador de Empresas, el administrador de 
la propiedad horizontal, revisor fiscal, el contador (sic), los integrantes de 
los consejos de administración y los comités que se conformen con fines 
específicos etc., de los (sic) contrario lo debe sancionar Disciplinariamente 
las respectivas Entidades que los agremian, y las autoridades de acuerdo a 
su competencia, por ejemplo: 
Al Abogado lo sanciona el Consejo Superior De La Judicatura, le retira su 
tarjeta profesional para ejercer su profesión. 
Al Ingeniero y Arquitecto el Consejo Profesional de la Ingeniería y 
profesiones auxiliares. 
Al Contador, la Junta Central de Contadores le impone sanciones que van 
desde amonestaciones hasta la cancelación de la tarjeta profesional. 
Así consecutivamente a todos los profesionales según su respectiva 
Agremiación debe ser sancionado Disciplinariamente, pero de todas formas 
si sus actuaciones son contravencionales o delictivas, también les imponen 
las autoridades respectivas los correctivos del caso y las penas que 
permitan las leyes civiles, penales, etc. (Beltrán, 2009, p. 563). 
 
En razón a lo enunciado, es preciso tener en cuenta que a los únicos que les 
podría recaer algún tipo de responsabilidad disciplinaria por el indebido ejercicio 
de la profesión es a aquellas personas que están sujetas al control y vigilancia de 
su actuar profesional por parte del Estado, es decir, sobre aquellos profesionales 
que se ejerce un control sobre su actuar ético o moral en el ejercicio de su 
profesión. 
 
Sobre el particular, cabe señalar que la administración de copropiedades es una 
labor que aún no ha sido regulada por el legislador, en especial los requisitos de 
idoneidad para ser ejercida como una profesión. Es así, que teniendo en cuenta 
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que el oficio de administrador de propiedad horizontal, puede ser ejercido por 
cualquier persona, en ocasiones por profesionales como los contadores públicos, 
administradores de empresas e incluso abogados, o habitualmente por personas 
que de manera empírica o a través de formación no formal han obtenido 
conocimientos sobre el manejo de la propiedad horizontal. 
 
Debido a este particular hecho, es menester hacer el análisis en cada una de las 
profesiones que usualmente se dedican al oficio de la administración de edificios o 
conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal, para lo cual, el pasado 25 
de agosto de 2014 se elevó la siguiente consulta a la Junta Central de Contadores 
y al Consejo Nacional de Administradores de Empresas, a saber: 
 
En ese orden de ideas, con el propósito de generar, a la comunidad en 
general, un instrumento que les oriente sobre la forma de actuar frente al 
desbordado actuar de los administradores de propiedad horizontal, de manera 
respetuosa nos permitimos solicitarle la siguiente información: 
 
1. Nos indique si su entidad tiene la facultad de ejercer control disciplinario 
frente a los (Administradores de Empresas o Contadores Públicos, 
según el caso) que ejercen el oficio de administradores de propiedad 
horizontal. 
2. En caso de ser afirmativa la respuesta a la anterior solicitud, le 
solicitamos nos informe: 
a. ¿Cuál es el régimen disciplinario aplicable por parte de su entidad a 
los (Administradores de Empresas o Contadores Públicos, según el 
caso) que ejercen el oficio de administradores de propiedad 
horizontal? 
b. ¿Cuál es el número de quejas que se han presentado ante su 
entidad por responsabilidad disciplinaria de los (Administradores de 
Empresas o Contadores Públicos, según el caso) que ejercen el 
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oficio de administradores de propiedad horizontal durante el año 
2013 y lo corrido del presente año? 
c. ¿Cuántas de las anteriores quejas han terminado sancionando a 
(Administradores de Empresas o Contadores Públicos, según el 
caso) que ejercen el oficio de administradores de propiedad 
horizontal? 
 
Agradecemos su valiosa colaboración, toda vez que contribuirá al logro de una 
convivencia pacífica al interior de los edificios o conjuntos sometidos al 
régimen de propiedad horizontal. 
 
En ese orden de ideas, se procederá a trascribir las respuestas brindadas por 
estas entidades: 
 
Respuesta de la Junta Central de Contadores: 
Al respecto es pertinente señalar que los hechos objeto de investigación 
disciplinaria competencia de la Unidad Administrativa Especial Junta 
Central de Contadores, deben corresponder a actuaciones realizadas por 
profesionales de la Contaduría Pública, o entidades que presten servicios 
propios de la ciencia contable, en ejercicio de las funciones propias de su 
profesión. Esto quiere decir que las conductas desplegadas por Contadores 
Públicos en calidad de administradores de Conjuntos Residenciales o de 
cualquier ente económico; y en los cuales no estén cumpliendo funciones 
de contador, no pueden ser objeto de investigación disciplinaria. 
Conforme lo anterior, no existe ninguna sanción disciplinaria interpuesta a 
un profesional de la Contaduría Pública que haya desempeñado funciones 
de administrador por la vigencia 2013 y por lo corrido del presente año, en 
el entendido que la facultad de administrar no es regulada por la Ley 43 de 
1.990, por la cual se reglamenta el código de ética de los Contadores 
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Públicos, pues ella incumbe únicamente lo concerniente al ejercicio de la 
ciencia contable (JCC, 2014). 
 
Respuesta del Consejo Profesional de Administración de Empresas: 
Es pertinente aclarar que el Consejo Profesional de Administración de 
Empresas no cuenta a la fecha con la aprobación por ley del Código de 
ética de la profesión, que nos permita establecer el trámite que se 
adelantará en relación a las presuntas faltas disciplinarias en las que pueda 
incurrir una persona en el ejercicio de su profesión como Administrador de 
Empresas. 
Conforme a lo anterior se manifiesta que en la actualidad se están 
adelantando los trámites necesarios para que el proyecto de Código de 
Ética, sea presentado ante el Congreso de la República con el fin que se 
apruebe como Ley de la nación de acuerdo a lo contemplado en el artículo 
6° del Decreto Reglamentario 2718 de 1984, que en armonía con el literal d) 
del artículo 9° de la Ley 60 de 1981, consagra que el “Consejo Profesional 
de Administradores de Empresas, por intermedio del Ministerio de 
Educación Nacional, elaborará y propondrá al Congreso Nacional proyectos 
de ley sobre ética profesional”. 
Solo de esta forma y según lo establece el artículo 25 ibídem “En el Código 
de Ética Profesional de Administración de Empresas, se determinará con 
precisión el concepto, espíritu de la ética de la profesión, su alcance y 
aplicación, la clasificación de las contravenciones a la ética profesional, 
haciendo distinción entre los graves y leves, las sanciones para cada una 
de las contravenciones y las reglas de procedimiento para cada proceso 
disciplinario ante el Consejo Profesional de Empresas.”, se podrán 
adelantar las investigaciones a lugar (CPAE, 2014). 
 
Es así que, la acción disciplinaria ejercida por la Junta Central de Contadores 
recae sobre las actividades relacionadas con las ciencias contables en general, 
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bien sea que el contador público se esté desempeñando como tal, revisor fiscal, 
auditor externo o interno. Así como, sobre todas aquellas actividades conexas, 
tales como, asesoría tributaria, asesoría gerencial en aspectos contables y 
similares (L. 40/1993, art. 2). 
 
Sobre el particular, reiterando lo manifestado por el Consejo Profesional de 
Administración de Empresas, éste no cuenta a la fecha con la aprobación de la ley 
del Código de Ética de la profesión, que les permita establecer el trámite que se 
adelantaría en relación a las presuntas faltas disciplinarias en las que pueda 
incurrir una persona en el ejercicio de su profesión como Administrador de 
Empresas (CPAE, 2014). 
 
Como se puede observar de las respuestas brindadas por las entidades que 
ejercen vigilancia y control sobre los profesionales que habitualmente se dedican a 
la administración de copropiedades, estas ejercen su actividad de vigilancia y 
control en razón al ejercicio de la profesión, lo cual exime cualquier investigación 
por parte de dichos entes cuando se trate de personas que ostenten la calidad de 
contadores o administradores de empresas dedicados a la administración de 
propiedades horizontales, toda vez que dicho oficio no se ejerce dentro del marco 
del ejercicio de sus profesiones, sino como una actividad adicional a su labor 
profesional. Adicionalmente, cabe indicar que la Junta Central de Contadores, con 
su trayectoria que supera el medio siglo, sí posee un tribunal de ética profesional, 
del cual carece a la fecha el Consejo Profesional de Administración de Empresas. 
 
Con lo anterior, la forzosa conclusión a la que se puede llegar es que los 
administradores de propiedad horizontal carecen de un control y vigilancia efectiva 
sobre su actuar ético, es decir, adolecen de control disciplinario, ya que la 
administración de copropiedades no es una profesión y dentro del ordenamiento 
legal colombiano no existe una entidad que ejerza dicho control y vigilancia.  
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Sin perjuicio de lo enunciado, no hay que olvidar que a pesar de que las personas 
que se dedican a la administración de los edificios o conjuntos sometidos al 
régimen de propiedad horizontal no sean sujetos de control disciplinario, éstos si 
pueden llegar a ser responsables civil o penalmente por los perjuicios o delitos que 
cometan con su actuar. 
 
3.1. Responsabilidad tributaria 
 
En lo que respecta a la responsabilidad en materia tributaria, es fundamental 
recordar y tener en claro que a partir del momento en que un edificio o conjunto es 
sometido al régimen de propiedad horizontal y debidamente inscrito en la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos surge la persona jurídica de esta forma 
especial de dominio (L 675/2001, art. 4) y que administrador es el representante 
legal de esta forma especial de dominio (L. 675/2001, art. 50).  
 
Aunado a la anterior precisión, es necesario manifestar que efectuada una revisión 
de la Ley 675 de 2001, no se encontró una obligación expresa, para el 
administrador de la copropiedad, de cumplir con los deberes formales en materia 
tributaria de la persona jurídica de la cual son representantes legales. 
 
Es así que cuando se está hablando de las obligaciones fiscales de una 
copropiedad, ha de acudirse a las normas que rigen la materia, es decir, el 
Estatuto Tributario. Normativa que establece que quienes deben cumplir los 
deberes formales de sus representados son los gerentes, administradores y en 
general los representantes legales, por las personas jurídicas (copropiedad) y 
sociedades de hecho (ET, art. 572-c). 
 
Asu turno, dicha normativa dispone que los obligados al cumplimiento de deberes 
formales de terceros responden subsidiariamente cuando omitan cumplir tales 
deberes, por las consecuencias que se deriven de su omisión (ET, art. 573). 
95 
 
 Igualmente, consagra que para el pago de las sanciones correspondientes por 
retención existe solidaridad entre la persona natural encargada de hacer las 
retenciones, administrador, y la persona jurídica que tenga legalmente el carácter 
de retenedor, copropiedad (ET, art. 371-a).  
 
Con la normativa transcrita, es plenamente valedero afirmar que ante el fisco 
nacional los administradores de una copropiedad son responsables subsidiarios 
por su omisión en el cumplimiento de los deberes formales de la copropiedad, es 
decir, de presentar las declaraciones tributarias que le correspondan a la 
propiedad horizontal, y por otra parte son responsables solidarios frente a las 
sanciones impuestas por la omisión del deber de efectuar las retenciones que 
debe efectuar la persona jurídica constitutiva de la propiedad horizontal.  
 
3.2. Responsabilidad en materia de vivienda turística 
 
Efectuada la revisión de los diferentes tipos de responsabilidad que se enmarcan 
dentro de la responsabilidad administrativa, se halló la que recae sobre los 
administradores de las propiedades horizontales que prestan servicios de vivienda 
turística, toda vez que es obligación de los administradores de los inmuebles 
sometidos al régimen de propiedad horizontal en los cuales se preste el servicio 
de vivienda turística, reportar al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, la 
prestación de éste tipo de servicios en los inmuebles de la propiedad horizontal 
que administra, cuando estos no estén autorizados por los reglamentos para dicha 
destinación, o no se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Turismo. 
Donde la omisión de la citada obligación acarreará al administrador la imposición 
por parte del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de una sanción 
consistente en multa de hasta 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes en 
el momento del pago, con destino al Fondo de Promoción Turística (L. 1558/2012, 
art. 34). 
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 De lo enunciado, es dable concluir que la sanción administrativa que se impone 
por la omisión de reportar al Ministerio la prestación de servicios de vivienda 
turística cuando estos no estén autorizados en los reglamentos de propiedad 
horizontal, bien puede catalogarse como una responsabilidad que recae 
totalmente sobre el administrador por su omisión del deber de reportar, sin que 
ello afecte a la propiedad horizontal, lo que nos lleva a concluir que aparte de los 
tipos de responsabilidad usuales, en materia de propiedad horizontal se puede 
encontrar una responsabilidad administrativa que recae única y exclusivamente 
sobre la persona del administrador, como lo es para los casos en que se destina a 
vivienda turística las unidades privadas de una copropiedad. 
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 CAPÍTULO 4 
 
MECANISMOS JUICIALES Y ADMINISTRATIVOS EN CONTRA DE LOS 
ADMINISTRADORES DE PROPIEDAD HORIZONTAL EN COLOMBIA 
 
Como se dejó sentado en el capítulo precedente, la responsabilidad del 
administrador de propiedad horizontal tiene un amplio espectro, abarcando 
derroteros dentro del ámbito civil, penal y administrativo, lo que nos lleva a abordar 
cómo el ciudadano afectado con los perjuicios, daños o delitos que se derivan del 
actuar del administrador puede dar inicio a las acciones judiciales o 
administrativas para buscar su resarcimiento, indemnización o sanción. 
 
En ese orden de ideas, en el presente capítulo se pretende lograr discernir cuales 
son aquellos mecanismos judiciales y administrativos con que se cuenta para que 
se logre un resarcimiento o el actuar del administrador no se quede impune, 
revisando los aspectos procedimentales de acceso a la autoridad competente 
desde cada uno de los tipos de responsabilidad frente a los cuales el 
administrador puede ser enjuiciado; sin abordar ampliamente los elementos 
procesales de cada tipo de responsabilidad ya que estos son inherentes a cada 
caso concreto que se presente. Sencillamente, se pretende ilustrar cuál es la 
puerta de entrada a la administración de justicia para estos casos. 
 
1. Responsabilidad civil 
 
Efectuado un análisis sistemático de la normativa en materia procesal, no se 
evidenció proceso especial que pretenda la indemnización de perjuicios en materia 
civil, por lo que cuando se está frente a un perjuicio ocasionado por el 
administrador del cual se vislumbre responsabilidad en el ámbito civil contractual o 
extracontractual, la acción procedente está dada a través de un proceso verbal, 
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cuya regulación está contemplada por el Libro Tercero (Procesos), Sección 
Primera (Procesos Declarativos), Título I (Proceso verbal) del Código General del 
Proceso – CGP, ya que es un proceso que se utiliza para “todo asunto 
contencioso que no esté sometido a un trámite especial” (CGP, art. 368), como lo 
es la temática de la indemnización de perjuicios.  
 
Aunado a lo mencionado, se tiene que el proceso verbal se adelanta ante la 
jurisdicción ordinaria civil dependiendo los criterios de competencia y jurisdicción 
de la autoridad judicial que ha de conocer el asunto, para lo cual se hace 
necesario adelantar el trámite por un abogado titulado, ya que para declarar el 
perjuicio y su consecuente indemnización se requiere de una defensa técnica, lo 
cual implica una correcta representación judicial y de manera alguna una 
adecuada defensa de los derechos conculcados. 
 
Efectuada la anterior anotación, bien cabe señalar que para dar trámite al referido 
proceso existe un requisito de procedibilidad como lo es la conciliación 
extrajudicial en derecho la cual deberá intentarse antes de acudir a la especialidad 
jurisdiccional civil (L. 640/2001, art. 38); es importante resaltar que este tipo de 
conciliación puede adelantarse ante cualquier despacho judiciales, las Cámaras 
de Comercio, Centros de Arbitraje o Centros de Conciliación de las Universidades, 
entre otros. 
 
Adicionalmente, dentro de los procesos declarativos, como el proceso verbal al 
que se ha estado haciendo referencia, se contempla la imposición de medidas 
cautelares como: “La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro 
que sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago 
de perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o extracontractual” o 
“Si la sentencia en primera instancia es favorable al demandante, … el embargo y 
secuestro de los bienes afectados con la inscripción de la demanda, y de los que 
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se denuncien como de propiedad del demandado, en cantidad suficiente para el 
cumplimiento de aquélla” (CGP, art. 590-1-b).  
 
Sobre el particular, cabe indicar que el demandante debe prestar caución 
equivalente al 20% del valor de las pretensiones estimadas en la demanda, 
cuando se trata de la medida cautelar de inscripción de la demanda (CGP, art. 
590-2). 
 
En este caso cuando se solicita una medida cautelar se puede acudir directamente 
al juez sin agotar el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial en 
derecho (CGP, art. 590-par.1°).  
 
Así mismo, la medida cautelar se levantará si el demandante no promueve la 
ejecución dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia 
que contenga la condena (CGP, art. 590-par.2°). 
 
Indudablemente, bajo lo aquí revisado se puede establecer que cuando sobre el 
administrador de la propiedad horizontal recae responsabilidad civil contractual o 
extracontractual, los afectados pueden acudir ante la jurisdicción ordinaria civil a 
través de un proceso verbal, para lo cual se debe contar con la asistencia jurídica 
que brinda un abogado titulado; así mismo, es menester dar cumplimiento al 
requisito de procedibilidad de la conciliación, el cual no se agota cuando se 
pretende la solicitud de medidas cautelares.  
 
2. Responsabilidad penal 
 
La autoridad en cuya titularidad está la facultad de ejercer la acción penal y 
realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito, 
de oficio o que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición 
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especial, querella o cualquier otro medio, es el Estado a través de la Fiscalía 
General de la Nación (CPP, art. 66). 
 
La forma de acudir a la administración de justicia cuando se está frente a un delito 
debidamente tipificado en el Código Penal de Colombia – CP cometido por parte 
del administrador de una copropiedad tiene un fundamento más sencillo, ya que 
solamente basta con poner en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación, el 
delito cometido, lo cual se puede hacer por querella o denuncia. 
 
La denuncia o querella se hará verbalmente, o por escrito, o por cualquier medio 
técnico que permita la identificación del autor, dejando constancia del día y hora 
de su presentación y contendrá una relación detallada de los hechos que conozca 
el denunciante. Así mismo, se contempla que el denunciante o querellante deberá 
manifestar, si le consta, que los mismos hechos ya han sido puestos en 
conocimiento de otro funcionario. Siendo un deber de quien la reciba advertir al 
denunciante que la falsa denuncia implica responsabilidad penal (CPP, art. 69). 
 
Lo relevante para acudir a la autoridad penal a denunciar un presunto actuar 
delictivo de un administrador, es determinar que efectivamente se está frente a 
una conducta tipificada en el Código Penal, en la cual el administrador puede 
cometer delitos propios o impropios como lo estable Molina al manifestar que: 
Los primeros son aquellos (…), en los cuales el legislador, por diversas 
razones de política-penal, ha sostenido que solo quien detente las calidades de 
administrador, representante, encargado, jefe, etc., puede configurar la 
conducta punible prevista en la norma, al punto de que quien no tenga o no 
cumpla esas condiciones, no puede ser sujeto activo de las mismas. Por su 
parte, los segundos – a saber los aquí llamados “delitos impropios” de los 
administradores-, son aquellos delitos en los que no se exige un sujeto activo 
cualificado, de manera tal que pueden ser materializados por parte de 
cualquier persona mayor de edad que habite el territorio nacional…(p. 85-86) 
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 Es así que, bajo el entendido que un administrador de propiedad horizontal 
hubiere infringido la ley penal, el afectado con dicha conducta puede denunciar 
dicho actuar o interponer la querella respectiva, con la finalidad de que la Fiscalía 
General de la Nación investigue la conducta y el juez penal imponga la respectiva 
sanción. Cuando se hace alusión al afectado, para el caso de estudio sería 
cualquiera de los copropietarios del conjunto o edificio donde el administrador 
presta sus servicios o cualquier persona que determine que la conducta del 
administrador puede causar una presunta infracción a la ley penal, y considere 
necesario ponerlo en conocimiento de la autoridad; con la finalidad de que se lleve 
a cabo la investigación respectiva y se determina el grado de culpabilidad con el 
que intervino el administrador o la exclusión de la misma. 
  
En tratándose de la querella, esta debe interponerse por el sujeto pasivo de la 
conducta, excepto cuando se trata de un menor de edad, siendo delitos 
querellables los que a continuación se relacionan: 
1. Aquellos que de conformidad con el Código Penal no tienen señalada 
pena privativa de la libertad. 
2. Inducción o ayuda al suicidio (C. P. artículo 107); lesiones personales 
sin secuelas que produjeren incapacidad para trabajar o enfermedad 
sin exceder de sesenta (60) días (C. P. artículo 112 incisos 1° y 2°); 
lesiones personales con deformidad física transitoria (C. P. artículo 
113 inciso 1°); lesiones personales con perturbación funcional 
transitoria (C. P. artículo 114 inciso 1°); parto o aborto 
preterintencional (C. P. artículo 118); lesiones personales culposas (C. 
P. artículo 120); omisión de socorro (C. P. artículo 131); violación a la 
libertad religiosa (C. P. artículo 201); injuria (C. P. artículo 220); 
calumnia (C. P. artículo 221); injuria y calumnia indirecta (C. P. artículo 
222); injuria por vías de hecho (C. P. artículo 226); injurias recíprocas 
(C. P. artículo 227); maltrato mediante restricción a la libertad física (C. 
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P. artículo 230); malversación y dilapidación de los bienes de 
familiares (C. P. artículo 236); hurto simple cuya cuantía no exceda de 
ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(C. P. artículo 239 inciso 2°); alteración, desfiguración y suplantación 
de marcas de ganado (C. P. artículo 243); estafa cuya cuantía no 
exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes (C. P. artículo 246 inciso 3°); emisión y transferencia ilegal de 
cheques (C. P. artículo 248); abuso de confianza (C. P. artículo 249); 
aprovechamiento de error ajeno o caso fortuito (C. P. artículo 252); 
alzamiento de bienes (C. P. artículo 253); disposición de bien propio 
gravado con prenda (C. P. artículo 255); defraudación de fluidos (C. P. 
artículo 256); acceso ilegal de los servicios de telecomunicaciones (C. 
P. artículo 257); malversación y dilapidación de bienes (C. P. artículo 
259); usurpación de tierras (C. P. artículo 261); usurpación de aguas 
(C. P. artículo 262); invasión de tierras o edificios (C. P. artículo 263); 
perturbación de la posesión sobre inmuebles (C. P. artículo 264); daño 
en bien ajeno (C. P. artículo 265); usura y recargo de ventas a plazo 
(C. P. artículo 305); falsa autoacusación (C. P. artículo 437); 
infidelidad a los deberes profesionales (C. P. artículo 445); Violación 
de los derechos de reunión y asociación (C. P. artículo 200). (CPP, art. 
74) 
 
Corolario de lo enunciado, es dable concluir que el mecanismo de judicial con que 
cuentan los afectados por la presunta tipificación de una conducta penal por parte 
del administrador de la propiedad horizontal es la denuncia o querella, mecanismo 
que puede ser interpuesto directamente por el afectado ante la Fiscalía General de 
la Nación, pero sin embargo, para lograr una defensa técnica e idónea bien puede 
contarse con la asesoría de un jurisconsulto. 
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3. Responsabilidad administrativa 
 
Como se dejó enunciado en el capítulo anterior, la responsabilidad administrativa 
para el presente trabajo se toma como aquella que surge a raíz del perjuicio o 
daño causado por un tercero y que debe ser sancionado por una autoridad 
administrativa. Ámbito dentro del cual se analizó el proceder del administrador de 
propiedad horizontal, desde tres puntos de vista, como lo es aquella parte ética 
que debe juzgarse en los administradores, así como la negligencia de sus deberes 
frente al fisco, y el incumplimiento de sus obligaciones en materia de turismo. 
 
De los cuales se determinó que para el primer caso los administradores de 
propiedad horizontal carecen de control y vigilancia sobre su actuar ético, es decir, 
adolecen de control disciplinario, lo cual nos lleva a centrar el presente acápite en 
lo que atañe a los mecanismos administrativos con los que cuenta la ciudadanía 
en general frente al actuar indebido de los administradores cuando se trata de 
aspectos tributarios y turísticos. 
 
3.1. Responsabilidad tributaria 
 
En primera instancia, es de precisar que la representación legal de la persona 
jurídica originada en la constitución de la propiedad horizontal, corresponde al 
administrador designado por la asamblea general de propietarios salvo en 
aquellos casos en los que exista consejo de administración, situación en la cual, el 
administrador será elegido por dicho órgano (L. 675/2001, art. 50). 
 
Ahora bien, en materia tributaria existen dos figuras ante las cuales puede ser 
responsable al administrador, como lo son la solidaridad y la subsidiariedad, que al 
respecto la Corte Constitucional ha manifestado lo siguiente: 
Explicando en qué consiste concretamente la solidaridad tributaria, la Corte 
también ha señalado que si bien la relación jurídica tributaria sustancial 
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nace entre el Estado y los directamente responsables, el efecto de la 
solidaridad consiste en extender el ámbito de la responsabilidad tributaria, 
de manera que pueda ser exigida directamente a otros sujetos distintos del 
principalmente obligado. De manera similar, la subsidiariedad en materia 
tributaria implica que hay un sujeto llamado por la ley a responder de 
obligaciones o deberes tributarios ajenos, en caso de incumplimiento del 
principalmente obligado. De esta manera, puede afirmarse que, si bien 
ambas figuras extienden la responsabilidad tributaria a personas diferentes 
del directamente responsable, es distinta la exigibilidad del pago a los 
deudores solidarios y subsidiarios en materia tributaria, pues respecto de 
los primeros la exigibilidad de la obligación surge coetáneamente para ellos 
y para el deudor principal, mientras que para el deudor subsidiario la 
obligación sólo se hace exigible cuando la Administración ha intentado 
infructuosamente cobrar al deudor principal, y ya no existe forma procesal 
de obtener el pago de manera forzada. De cualquier manera, tanto la 
solidaridad como la subsidiariedad, al ser dispuestas por la ley, tienen el 
efecto de hacer radicar obligaciones en cabeza de terceros diferentes al 
principalmente obligado.  
Sobre la naturaleza de la solidaridad y la subsidiariedad tributaria, la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, en concepto núm. 40423 de 
4 de Julio de 2003, ha vertido estas ilustrativas explicaciones: 
“La responsabilidad del pago de una obligación fiscal según el artículo 792 
del estatuto tributario, es de los sujetos respecto de quienes se realiza el 
hecho generador de la obligación tributaria sustancial. Esta responsabilidad 
abarca igualmente las cargas que se deriven del incumplimiento en el pago. 
Por la cancelación de las sanciones impuestas al incumplimiento de 
obligaciones fiscales sustanciales o formales, responde el sancionado, sea 
o no el sujeto respecto de quien se realiza el hecho generador de la 
obligación tributaria sustancial. 
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Las figuras que extienden a otros sujetos las obligaciones propias de 
uno de ellos, son conocidas como solidaridad o subsidiariedad. Estas 
surgen de la voluntad de las partes, de las disposiciones legales o de 
la decisión judicial, pero siempre debe ser expresa. Al respecto, es de 
advertirse que en las obligaciones de orden fiscal solo en virtud de la 
ley, puede haber cabida a la solidaridad o a la subsidiariedad, por la 
imposibilidad del obligado principal, de disponer voluntariamente de estas 
cargas. 
Es de precisar que la responsabilidad solidaria hace referencia a la 
obligación conjunta sobre una misma prestación, aunque en materia 
fiscal esta se encuentra limitada, de modo que cada uno de los 
responsables, principal o solidario, puede ser reconvenido desde la 
exigibilidad de la obligación sustancial y con ello, nace la posibilidad de 
ejercer en su contra el cobro coactivo. 
En cambio, la responsabilidad subsidiaria como su nombre lo indica, 
aunque esté previamente determinada en la ley, solo opera de manera 
residual, al cumplimiento de una condición, que es la de que el deudor 
principal no pague. En el Diccionario de Derecho Usual de Guillermo 
Cabanellas, Quinta Edición, Ediciones Santillana, se define la 
responsabilidad subsidiaria como: “La escalonada, de modo tal que la 
insolvencia o incumplimiento de una persona o de una clase de 
responsables, determina la posibilidad de dirigirse contra otra, a fin de exigir 
la responsabilidad que no ha resultado factible satisfacer en todo o en parte 
por los principales obligados”. Significa lo anterior, que no puede iniciarse 
proceso de cobro contra el deudor subsidiario, sino cuando esté 
demostrado en la actuación, que la labor de cobro en contra del deudor 
principal ha sido fallida”. (Negrillas fuera del original) 
Las anteriores explicaciones sobre la naturaleza de las figuras de la 
solidaridad y la subsidiariedad en materia tributaria son suficientes para 
descartar que la disposición demandada, que extiende dichas figuras a las 
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obligaciones cambiarias o aduaneras, pueda ser considerada como de 
carácter simplemente procedimental, administrativo o financiero. En efecto, 
aunque dicha norma esté insertada dentro de una Ley que tiene como 
propósito unificar el procedimiento de cobro de la cartera pública para todas 
las entidades, a fin de hacerlo más eficaz, por lo cual dispuso que aplicaran 
lo establecido en el Estatuto Tributario, ello no le resta el carácter sustancial 
de que se reviste por el hecho de hacer surgir obligaciones en cabeza de 
ciertos sujetos (CConst, C-140/2007, M. Monroy). 
 
Teniendo claro lo que es la solidaridad y subsidiaridad en materia tributaria bajo 
los parámetros descritos por la Corte Constitucional, el Estatuto Tributario 
Colombiano contempla la solidaridad en las sanciones por retención y la 
responsabilidad subsidiaria de los representantes por el incumplimiento de 
deberes formales; figuras que eventualmente podrían recaer sobre los 
administradores de una copropiedad. 
 
En cuanto a la solidaridad, esta se da entre la persona natural encargada de hacer 
las retenciones y la persona jurídica que tenga legalmente el carácter de retenedor 
cuando haya lugar al pago de sanciones pecuniarias correspondientes (ET, art. 
371). Disposición normativa que aplica a aquella persona natural que ejerce el 
oficio de administrador de propiedad horizontal, cuando está es sujeto retenedor. 
De manera tal, que si se omite tal obligación, las sanciones impuestas por la 
autoridad tributaria pueden ser cobradas tanto a la copropiedad como agente 
retenedor o al administrador como persona natural encargada de efectuar la 
retención. 
 
En lo que respecta a la subsidiariedad, los obligados al cumplimiento de deberes 
formales de terceros responden subsidiariamente cuando omitan cumplir tales 
deberes, por las consecuencias que se deriven de su omisión (ET, art. 573). 
Haciendo precisión que el cumplimiento de los deberes formales ante el fisco, el 
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responsable es el administrador (ET, art. 572-c), siendo para el caso bajo análisis 
el administrador de la copropiedad. 
 
De otra parte, a manera de ejemplo, son deberes formales el de declarar, informar 
la dirección en las declaraciones, informar el cese de actividades, inscribirse en el 
registro nacional de vendedores, expedir factura e informar el NIT en la 
correspondencia, facturas y demás documentos, entre otros. 
 
Aunado a lo enunciado, vale precisar que la forma de vincular a los deudores 
solidarios o subsidiarios es un acto que emana de la autoridad fiscal (ET, art-828-
1); sin embargo, el asunto a tratar en este acápite no cobra relevancia si el 
administrador responde por su omisión de retención o de cumplir con los deberes 
formales en virtud de la referida vinculación. 
 
La responsabilidad que acá se analiza es en los casos en que el fisco nacional 
deba iniciar procesos de cobro coactivo por el incumplimiento del deber de 
retención o la omisión de los deberes formales por parte del administrador de la 
propiedad horizontal, dando como resultado que la persona jurídica de la 
copropiedad haya tenido que efectuar cualquier pago ante la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN derivado del actuar omisivo del 
administrador. 
 
Bajo el mencionado supuesto, sin lugar a dudas se estaría ante el incumplimiento 
de una serie de deberes legales por parte del administrador, cuyo cumplimiento 
debe darse en relación con la vinculación contractual que surge ante la propiedad 
horizontal para el desarrollo del oficio de administrador, en virtud de lo establecido 
por el estatuto tributario, en relación con el responsable del cumplimiento de los 
deberes formales y de retención ante el fisco. 
 
108 
 
En ese sentido, como las omisiones fiscales del administrador generan un 
perjuicio a la copropiedad, siempre y cuando la persona jurídica haya sido 
condenada y haya pagado los valores a la autoridad fiscal, éste deberá responder 
por dichos perjuicios que se dan por el incumplimiento de sus obligaciones 
contractuales y legales, de manera tal que si no fue vinculado como deudor 
solidario o subsidiario, se puede decir que la acción pertinente para resarcir los 
daños causados a la copropiedad sería iniciarle una acción indemnizatoria a 
través de un proceso verbal, cuya regulación está dada por el Libro Tercero 
(Procesos), Sección Primera (Procesos Declarativos), Título I (Proceso verbal) del 
Código General del Proceso (CGP, art. 368), tal como se dejó planteado en las 
acciones que se pueden iniciar para la responsabilidad civil . 
 
3.2. Responsabilidad en materia de vivienda turística 
 
En cuanto, al instrumento jurídico para actuar cuando el administrador de 
propiedad horizontal ha incumplido la obligación de reportar al Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo los inmuebles de propiedad horizontal dedicados a 
vivienda turística en los inmuebles que administra, cuando estos no estén 
autorizados por los reglamentos para dicha destinación, o no se encuentren 
inscritos en el Registro Nacional de Turismo (Ley 1558/2012, art. 34), debe 
presentarse la respectiva queja o reporte ante el Grupo de Protección al Turista10 
del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, quien es el encargado de: 
Iniciar y adelantar las investigaciones relacionadas con las quejas 
presentadas por incumplimiento de servicios por parte de los prestadores 
de servicios turísticos y demás infracciones contempladas en las normas 
legales vigentes sobre la materia, así como iniciar y adelantar 
investigaciones de oficio contra los prestadores de servicios turísticos no 
10 El Grupo de Protección al Turista hace parte de la Dirección Análisis Sectorial y Promoción del 
Viceministerio de Turismo. 
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inscritos en el Registro Nacional de Turismo (Resolución 2534/2006, art. 6-
1). 
 
Aunado a lo anterior, cabe recordar que la omisión de la obligación enunciada 
acarreará al administrador la imposición por parte del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo de una sanción consistente en multa de hasta 3 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes en el momento del pago, con destino al 
Fondo de Promoción Turística (Ley 1558/2012, art. 34). 
 
Respecto a la forma de presentar la reclamación sobre el particular, el Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo (2015), dispone que se debe: 
• Presentar la reclamación ante el Grupo de Protección al Turista. 
• Hacer una síntesis de lo que trata la reclamación. 
• Nombre y dirección del prestador de servicios turísticos 
• Nombre, documento de identidad y dirección del reclamante. 
• Anexar en fotocopias documentos que sean necesarios como pruebas del 
reclamo presentado. 
• Enviar el reclamo a la Calle 28 Nº 13 A-15, Primer Piso, Bogotá. 
 
Así mismo, en lo que atañe al procedimiento de la investigación administrativa el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (2015) ha establecido que: 
• La reclamación podrá ser remitida por el usuario al Coordinador del Grupo 
de Protección al Turista. 
• Una vez recibida la reclamación por el Grupo de Protección al Turista, se 
analizará si es procedente o no el inicio de la correspondiente investigación 
administrativa o si por el contrario deberá darse traslado a la entidad 
competente. 
• La investigación administrativa se iniciará con el auto de apertura que 
suscribe el Coordinador del Grupo de Protección al Turista, en el cual 
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dispone además, notificar a las partes en el término de 5 días hábiles 
contados a partir del envío de la correspondiente citación. 
• Surtido el anterior trámite, el Grupo de Protección al Turista analizará el 
expediente para determinar la necesidad de decretar y practicar pruebas. 
En caso afirmativo se deberá proyectar el auto mediante el cual se decretan 
las pruebas. 
• Una vez practicadas las pruebas, se proyectará la decisión que 
corresponda, imponiendo o no sanción contra el prestador de servicios 
investigado. 
• Notificada la decisión que pone fin a la investigación realizada en primera 
instancia, el prestador de servicios turísticos cuenta con cinco (5) días 
hábiles para interponer el recurso de reposición ante el Director de Análisis 
Sectorial y, si es del caso, el de apelación ante el Viceministro de Desarrollo 
Empresarial cuando se trate de Agencias de Viajes, o ante el Viceministro 
de Turismo en el caso de los demás prestadores de servicios turísticos. 
Estos recursos se presentan por escrito y de manera personal. 
• Cuando se trate de una decisión originada por incumplimiento de servicios 
ofrecidos a turistas, únicamente procederá el recurso de apelación. 
• Los recursos de ley concedidos a las partes en controversia serán resueltos 
en los términos estipulados en el Código Contencioso Administrativo11. 
 
En resumen de lo esbozado sobre la responsabilidad del administrador de una 
copropiedad cuando algunos de sus inmuebles está destinado a vivienda turística, 
pude decirse que aquella persona que observe que el administrador ha incumplido 
la obligación de reportar al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo los 
inmuebles de propiedad horizontal dedicados a vivienda turística en los inmuebles 
que administra, cuando estos no estén autorizados por los reglamentos para dicha 
destinación, o no se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Turismo; 
11 El Código Contencioso Administrativo fue derogado por la Ley 1437 de 2011 o Código de Procedimiento 
Administrativo o de lo Contencioso Administrativo (CPACA). 
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puede dar inicio al mecanismo administrativo sancionatorio contra éste 
presentando una reclamación ante el Grupo de Protección al Turista del Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo. 
 
De acuerdo con los requisitos exigidos por el Ministerio, la queja o documento en 
que se ponga en conocimiento al Ministerio el incumplimiento por parte del 
administrador deberá contener como mínimo: i) una síntesis de los hechos que 
sustenten el incumplimiento del administrador de reportar al Ministerio los 
inmuebles de propiedad horizontal dedicados a vivienda turística en los inmuebles 
que administra, ii) nombre y dirección del administrador y iii) nombre, documento 
de identidad y dirección de quien efectúa el reporte, adicionalmente, deberá 
allegarse los anexos que sean necesarios como pruebas del reclamo presentado. 
Lo anterior, a efectos de facilitar el proceso de investigación que deberá adelantar 
el Grupo de Protección al Turista. 
 
Es así, que claramente se vislumbra que en materia de turismo, en especial frente 
a la destinación de inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, los 
administradores tienen la obligación de reportar al Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo aquellos bienes que no estén autorizados por los reglamentos 
para dicha destinación, o no se encuentren inscritos en el Registro Nacional de 
Turismo, acarreándole dicho incumplimiento una sanción consistente en multa de 
hasta tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
El mencionado incumplimiento del administrador puede ser reportado por 
cualquier ciudadano al Grupo de Protección al Turista del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo a través de un oficio que no conlleva mayores formalismos, 
sino que debe contener datos precisos sobre el administrador y los hechos que 
sustentan el incumplimiento, con la finalidad de que la autoridad administrativa 
adelante la investigación pertinente y si es del caso imponga las sanciones a que 
haya lugar.  
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 CAPÍTULO 5 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Una vez efectuada la labor de revisión normativa, jurisprudencial y doctrinaria que 
sustentó el presente trabajo para determinar los elementos jurídicos del problema 
de mayor consulta en la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, el cual estuvo centrando en establecer el marco jurídico de los 
tipos de responsabilidad que ha de recaer sobre los administradores de las 
propiedades horizontales en Colombia y los mecanismos judiciales y 
administrativos en contra de los administradores de las propiedades horizontales 
en Colombia, se puede culminar esta labor investigativa con los siguientes 
apuntes: 
 
1. Que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, a través de la Oficina 
Asesora Jurídica, como entidad rectora del sector administrativo de vivienda, 
dentro del cual se encuentra la temática de la propiedad horizontal, y los 
tratadistas en la materia, presentan sus consideraciones respecto a la 
responsabilidad de los administradores de la copropiedad ceñidos a lo 
establecido por el artículo 50 de la Ley 675 de 2001, lo que lleva a manifestar 
que la información brindada por éstos es deficiente frente a los desmanes 
cometidos por los administradores, ya que los interesados aunque concluyen 
que tipo de responsabilidad cobija al representante legal de la copropiedad, no 
logran conocer los mecanismos de acción con los que cuentan para acudir 
ante las autoridades competentes para el resarcimiento de los perjuicios 
ocasionados o la sanción de los actos desmesurados, ilegales o incorrectos del 
administrador. 
 
2. Se identifica que los administradores de propiedad horizontal pueden ser 
sujetos de los siguientes tipos de responsabilidad: 
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 a) Civil Contractual: En atención al vínculo contractual generado entre la 
copropiedad y la persona natural o jurídica que se desempeña como 
administrador, este debe responder por cualquier perjuicio derivado del 
incumplimiento de sus obligaciones legales o contractuales. 
 
b) Civil Extracontractual: Cuando se pretende el resarcimiento de perjuicios 
derivados de los delitos y las culpas ocasionados por el administrador, los 
cuales no están relacionados con el vínculo contractual que éste ostenta 
con la copropiedad.  
 
c) Penal: Surge a partir de la conducta punible tipificada en la ley penal que 
presuntamente es cometida por el administrador de la persona jurídica. 
 
d) Administrativa Tributaria: Cuando el administrador ha incumplido sus 
deberes formales ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales y la 
obligación de retención para con el fisco. 
 
e) Administrativa en materia de Vivienda Turística: Se materializa con la 
omisión del administrador de reportar los inmuebles dedicados a vivienda 
turística en las copropiedades que están a su cargo. 
 
3. De la revisión efectuada sobre los tipos de responsabilidad, se descarta la 
responsabilidad administrativa en materia disciplinaria, en razón a que el oficio 
de administración de propiedades horizontales no está regulado legalmente, 
por lo cual no hay un ente encargado de vigilar y controlar la actitud ética de 
los administradores de copropiedades ya que como tal no es un oficio o 
profesión sujeta a control estatal. 
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Adicionalmente, aunque existen profesionales de áreas administrativas, 
contables, ingenierías, humanas, etc., las labores desarrolladas como 
administradores de copropiedades no se enmarcan dentro de las conductas 
objeto de control ético efectuado por los organismos facultados legalmente 
para sancionarlos disciplinariamente, es decir, que el estado ostenta control 
disciplinario en virtud del proceder de una persona dentro de su ejercicio 
profesional y no por el simple actuar de ésta como ciudadano que debe 
comportarse éticamente. 
 
Es por esto, que se hace necesario que el legislador determine los parámetros 
de idoneidad que deben cumplir aquellas personas que pretendan ejercer el 
oficio de administrador de propiedad horizontal, o de considerarlo pertinente 
crear la profesión de administrador de propiedad horizontal, e incluso ser un 
poco más restrictivo en los niveles educativos que deben contar dichas 
personas, donde se exija que sean personas con conocimientos en el régimen 
de propiedad horizontal, solución de conflictos, temáticas contables, y demás 
asuntos que estén estrechamente relacionadas con el ejercicio del cargo. 
 
De la mano de las anteriores necesidades legales, es indispensable legislar 
para sancionar el incorrecto proceder ético y moral de quien se desempeñe 
como administrador, sin importar el título profesional que éste ostente o incluso 
si se trata de una persona del común carente de título profesional, pues 
siempre el actuar indebido del administrador afecta la organización y el 
correcto funcionamiento de la copropiedad. 
 
Una regulación legal en el sentido anteriormente señalado, contribuiría en gran 
medida para vigilar y controlar a los administradores por aquellos asuntos que 
de manera alguna escapan al estudio de la autoridad judicial o administrativa; 
asuntos que por ser de menor impacto se continúan ejecutando y no 
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contribuyen a garantizar el derecho a una convivencia pacífica, solidaridad 
social y respeto a la dignidad humana que deben reinar en toda comunidad. 
 
4. En virtud de los tipos de responsabilidad frente a los cuales pueden ser sujetos 
los administradores de propiedades horizontales se encontró que los 
mecanismos judiciales o administrativos para lograr el resarcimiento de los 
perjuicios o las sanciones a que haya lugar son los siguientes: 
 
Frente a la responsabilidad civil, bien sea contractual o extracontractual, cabe 
la acción indemnizatoria que se tramita mediante un proceso verbal ante la 
jurisdicción ordinaria civil. 
 
Cuando se está en el ámbito penal, la manera de poner en conocimiento la 
presunta conducta punible es mediante la denuncia o querella que se 
interponga ante el ente investigador, Fiscalía General de la Nación. 
 
En lo que atañe a la responsabilidad administrativa tributaria, es a través de 
una acción indemnizatoria tramitada mediante un proceso verbal, siempre y 
cuando la Copropiedad haya sido sancionada por la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales y se hubiere cancelado el valor total de la sanción 
impuesta. 
 
En cuanto a la responsabilidad administrativa en materia de vivienda turística, 
basta con interponer una queja o reclamación ante el Grupo de Protección al 
Turista del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, con el lleno de los 
requisitos establecidos por el Ministerio para tal efecto. 
 
5. Como conclusión general del presente trabajo investigativo se puede afirmar 
que la falta de información del ciudadano del común lleva a que se desconozca 
la forma de proceder ante los abusos de los administradores de propiedad 
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horizontal. Es así, que con el propósito de difundir el presente trabajo hará 
parte integral del mismo un proyecto de Circular Externa, para ser entregada a 
la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, para 
que institucionalmente se den a conocer los resultados de la labor investigativa 
sobre la responsabilidad de los administradores de propiedad horizontal en 
Colombia. Dichos resultados pueden ser publicitados a través del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio como autoridad en la materia a través de los 
medios de comunicación que se encuentran a su alcance, para lo cual cuenta 
en la actualidad con los siguientes: 
i) “Escala Radio”, en FNA Radio Virtual, con radiodifusión los días martes de 
11:30 am a 12:00 m,  
ii) “Escala TV”, en el canal Señal Institucional, con emisión los días domingo en 
horario de 7:00 a 8:00 pm,  
iii) “Escala In”, boletín informativo que se maneja al interior del Ministerio,  
iv) Página web del Ministerio. 
 
Así mismo, se considera importante lograr la publicación de los apuntes 
logrados en una revista académica o jurídica, preferiblemente indexada, así 
como en cualquier otro medio que contribuya a dar a conocer los resultados y 
aportes planteados. 
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CIRCULAR EXTERNA 
 
Bogotá, D.C. 
 
PARA:  Comunidad en general, Propietarios y Administradores de 
Propiedad Horizontal 
 
DE:  Oficina Asesora Jurídica 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
 
ASUNTO: Responsabilidad de los administradores de edificios o conjuntos 
sometidos al régimen de propiedad horizontal. 
 
De acuerdo con lo dispuesto por el Decreto Ley 3571 de 201112, el Ministerio 
de Vivienda Ciudad y Territorio es la entidad estatal encargada de los asuntos 
inherentes al sector administrativo de la vivienda, dentro del cual se encuentra 
lo relacionado con la temática de propiedad horizontal. 
 
En desarrollo de las funciones asignadas, la Oficina Asesora Jurídica del 
Ministerio ha recibido múltiples consultas sobre las inconformidades que se 
presentan al interior de los edificios o conjuntos sometidos al régimen de 
propiedad horizontal, siendo la de mayor recurrencia la relacionada con la 
vigilancia y control del representante legal de la copropiedad (administrador), 
en especial lo inherente al tipo de responsabilidad que recae sobre éstos y la 
forma de proceder para conminar su actuar, es decir, que medios de control 
existen legalmente para obligarlo a responder por aquellas actuaciones que 
causan perjuicio o se constituyen en delito. En virtud de lo cual se consideró 
necesario expedir la presente circular con la finalidad de ilustrar a la 
ciudadanía en general sobre dicha temática. 
 
Es así que los edificios o conjuntos sometidos al régimen de propiedad 
horizontal están regulados por la Ley 675 de 200113, y en lo que atañe a la 
responsabilidad del administrador el inciso 2° del artículo 50 de la citada ley 
dispone que: 
 
“Los administradores responderán por los perjuicios que por dolo, culpa 
leve o grave, ocasionen a la persona jurídica, a los propietarios o a 
terceros. Se presumirá la culpa leve del administrador en los casos de 
incumplimiento o extralimitación de sus funciones, violación de la ley o 
del reglamento de propiedad horizontal”. 
 
Norma de la cual se logra determinar que existe responsabilidad del 
administrador por su actuar y sobre quienes puede recaer, sin embargo, no es 
12 “Por el cual se establecen los objetivos, estructura, funciones del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio y se integra el Sector Administrativo de Vivienda, Ciudad y Territorio” 
13 “Por la cual se estable el régimen de propiedad horizontal” 
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claro que tipos y mecanismos existen para el resarcimiento de los perjuicios o 
la imposición de sanciones. Por lo que se hace necesario hacer la revisión del 
marco jurídico colombiano para determinar cuáles son los tipos de 
responsabilidad en los que se pueden ver inmersos los administradores de 
propiedad horizontal, así como cuáles son los mecanismos que se cuentan para 
acudir ante la autoridad competente. 
 
1. Responsabilidad Civil 
 
En cuanto a lo que respecta a la responsabilidad civil, ha de iniciarse diciendo 
que no es fácil poder determinar con claridad los aspectos que la integran 
debido a su dualidad en lo que atañe a lo contractual y a lo extracontractual, 
sin embargo, cabe tomar como referente uno de los conceptos traídos por la 
doctrina como lo es que:  
 
“La responsabilidad civil engloba todos los comportamientos ilícitos que 
por generar daño a terceros hace recaer en cabeza de quien lo causó, la 
obligación de indemnizar. Podemos decir entonces que la 
responsabilidad civil es la consecuencia jurídica en virtud de la cual, 
quien se ha comportado en forma ilícita debe indemnizar los daños, 
producidos a terceros. Como se ha dicho, ese comportamiento ilícito 
consiste en el incumplimiento de las obligaciones derivadas de un 
contrato, el incumplimiento de las obligaciones legales o 
cuasicontractuales, el delito el cuasidelito, o la violación al deber general 
de prudencia”14. 
 
Teniendo en cuenta lo mencionado, este tipo de responsabilidad se encuentra 
dividida en aquella que emerge del incumplimiento o cumplimiento deficiente 
de las obligaciones contractuales, la llamada responsabilidad civil contractual 
que se trata a partir del artículo 1602 Código Civil, y aquella que emerge de los 
delitos o las culpas, la denominada responsabilidad civil extracontractual traída 
por el artículo 2341 y siguientes del Código Civil, las cuales se tratarán a 
continuación: 
 
1.1. Responsabilidad Civil Contractual 
 
Dentro de las definiciones de los tratadistas para la responsabilidad contractual 
cabe rescatar la que trae Parra, por su simplicidad y fácil comprensión, donde 
establece que “Se entiende la responsabilidad contractual como aquella que 
nace del incumplimiento de un contrato. Se concibe como una obligación no 
originada en el contrato sino como una nueva obligación a partir del 
incumplimiento de lo que las partes han estipulado de manera libre”15. 
14 Tamayo, J. (2011). Tratado de responsabilidad Civil. Tomo I. Bogotá, D.C.: Legis. Pág. 8. 
15 Parra, M. (2010). Responsabilidad civil. Bogotá, D.C.: Ediciones Doctrina y Ley Ltda. Pág. 24. 
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Ahora bien, en lo que respecta a la vinculación del administrador de la 
propiedad horizontal para la prestación de sus servicios a la copropiedad, el 
parágrafo 1° del artículo 50 de la Ley 675 de 2001dispone que “para efectos 
de suscribir el contrato respectivo de vinculación con el administrador, actuará 
como representante legal de la persona jurídica el presidente del consejo de 
administración o, cuando este no exista, el presidente de la asamblea general”, 
lo cual lleva inequívocamente a aseverar que existe una relación contractual de 
éste para con la persona jurídica constituida en propiedad horizontal. 
 
De conformidad con lo enunciado, es dable afirmar que como la 
responsabilidad civil contractual emerge a partir del incumplimiento total, 
parcial, tardío o defectuoso de las obligaciones derivadas de un contrato, es 
perfectamente viable e indiscutible que a los administradores de una propiedad 
horizontal se les pueda endilgar este tipo de responsabilidad con la finalidad de 
que repare los perjuicios ocasionados con su proceder. 
 
1.2. Responsabilidad Civil Extracontractual 
 
En lo que atañe a una definición doctrinaria de la responsabilidad 
extracontractual, el tratadista Parra afirmar que “Consiste en aquella 
responsabilidad que nace sin la existencia previa de un vínculo entre el 
causante del daño y la víctima. Su existencia se define a partir del daño, el 
nexo de causalidad y la culpa”16, lo cual se complementa cuando asevera que 
“La responsabilidad civil extracontractual es aquella que involucra la obligación 
de indemnizar los daños ocasionados sin que haya mediado un contrato. 
Responde al principio alterum non laedere, según el cual, nadie está obligado a 
soportar daño”17. 
 
En este tipo de responsabilidad se debe prestar especial atención a la 
responsabilidad extracontractual de las personas jurídicas, ya que al existir 
vínculo laboral entre el administrador y la copropiedad, se estaría frente a una 
responsabilidad extracontractual de la persona jurídica –copropiedad- y no de 
la persona en sí del administrador, ya que toda persona (natural o jurídica) es 
responsable de indemnizar el daño de quienes estén bajo su cuidado (CC, art. 
2347), es decir, que estén actuando bajo la dependencia de quien los contrató 
o en ocasión a las funciones que se le han encomendado.  
 
Es así, que si el administrador ha actuado por fuera de sus funciones o 
independientemente a lo que le ha sido encargado, se estaría frente a una 
responsabilidad extracontractual por el hecho propio de que trata el artículo 
2341 del Código Civil. Esta responsabilidad es la que sería la que es relevante 
para el presente análisis, descartando la responsabilidad de la que pueda ser la 
persona jurídica que representa, sin querer decir que no es importante saber 
16 Ibídem 
17 Ibídem. Pág. 89. 
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que contra la copropiedad también se pueden ejercer acciones, pero esta 
puede exonerarse al no haberse causado el daño con ocasión de la 
dependencia o funciones que ha asignado en su administrador. 
 
Conforme a las apreciaciones normativas enunciadas, perfectamente ha de 
concluirse que tanto para la responsabilidad civil contractual como 
extracontractual, el régimen legal existente en Colombia se enmarca 
perfectamente a los incumplimientos, delitos o culpas que se deriven del 
actuar indebido de los administradores de los edificios o conjuntos sometidos al 
régimen de propiedad horizontal, lo cual se fundamenta en que el 
comportamiento inadecuado y/o ilícito de un administrador puede enmarcarse 
en cualquiera de los tipos de responsabilidad civil, siempre y cuando se encaje 
dicho actuar con los elementos constitutivos de las mismas, y esencialmente 
se pueda demostrar el daño, el nexo causal y el hecho generador, que 
permitan la indemnización por el acto u hecho dañino; esto sin perjuicio de la 
aclaración que se efectuó frente a la responsabilidad extracontractual de las 
personas jurídica. 
 
Igualmente, sirve de soporte que conforme al Código Civil tanto para el 
incumplimiento de los contratos, acción inicial que incumbe al administrador en 
el sentido que las copropiedades suscriben un contrato de prestación de 
servicios con éstos (vínculo contractual), como para los casos de daños 
derivados de los delitos y las culpas, acciones de los administradores de las 
copropiedades no derivados del vínculo contractual, se establece la obligación 
del pago de los perjuicios causados bien sea a su contratante que para el caso 
sería la persona jurídica constitutiva de la propiedad horizontal, que por regla 
general le está dado iniciar acciones por responsabilidad civil contractual, o a 
los afectados con los cuales no exista vínculo contractual directo con el 
administrador, que a voces del artículo 50 de la Ley 675 de 2001 habrá de ser 
los propietarios y terceros, que bien tendrían que actuar a través de la acción 
de responsabilidad civil extracontractual. 
 
1.3. Mecanismos para el resarcimiento de perjuicios 
 
Del análisis efectuado a la norma procesal la acción indemnizatoria que debe 
iniciarse contra el administrador en virtud de su responsabilidad contractual o 
extracontractual es a través de un proceso verbal que está contemplado en el 
artículo 368 y siguientes del Código General del Proceso, ya que es un proceso 
que se utiliza para “todo asunto contencioso que no esté sometido a un trámite 
especial” (CGP, art. 368), como lo es la temática de la indemnización de 
perjuicios. 
 
Aunado a lo mencionado, se tiene que el proceso verbal se adelanta ante la 
jurisdicción ordinaria civil dependiendo los criterios de competencia y 
jurisdicción de la autoridad judicial que ha de conocer el asunto, para lo cual se 
hace necesario adelantar el trámite por un abogado titulado, ya que para 
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declarar el perjuicio y su consecuente indemnización se requiere de una 
defensa técnica, que conlleva una correcta representación judicial y de manera 
alguna una adecuada defensa de los derechos conculcados. 
 
Efectuada la anterior anotación, bien cabe señalar que para dar trámite al 
referido proceso existe un requisito de procedibilidad como lo es la conciliación 
extrajudicial en derecho la cual deberá intentarse antes de acudir a la 
especialidad jurisdiccional civil (Ley 640/2001, art. 38); es importante resaltar 
que este tipo de conciliación puede adelantarse ante cualquier despacho 
judiciales, las Cámaras de Comercio, Centros de Arbitraje o Centros de 
Conciliación de las Universidades, entre otros. 
 
Es así que cuando sobre el administrador de la propiedad horizontal recae 
responsabilidad civil contractual o extracontractual, los afectados pueden 
acudir ante la jurisdicción ordinaria civil a través de un proceso verbal, para lo 
cual se debe contar con la asistencia jurídica que brinda un abogado titulado; 
así mismo, es menester dar cumplimiento al requisito de procedibilidad de la 
conciliación. 
 
2. Responsabilidad Penal 
 
Para estudiar la responsabilidad en materia penal debe comenzarse por decir 
que esta surge a partir de la conducta punible desplegada por el actor, 
requiriéndose que para que la conducta sea punible esta debe ser típica, 
antijurídica y culpable (Código Penal - CP, art. 9). Donde la tipicidad consiste 
en que la ley penal defina de manera inequívoca, expresa y clara las 
características básicas estructurales del tipo penal (CP, art. 10), lo que implica 
la primacía del principio de legalidad, es decir, toda conducta punible debe 
estar previamente consagrada en la ley; en lo que atañe a la antijuricidad para 
que una conducta típica sea punible se requiere que lesione o ponga 
efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por la 
ley (CP, art. 11); adentrándonos en la culpabilidad solo se podrá imponer 
penas por conductas realizadas con culpabilidad (CP, art. 12), donde esta se 
clasifica en dolo, culpa y preterintención. 
 
Una vez analizados los elementos constitutivos y características de la 
responsabilidad penal, a todas luces es dable inferir con claridad que los 
administradores de los edificio o conjuntos sometidos al régimen de propiedad 
horizontal, que hayan cometido una conducta punible debidamente tipificada 
en la ley penal, antijurídica y que haya sido efectuada con dolo, culpa o 
preterintención, al tenor del artículo 50 de la Ley 675 de 2001. 
 
Pero si bien es cierto que los administradores de las copropiedades pueden ser 
responsables penalmente por sus acciones o las que se deriven de la persona 
jurídica, el régimen penal contempla ciertas causales de ausencia de 
responsabilidad, menor o mayor punibilidad que la víctima (la copropiedad, los 
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propietarios o terceros) debe tener en cuenta al dar inicio a la acción penal, a 
efectos de garantizar que la conducta punible cometida no quede impune. 
 
Adicionalmente, dentro del marco jurídico penal existe una gran ventaja para 
la víctima, ya que ésta puede resarcir el daño causado con la conducta punible 
dentro del mismo trámite de la acción penal, lo cual permite un resarcimiento 
mucho más rápido, pero con el limitante de que la indemnización no puede 
superar los mil (1000) salarios mínimos legales mensuales, que bien podría ser 
una restricción cuando se trate de la indemnización de perjuicios de gran 
magnitud. 
 
Adicionalmente, es de resaltar que cuando se trata de personas jurídicas que 
administran propiedades horizontales, estas no son objeto de responsabilidad 
penal, sino que esta recae sobre la persona natural que ejerce la 
representación legal de dicha entidad administradora. 
 
2.1. Mecanismos para ejercer la acción penal 
 
La autoridad en cuya titularidad está la facultad de ejercer la acción penal y 
realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un 
delito, de oficio o que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, 
petición especial, querella o cualquier otro medio, es el Estado a través de la 
Fiscalía General de la Nación (CPP, art. 66). 
 
La forma de acudir a la administración de justicia cuando se está frente a un 
delito debidamente tipificado en el Código Penal de Colombia – CP cometido 
por parte del administrador de una copropiedad tiene un fundamento más 
sencillo, ya que solamente basta con poner en conocimiento de la Fiscalía 
General de la Nación, el delito cometido, lo cual se puede hacer por querella o 
denuncia. Al respecto se debe tener cuidado con estar frente a una falsa 
denuncia, porque esta implica responsabilidad penal. 
 
Desde el punto de vista doctrinario, es importante indicar que los 
administradores pueden cometer delitos propios o impropios como lo estable 
Carlos Mario Molina Arrubla al manifestar que: 
 
“Los primeros son aquellos…, en los cuales el legislador, por diversas 
razones de política-penal, ha sostenido que solo quien detente las calidades 
de administrador, representante, encargado, jefe, etc., puede configurar la 
conducta punible prevista en la norma, al punto de que quien no tenga o no 
cumpla esas condiciones, no puede ser sujeto activo de las mismas. Por su 
parte, los segundos – a saber los aquí llamados “delitos impropios” de los 
administradores-, son aquellos delitos en los que no se exige un sujeto 
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activo cualificado, de manera tal que pueden ser materializados por parte 
de cualquier persona mayor de edad que habite el territorio nacional…”18 
 
Es así que, bajo el entendido que un administrador de propiedad horizontal 
hubiere infringido la ley penal, el afectado con dicha conducta puede denunciar 
dicho actuar o interponer la querella respectiva, con la finalidad de que la 
Fiscalía General de la Nación investigue la conducta y el juez penal imponga la 
respectiva sanción. Cuando se hace alusión al afectado, para el caso de estudio 
sería cualquiera de los copropietarios del conjunto o edificio donde el 
administrador presta sus servicios o cualquier persona que determine que la 
conducta del administrador puede causar una presunta infracción a la ley 
penal, y considere necesario ponerlo en conocimiento de la autoridad, con la 
finalidad de que se lleve a cabo la investigación respectiva y se determina el 
grado de culpabilidad con el que intervino el administrador o la exclusión de la 
misma. 
 
3. Responsabilidad Administrativa 
 
La responsabilidad administrativa para el análisis subexámine se toma como 
aquella que surge a raíz del perjuicio o daño causado por un tercero y que 
debe ser sancionado por una autoridad administrativa. Ámbito dentro del cual 
se analizó el proceder del administrador de propiedad horizontal, desde tres 
puntos de vista, como lo es aquella parte ética que debe juzgarse en los 
administradores, así como la negligencia de sus deberes frente al fisco, y el 
incumplimiento de sus obligaciones en materia de turismo. 
 
3.1. Disciplinaria 
 
De conformidad con el marco regulatorio colombiano, es preciso tener en 
cuenta que sobre quienes puede recaer responsabilidad disciplinaria por el 
indebido ejercicio de la profesión es a aquellas personas que están sujetas al 
control y vigilancia de su actuar profesional por parte del Estado, es decir, 
sobre aquellos profesionales que se ejerce un control sobre su actuar ético o 
moral en el ejercicio de su profesión. 
 
Sobre el particular, cabe señalar que la administración de copropiedades es 
una labor que aún no ha sido regulada por el legislador, en especial los 
requisitos de idoneidad para ser ejercida como una profesión. Es así, que 
teniendo en cuenta que el oficio de administrador de propiedad horizontal, 
puede ser ejercido por cualquier persona, en ocasiones por profesionales como 
los contadores públicos, administradores de empresas e incluso abogados, o 
habitualmente por personas que de manera empírica o a través de formación 
no formal han obtenido conocimientos sobre el manejo de la propiedad 
horizontal. 
18 Molina, C. (2006). Responsabilidad penal de los administradores de empresas. Bogotá, D.C.: Biblioteca 
Jurídica DIKE. Pág. 85-86. 
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Consultadas algunas de las entidades que ejercen vigilancia y control sobre los 
profesionales que habitualmente se dedican a la administración de 
copropiedades19, manifestaron que estas ejercen su actividad de vigilancia y 
control en razón al ejercicio de la profesión, lo cual exime cualquier 
investigación por parte de dichos entes cuando se trate de personas que 
ostenten la calidad de contadores o administradores de empresas dedicados a 
la administración de propiedades horizontales, toda vez que dicho oficio no se 
ejerce dentro del marco del ejercicio de sus profesiones, sino como una 
actividad adicional a su labor profesional. 
 
Con la anterior afirmación, la forzosa conclusión a la que se puede llegar es 
que los administradores de propiedad horizontal carecen de control y vigilancia 
sobre su actuar ético, es decir, adolecen de control disciplinario, ya que la 
administración de copropiedades no es una profesión y dentro del 
ordenamiento legal colombiano no existe una entidad que ejerza dicho control 
y vigilancia. 
 
Sin perjuicio de lo enunciado, no hay que olvidar que a pesar de que las 
personas que se dedican a la administración de los edificios o conjuntos 
sometidos al régimen de propiedad horizontal no sean sujetos de control 
disciplinario, éstos si pueden llegar a ser responsables civil o penalmente por 
los perjuicios o delitos que cometan con su actuar. 
 
3.2. Tributaria 
 
Cuando se habla de las obligaciones fiscales de una copropiedad, ha de 
acudirse a las normas que rigen la materia, es decir, el Estatuto Tributario – 
ET, donde se establece que los administradores, entre ellos los de las 
copropiedades, son responsables solidarios o subsidiarios20. 
19 * Unidad Administrativa Especial Junta Central de Contadores [JCC]. (2014). Respuesta a Oficio N° 
2014EE0070264. Oficio 15224-14 del 22 de septiembre de 2014. Bogotá D.C.: JCC. 
* Consejo Profesional de Administración de Empresas [CPAE]. (2014). Respuesta comunicación No 
2014EE0070257. Oficio CPAE-02-2014-735 del 5 de septiembre de 2014. Bogotá D.C.: CPAE. 
20 La Corte Constitucional en Sentencia C-140 de 2007 citando el concepto N° 40423 de 4 de Julio de 2003 
de la DIAN, manifiesta que: 
“Las figuras que extienden a otros sujetos las obligaciones propias de uno de ellos, son conocidas como 
solidaridad o subsidiariedad. Estas surgen de la voluntad de las partes, de las disposiciones legales o de la 
decisión judicial, pero siempre debe ser expresa. Al respecto, es de advertirse que en las obligaciones de 
orden fiscal solo en virtud de la ley, puede haber cabida a la solidaridad o a la subsidiariedad, por la 
imposibilidad del obligado principal, de disponer voluntariamente de estas cargas. 
Es de precisar que la responsabilidad solidaria hace referencia a la obligación conjunta sobre una misma 
prestación, aunque en materia fiscal esta se encuentra limitada, de modo que cada uno de los responsables, 
principal o solidario, puede ser reconvenido desde la exigibilidad de la obligación sustancial y con ello, nace 
la posibilidad de ejercer en su contra el cobro coactivo. 
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En cuanto a la solidaridad, esta se da entre la persona natural encargada de 
hacer las retenciones y la persona jurídica que tenga legalmente el carácter de 
retenedor cuando haya lugar al pago de sanciones pecuniarias 
correspondientes (ET, art. 371). Disposición normativa que aplica a aquella 
persona natural que ejerce el oficio de administrador de propiedad horizontal, 
cuando está es sujeto retenedor. De manera tal, que si se omite tal obligación, 
las sanciones impuestas por la autoridad tributaria pueden ser cobradas tanto 
a la copropiedad como agente retenedor o al administrador como persona 
natural encargada de efectuar la retención. 
 
En lo que respecta a la subsidiariedad, los obligados al cumplimiento de 
deberes formales de terceros responden subsidiariamente cuando omitan 
cumplir tales deberes, por las consecuencias que se deriven de su omisión (ET, 
art. 573). Haciendo precisión que el cumplimiento de los deberes formales ante 
el fisco, el responsable es el administrador (ET, art. 572-c), siendo para el caso 
bajo análisis el administrador de la copropiedad. 
 
De otra parte, a manera de ejemplo, son deberes formales el de declarar, 
informar la dirección en las declaraciones, informar el cese de actividades, 
inscribirse en el registro nacional de vendedores, expedir factura e informar el 
NIT en la correspondencia, facturas y demás documentos, entre otros. 
 
Aunado a lo enunciado, vale precisar que la forma de vincular a los deudores 
solidarios o subsidiarios es un acto que emana de la autoridad fiscal (ET, art-
828-1); sin embargo, el asunto a tratar en este acápite no cobra relevancia si 
el administrador responde por su omisión de retención o de cumplir con los 
deberes formales en virtud de la referida vinculación. 
 
La responsabilidad que acá se analiza es en los casos en que el fisco nacional 
deba iniciar procesos de cobro coactivo por el incumplimiento del deber de 
retención o la omisión de los deberes formales por parte del administrador de 
la propiedad horizontal, dando como resultado que la persona jurídica de la 
copropiedad haya tenido que efectuar cualquier pago ante la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN derivado del actuar omisivo del 
administrador. 
 
Bajo el mencionado supuesto, sin lugar a dudas se estaría ante el 
incumplimiento de una serie de deberes legales por parte del administrador, 
cuyo cumplimiento debe darse en relación con la vinculación contractual que 
surge ante la propiedad horizontal para el desarrollo del oficio de 
administrador. En ese sentido, como las omisiones fiscales del administrador 
generan un perjuicio a la copropiedad, siempre y cuando la persona jurídica 
En cambio, la responsabilidad subsidiaria como su nombre lo indica, aunque esté previamente determinada 
en la ley, solo opera de manera residual, al cumplimiento de una condición, que es la de que el deudor 
principal no pague.” (Subrayado y cursiva extra texto) 
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haya sido condenada y haya pagado los valores a la autoridad fiscal, éste 
deberá responder por dichos perjuicios ocasionados por el incumplimiento de 
sus obligaciones contractuales y legales, de manera tal que si no fue vinculado 
como deudor solidario o subsidiario, se puede decir que la acción pertinente 
para resarcir los daños causados a la copropiedad sería iniciarle una acción 
indemnizatoria a través de un proceso verbal, cuya regulación está dada por el 
Libro Tercero (Procesos), Sección Primera (Procesos Declarativos), Título I 
(Proceso verbal) del Código General del Proceso (CGP, art. 368 y ss.), tal como 
se dejó planteado en las acciones que se pueden iniciar para la responsabilidad 
civil. 
 
3.3. En Vivienda Turística 
 
Otro de los tipos de responsabilidad administrativa, es la que se presenta 
cuando los administradores de las propiedades horizontales que prestan 
servicios de vivienda turística, quienes tienen la obligación de reportar al 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, la prestación de éste tipo de 
servicios en los inmuebles de la propiedad horizontal que administran, cuando 
estos no estén autorizados por los reglamentos para dicha destinación, o no se 
encuentren inscritos en el Registro Nacional de Turismo. Donde la omisión de 
la citada obligación acarreará al administrador la imposición por parte del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de una sanción consistente en 
multa de hasta 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes en el momento 
del pago, con destino al Fondo de Promoción Turística. (L. 1558/2012, art. 34). 
 
Respecto a la forma de presentar la queja sobre el particular, el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo dispone que debe procederse así:  
 
• Presentar la reclamación ante el Grupo de Protección al Turista21. 
• Hacer una síntesis de lo que trata la reclamación. 
• Nombre y dirección del prestador de servicios turísticos 
• Nombre, documento de identidad y dirección del reclamante. 
• Anexar en fotocopias documentos que sean necesarios como pruebas del 
reclamo presentado. 
• Enviar el reclamo a la Calle 28 Nº 13 A-15, Primer Piso, Bogotá D.C. 
 
Es así, que claramente se vislumbra que en materia de turismo, en especial 
frente a la destinación de inmuebles sometidos al régimen de propiedad 
horizontal, los administradores tienen la obligación de reportar al Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo aquellos bienes que no estén autorizados por 
los reglamentos para dicha destinación, o no se encuentren inscritos en el 
Registro Nacional de Turismo, acarreándole dicho incumplimiento una sanción 
consistente en multa de hasta 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
21 El Grupo de Protección al Turista hace parte de la Dirección Análisis Sectorial y Promoción del 
Viceministerio de Turismo. 
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El mencionado incumplimiento del administrador puede ser reportado por 
cualquier ciudadano al Grupo de Protección al Turista del Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo a través de un oficio que no conlleva mayores 
formalismos, sino que debe contener datos precisos sobre el administrador y 
los hechos que sustentan el incumplimiento, con la finalidad de que la 
autoridad administrativa adelante la investigación pertinente y si es del caso 
imponga las sanciones a que haya lugar. 
 
Corolario de lo mencionado, es viable afirmar que el espectro de 
responsabilidad de los administradores de los edificios o conjuntos sometidos 
al régimen de propiedad horizontal es bastante amplio, ya que pueden ser 
responsables civil, penal, fiscal e incluso en materia turística. Para lo cual, el 
afectado debe interponer la acción, denuncia, querella o queja pertinente ante 
la autoridad competente para lograr el resarcimiento o sanción de los 
perjuicios, delitos o conductas omisivas presentadas por el representante legal 
de la copropiedad. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
 
Elaboró: Hector Alexander Torres Morales 
Revisó: 
Fecha:  
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